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I. NORMAS DE CONDUCTA

A. Conflictos de Interés

1.  Conflicto de Intereses antes de la vinculación a la función pública 

a) Condiciones para ingresar a la función pública

(1) No tener otro empleo o cargo público remunerado (Art. 112 de la Constitución); 
(2) Ser guatemalteco (Artículo 113 de la Constitución y 15 de Ley de Probidad); 
(3) No tener impedimento (Artículo 16 de la Ley de Probidad)
(4) Hacer la respectiva Declaración Patrimonial (Artículo 22 de la Ley de Probidad); 
(5) Obtener Finiquito de la Contraloría General de Cuentas de la Nación (Artículo 30 de la Ley de Probidad); 

(6) Cumplir con todas las formalidades que la ley establece, antes de entrar a desempeñar el empleo o cargo público, a fin de evitar incurrir en el delito de Anticipación de Funciones Públicas, contemplado en el artículo 426 del Código Penal.   El delito anterior también lo incurre el Jefe administrativo que permita el ingreso al cargo de un subalterno, sin haber verificado el cumplimiento de todas las formalidades.   

b) Formatos Únicos de Hojas de Vida 

La legislación guatemalteca y su correspondiente reglamentación, no contemplan el requerimiento de llevar institucionalmente en forma uniforme, los formatos de vida de los funcionarios y empleados públicos.  

c) Normas generales  

(1) La Constitución Política de la República, en  (Sección Novena del capítulo II sobre los derechos sociales: artículos 107 al 117), trata a nivel constitucional, lo relacionado con los Trabajadores del Estado en general, que incluye los funcionarios y empleados públicos.

(2) Ley de Probidad y Responsabilidad de Funcionarios y Empleados Públicos (Ley de Probidad).  El objeto de esta ley es normar los procedimientos para transparentar el ejercicio de la administración pública y asegurar la observancia estricta de los preceptos constituciones y legales en el ejercicio de las funciones públicas estatales; evitar el desvío de los recursos, bienes, fondos y valores públicos en perjuicio de los intereses del Estado; establecer los mecanismos de control patrimonial de los funcionarios y empleados públicos durante el ejercicio de sus cargos; y prevenir el aprovechamiento personal o cualquier forma de enriquecimiento ilícito de las personas al servicio del Estado y de otras personas individuales o jurídicas que manejen, administren, custodien, recauden e inviertan fondos o valores públicos, determinando la responsabilidad en que incurran. 

(3) Ley de Servicio Civil, Decreto 1748 y su Reglamento.  Regula lo referente a la organización y las funciones de los órganos Directores del Servicio Civil guatemalteco.  Hace una clasificación del Servicio Público, establece las bases de la selección del personal, los exámenes, nombramientos y períodos de prueba, ascensos, permutas y traslados.  También establece los derechos, obligaciones y prohibiciones de los servidores públicos.  Regula lo referente al régimen de salarios, disciplinario y de despido para los servidores públicos.  

(4) Ley de Servicio Civil, Decreto 1748.  En el artículo 64, en su numeral 1, se establece que es deber de los servidores públicos  jurar, acatar y defender la Constitución Política de la República

(5)  Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo.  Establece un sistema administrativo, ético, equitativo, técnico y dinámico de relaciones de trabajo con el personal al servicio del Organismo Legislativo, asegurando el desarrollo honrado y eficiente de las funciones que al mismo le han sido atribuidas.  También desarrolla sus derechos y garantías mínimas, apegados a los principios de justicia social y humanitarios respaldados por el sistema democrático constitucional. 

(6) Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial.  Regula las relaciones laborales entre el Organismo Judicial y sus empleados y funcionarios.  Es también aplicable a los jueces y magistrados en lo que corresponda, de conformidad con las disposiciones de la Ley de la Carrera Judicial.

(7) Código Tributario (Decreto 6-91).  En su artículo 96 regula el incumplimiento de deberes del funcionario o empelado de la Administración Tributaria.

(8) Ley de Contrataciones del Estado.  En su artículo 12 establece los impedimentos para ser miembro de las Juntas de Licitación.  Luego en su artículo ochenta (80) enumera las prohibiciones aplicables a personas que deseen  cotizar, licitar, y celebrar contratos con el Estado. Y por último en su artículo ochenta y dos (82) define el incumplimiento de obligaciones asignadas en esta y ley y su reglamento  por parte de un funcionario o empleado público.

(9)  Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria –SAT- (Decreto 1-89).  En el artículo cuarenta y uno (41) establece las prohibiciones con respecto a los Intendentes y demás personal de la –SAT, mientras ejerzan sus cargos.

(10)  Ley Orgánica del Servicio Diplomático  de Guatemala (Decreto 148).  En su artículo36 se enumeran las prohibiciones para los funcionarios y empleados del servicio diplomático.

d) Prevención de conflictos de intereses

(1) Artículo 19 de la Ley de probidad, el cual desarrolla las prohibiciones de los funcionarios públicos con relación a terceros; 

(2) Artículo 164 de la Constitución Política de la República de Guatemala, indica las prohibiciones e incompatibilidades para ejercer el puesto de diputados.

(3) Artículo 186 de la Constitución Política de la República de Guatemala, establece las prohibiciones para optar a los cargos de Presidente o Vicepresidente de la República, siendo los numerales c), d), e), f) y g) los más relacionados con la prevención de conflictos de intereses.

(4) Código de Notariado (Decreto 314).  En sus artículos tres y cuatro define las personas que tienen impedimento para ejercer el notariado, y las situaciones en que los notarios no pueden ejercer destacando entre las mismas, el ejercicio de funciones o empleo público (De estos se excluyen los diputados al Congreso de la República, salvo el que ejerce la presidencia del organismo).   

(5) El artículo 12 de las Normas de Ética del Organismo Ejecutivo indica que los funcionarios, empleados públicos y asesores del Organismo Ejecutivo, además de los deberes y obligaciones contemplados en el artículo 9 del ese acuerdo, no deberán utilizar su cargo para fomentar el éxito de sus negocios  privados o para su beneficio personal, de sus familiares  y /o amigos.  Asumimos  deberán evitar toda conducta o actuación por la que, en provecho propio o de terceros, ejerzan influencia indebida sobre otro servidor público del Organismo Ejecutivo y/o  de cualesquiera otros órganos, entidades, dependencias y empresas del Estado.

e) Sanciones

(1) (Artículo 74 de la Ley de Servicio Civil, Decreto 1748)  Establece las sanciones aplicables a los servidores públicos para las violaciones de las disposiciones prohibitivas de est ley y demás faltas en que incurra durante su servicio al Estado.

(2) (Artículo 4 de la Ley de Probidad)  Indica que los funcionarios y empleados públicos, serán sancionados por el incumplimiento o inobservancia de esa ley, conforme a las disposiciones del ordenamiento jurídico vigente del país, todas aquellas personas investidas de funciones públicas permanentes o transitorias, remuneradas o gratuitas, en especial aquellas que se encuentran enlistadas en el referido artículo.  

(3) (Artículo 81 de la Ley de Contrataciones del Estado).  Establece la sanción aplicable a los funcionarios o empleados públicos que fraccionen en cualquier forma una negociación, con el objeto de evadir la práctica de la cotización y licitación.

(4) (Artículo 82 de la Ley de Contrataciones del Estado).  Establece la sanción aplicable al funcionario o empleado público, que sin causa justificada no cumpla, dentro de los plazos correspondientes, con las obligaciones que le asigna esa ley y su reglamento.

(5) (Artículo 83 de la Ley de Contrataciones del Estado).  Delimita la sanción aplicable al funcionario o empleado público que interviniere directa o indirectamente en el proceso de negociación.

(6) (Artículo 31 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo)  Con el objeto de garantizar la disciplina de los trabajadores y sancionar las violaciones a la Ley y demás faltas en que incurran durante el servicio, establece las medidas disciplinarias a aplicarse.

(7) (Artículo 59 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial)  Establece las medidas disciplinarias a aplicare a los empleados y funcionarios judiciales por las faltas cometidas.  Dichas faltas se encuentran desglosadas en los artículos 54, 55, 56, 57, y 58 de dicha ley.

2. Conflictos de intereses durante el desempeño de las funciones públicas 

a) Autoridad de aplicación, órganos (articulo 14 de la ley de probidad)

(1) Congreso de la República
(2) Ministerio Público 

(3) Procuraduría General de la Nación

(4) Contraloría General de Cuentas de la Nación
(5) Autoridades nominadoras de los distintos organismos del Estado, municipalidades y sus empresas y entidades descentralizadas y autónomas

b) Códigos de Ética

(1) Normas de ética del Organismo Ejecutivo (ACUERDO GUBERNATIVO NÚMERO 197-2004)

(2) Código de Ética del Organismo Judicial  (ACUERDO NUMERO 7-2001 de la Corte Suprema de Justicia)

c) Declaraciones juradas de inexistencia de inhabilidad o incompatibilidad, antecedentes laborales
(1) No existen en forma específica este tipo de declaraciones, correspondiendo a la Contraloría General de Cuentas de la Nación, extender una solvencia al momento de optar a un cargo público, cuando ya antes ha existido ejercicio de función pública.  (Art. 16 de Ley de Probidad)
(2) Ley de Contrataciones del Estado.  En el artículo 80 establece en que casos no podrá una persona individual o jurídica cotizar, ni celebrar contratos con el Estado derivados de la ley.  Para esto es requisito adjuntar a las ofertas, declaración jurada de que la persona no se encuentra afectada por alguno de estos impedimentos.

d) Derechos y deberes de los servidores públicos 

(1) Constitución Política de la República de Guatemala.  En el artículo 154, establece que los funcionarios públicos son depositarios de la autoridad, responsables legalmente por su conducta legal, sujetos a la ley y jamás superiores a ella. 

(2) El artículo 15 de la Ley de Servicio Civil, establece que el servidor público queda obligado a prestarle sus servicios a la Administración Pública o a ejecutarle una obra personalmente a cambio de un salario, bajo la dependencia continuada y dirección inmediata de la propia administración pública.

(3) El artículo 19 de la Ley de Servicio Civil enumera los deberes y atribuciones de la Junta Nacional de Servicio Civil.  Luego en el artículo 20 se enumeran las atribuciones del Secretario de la Junta Nacional de Servicio Civil.

(4) Los artículos 25 y 26 de la Ley de Servicio Civil enumera los Deberes y atribuciones del Director y Subdirector de la Oficina del Servicio Civil.

(5) El artículo 61 de la Ley de Servicio Civil enumera los derechos de los servidores públicos además de los establecidos en la Constitución Política de la República de Guatemala.  Luego en su artículo 63 de la ley citada se les reconoce a los servidores públicos el Derecho de Asociarse libremente para fines profesionales, cooperativos, mutualistas, sociales o culturales.

(6) En el artículo 64 de la Ley de Servicio Civil se enumeran los deberes a los que están sujetos los servidores públicos.

(7) El artículo 38 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial  enlista los derechos de los funcionarios y empleados del Organismo Judicial.

(8) El artículo 39 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial enlista las prohibiciones a los funcionarios y empleados del Organismo Judicial.

(9) El artículo 23 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo detalla los derechos de los que gozan los trabajadores de dicho organismo estatal.

(10) El artículo 24 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo detalla las obligaciones de las que se encuentran sujetas los trabajadores de dicho organismo estatal.

(11) En base al artículo 6 de la Ley de Probidad es deber del funcionario público la observancia de los Principios de probidad durante el desarrollo de sus funciones.

(12)  El artículo 7 de la Ley de Probidad establece que los funcionarios públicos están obligados a desempeñar sus deberes, atribuciones, facultades y funciones con estricto apego a la Constitución Política de la República y las leyes.

3. Conflictos de intereses después del desempeño de las funciones públicas

a) Presidencia y Vicepresidencia de la República

(1) De conformidad con el artículo 186 de la Constitución Política de la República, no pueden optar al cargo de Presidente y Vicepresidente de la República, quienes, entre otros casos:

(a) Haya sido, el caudillo o el jefe de un golpe de Estado, revolución armada o movimiento similar, que haya alterado el orden constitucional, ni quien como consecuencia de tales hechos asuma la Jefatura de Gobierno; 

(b) La persona que ejerza la Presidencia o Vicepresidencia de la República cuando se haga la elección para dicho cargo, o que la hubiere ejercido durante cualquier tiempo dentro del período presidencial en que se celebren las elecciones; 

(c) El que hubiese sido ministro de Estado, durante cualquier tiempo en los seis meses anteriores a la elección; 

(d) Los miembros del Ejército, salvo que estén de baja o en situación de retiro por lo menos cinco años antes de la fecha de convocatoria; 
b) Intendencia de Verificación Especial

(1) De conformidad con el artículo 36 de la Ley contra el Lavado de Dinero u Otros Activos, con el objeto de garantizar la reserva de las operaciones financieras, las personas que integran la Intendencia de Verificación Especial, y cualquier otra persona que por razón del cargo conozca o tenga acceso a la información relacionada en esta ley, están obligadas a mantenerla en reserva, aún después de haber cesado en el cargo.

c) Prolongación de Funciones

(1) De conformidad con el artículo 427 del Código Penal, comete el delito de prolongación de funciones, quien continuare ejerciendo empleo, cargo o comisión después que debiere cesar conforme a la ley o reglamento respectivo.  

d) Juntas de Licitación

(1) De conformidad con el artículo 12 de la Ley de Contrataciones del Estado, quienes haya participado como asesor, abogado o perito en un asunto, no puede participar en la Junta de Licitación. 

e) Ser Juez

(1) De conformidad con el artículo 122 de la Ley del Organismo Judicial, un Juez tiene impedimento para conocer un asunto, cuando ya lo hubiera conocido con anterioridad.  

f) Revelación de Secretos. 

(1) De conformidad con el artículo 275 del Código Penal, se comete el delito de violación a derechos de propiedad industrial, entre otros casos, al revelar a un tercero un secreto empresarial que se haya conocido con motivo de su trabajo, puesto, cargo, profesión, relación de negocios o en virtud de una licencia de uso, después de haber sido prevenido sobre la confidencialidad de dicha información.   Los funcionarios públicos tienen deber de confidencialidad. (Artículo 6 de las Normas de Etíca del Organismo Ejecutivo)
(2) De conformidad con el artículo 64 de la Ley de Servicio Civil, numeral 4, el funcionario público debe guardar reserva incluso después de haber cesado en sus cargos. 
4. Incompatibilidades 

a) Actividades laborales o profesionales 

(1) Generales
(a) De conformidad con la Constitución Política de la República, los funcionarios y empleados públicos, no deben desempeñar más de un cargo público (Artículo  112)

(b) En base al artículo 160 de la Constitución Política de la República, los diputados pueden desempeñar el cargo de ministro o funcionario de Estado o de cualquier otra entidad descentralizada o autónoma.

(c) Como requisitos para ser Diputados, la Constitución Política de la República se debe ser guatemalteco de origen y estar en el ejercicio de sus derechos ciudadanos. (Artículo 162)

(d) En su artículo 164 de la Constitución Política de la República establece las prohibiciones y compatibilidades para ser diputados.

(e) El artículo 185 de la Constitución Política de la República establece los requisitos parra optar a los cargos de Presidente de la República, siendo estos ser guatemalteco de origen, y ciudadanos en ejercicio y mayores de cuarenta años.  A continuación en el artículo 186 de establecen las prohibiciones para optar a estos dos cargos.

(f) El artículo 196 de la Constitución Política de la República establece como requisitos para ser ministro: ser guatemalteco, hallarse en el goce de los derechos ciudadanos y ser mayor de treinta años.  A continuación en el artículo 197 se en listan las prohibiciones para optar al cargo de Ministro de Estado.

(g) Los artículos 122, 123 y 125 de la Ley del Organismo Judicial establecen los impedimentos, excusas y recusaciones para los jueces.

(h) Artículo 18 de la Ley de Probidad.  Les queda prohibido a los funcionarios y empleados públicos:  inciso i)  realizar trabajos o actividades, remuneradas o no en horarios que no son de su trabajo, que estén en conflicto con sus deberes y responsabilidades, o cuyo ejercicio pueda poner en riesgo la imparcialidad de sus decisiones por razón del cargo o empleo; inciso l)  actuar como abogado o representante de una persona que ejerce reclamos administrativos o judiciales en contra de la entidad a la cual sirve estando en el ejercicio del cargo o empleo.

(i) Artículo 19 de la Ley de Probidad.  A los funcionarios públicos les queda prohibido:  inciso b)  dirigir, administrar, patrocinar, representar o prestar servicios, remunerados o no, a personas individuales o jurídicas que gestionen, exploten concesiones privilegios de la administración pública o, que fueren sus propios proveedores o contratistas.

(j) Artículo 39 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial.  Queda prohibido a los empleados y funcionarios del Organismo Judicial desempeñar simultáneamente empleos o cargos públicos remunerados, ejercer cualquier otro empleo incompatible con su horario de trabajo, así como ocupar cargos directivos en entidades políticas.

(k) El artículo 16 de la Ley de Probidad indica que no podrán optar al desempeño de cargo o empleo público quienes tengan impedimento de conformidad con leyes específicas, y en ningún caso quienes no demuestren fehacientemente los méritos de capacidad, idoneidad y honradez.  Además enlista otros impedimentos para optar a dichos cargos.

(l) El artículo 15 de la ley de Servicio Civil enumera los impedimentos para poder optar a ser miembro de la Junta Nacional de Servicio Civil.

(2) Docencia

(a) El artículo 112 de la Constitución Política de la República indica que ninguna persona puede desempeñar más de un empleo o cargo público remunerado, con excepción de quienes presten servicios en centros docentes o instituciones asistenciales y siempre que haya compatibilidad en los horarios. 

(b) El artículo 65 de la Ley del Ministerio Público establece que cuando se es parte de la Institución, salvo la docencia universitaria, cuando la misma no perturba el desempeño, no se puede tener otro empleo.  
(3) Notariado

(a) En el artículo 4 del Código de Notariado, inciso 3 y 4 se establece que no pueden ejercer el notariado los que desempeñen cargo público que lleve aneja jurisdicción; funcionarios y empleados de los organismos ejecutivo y judicial y de las municipalidades que devenguen sueldos del Estado o del municipio y el Presidente del Congreso de la República.  

(b) El artículo 65 de la Ley del Ministerio Público establece que cuando se es parte de la Institución, no se puede ejercer el Notariado. 
(4) Ser juez 

(a) De conformidad con el artículo 35 de las Normas Éticas del Organismo Judicial, el juez no debe utilizar su cargo para fomentar el éxito de negocios privados o para su beneficio personal. 

(b) De conformidad con el artículo 25 de las Normas Éticas del Organismo Judicial, el Juez debe abstenerse de intervenir en un procedimiento judicial cuando se encuentre comprendido en alguna de las causales de impedimento, excusa o recusación que señala la Ley del Organismo Judicial, y, en general, cuando considere que su juicio puede verse influido por factores que comprometan la imparcialidad debida

(c) El artículo 207 de la Constitución Política de la República estipula que la función de magistrado o juez es incompatible con cualquier otro empleo, con cargos directivos en sindicatos y partidos políticos, y con la calidad de ministro de cualquier religión.  

(d) El artículo 207 de la Constitución Política de la República establece como requisitos para ser magistrado o juez, ser guatemalteco de origen, de reconocida honorabilidad, estar en el goce de sus derechos ciudadanos y ser abogado colegiado.  Luego para optar al cargo de magistrado de la Corte Suprema de Justicia, el artículo 216, exige además de los requisitos del artículo 207, ser mayor de cuarenta años, y haber desempeñado un período completo como magistrado de la Corte de Apelaciones o de los tribunales colegiados que tengan la misma calidad, o haber ejercido la profesión de abogado por más de diez años.  Por último el artículo 217 indica que para ser magistrado de la corte de apelaciones se requiere además de lo establecido en el artículo 207, ser mayor de treinta y cinco años, haber sido juez de primera instancia o haber ejercido la profesión de abogado por más de cinco años.

b) Contratación Pública

(1) Ley de Contrataciones del Estado.  En su artículo ochenta (80) inciso 3 indica que no pueden cotizar, licitar ni celebrar contratos con el Estado derivados de la presente ley, los servidores o trabajadores públicos del Estado o de las entidades a que se refiere el Artículo 1 de esta ley, así como sus parientes legales, cuando los contratos deban celebrarse con las dependencias en que tales servidores o trabajadores del Estado presten sus servicios o se encuentren bajo su autoridad. Igual prohibición rige para las personas jurídicas cuando dicho funcionario sea socio o representante de las mismas.

(2) El artículo 12 de la Ley de Contrataciones del Estado enlista los impedimentos para ser miembros de las Juntas de Licitación.

c) Matrimonio o parentesco

(1) Artículo 17 de la Ley de Probidad, inciso d).  Genera responsabilidad administrativa la contratación de la esposa o hijos como subalternos en relación de dependencia

(2) Artículo 28 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial.  A la autoridad nominadora le está prohibido: inciso a)  nombrar, dentro de los grados de ley, a los parientes del Presidente del Organismo Judicial o de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, en los puestos de Jefes de Unidades Administrativas; d) nombrar o permitir que trabajen cónyuges o parientes dentro de los grados de ley, en una misma unidad judicial o administrativa.

(3) Artículo 122 de la Ley del Organismo Judicial.  Es impedimento para que un juez conozca: inciso b) haber sido el juez o alguno de sus parientes, asesor, abogado perito en asunto; c) tener el juez o alguno de sus parientes, interés directo o indirecto en el asunto; y d) tener el juez parentesco con alguna de las partes.

(4) Artículo 123 de la Ley del Organismo Judicial.  Los jueces deben excusarse en cuestiones relacionadas con el matrimonio o parentesco según los incisos b), e), f), h), i), y l)

(5) Artículo 12 de las Normas de Ética del Organismo Ejecutivo. Los funcionarios, empleados públicos y  asesores del Organismo Ejecutivo, además de los deberes y obligaciones contemplados en el artículo 9 del presente acuerdo, no deberán utilizar su cargo para fomentar el éxito de sus negocios  privados o para su beneficio personal, de sus familiares  y /o amigos.

(6) Artículo 13 de la Ley de Contrataciones del Estado.  No podrán ser miembros de las Juntas de Licitación, y deberán excusarse, en los casos siguientes: inciso b) Cuando el integrante o sus descendientes tengan concertado matrimonio con alguna de las partes, o con parientes consanguíneos de alguna de ellas.

(7) Artículo 18 de la Ley de Probidad.  A los empleados y funcionarios públicos les queda prohibido: inciso a)  aprovechar el cargo o empleo para conseguir o procurar servicios especiales, nombramientos o beneficios personales, a favor de familiares o terceros, mediando o no remuneración.

(8) Artículo 164 de la Constitución Política de la República.  No pueden ser diputados: inciso c) los parientes del Presidente de la República y los del Vicepresidente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad

(9) Artículo 11 de la Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria (SAT).  No podrán ser miembros de la comisión de Postulación: inciso c)  los parientes dentro de los grados de ley del Presidente o Vicepresidente de la República y del Ministro y de los Viceministros de Finanzas Públicas.

(10) Artículo 17 de la Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria (SAT).  Es causal de impedimento para integrar el Directorio ser pariente, dentro del cuarto grado de consaguinidad o segundo de afinidad del Presidente o del Vicepresidente de la República, del Ministro o de los Viceministros de Finanzas Públicas o del Superintendente de la SAT.

(11) Artículo 15 de la Ley de Servicio Civil, numeral 1.  No pueden ser miembros de la Junta Nacional de Servicio Civil los parientes del Presidente y Vicepresidente de la República y de cualesquiera de los Ministros de Estado, dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

(12) Artículo 138 de la Ley Electoral y de Partidos Políticos.  Tienen impedimento para ser miembros de la Comisión de postulación: los parientes, dentro de los grados de ley, de los funcionarios de los organismos del Estado y de las entidades autónomas o descentralizadas del mismo, y del Procurador General de la Nación y jefe del ministerio Público, los Magistrados de la Corte de Constitucionalidad y el Procurador de los Derechos Humanos.

(13)  El artículo 18 de las Normas Éticas del Organismo Judicial, inciso f).  Es un deber básico de los funcionarios y empleados del Organismo Judicial abstenerse de intervenir o participar indebidamente en la selección, nombramiento, designación, contratación, promoción, suspensión, remoción, traslado, ascenso, cese o sanción de cualquier funcionario o empleado, cuando tengan interés personal, familiar o de negocios, o puedan derivar alguna ventaja o beneficio para ellos, su cónyuge o parientes legales.

d) Negocios, deudas, amistad o enemistad

(1) Artículo 12 de las Normas de Ética del Organismo Ejecutivo. Los funcionarios, empleados públicos y  asesores del Organismo Ejecutivo, además de los deberes y obligaciones contemplados en el artículo 9 del presente acuerdo, no deberán utilizar su cargo para fomentar el éxito de sus negocios  privados o para su beneficio personal, de sus familiares  y /o amigos.

(2) Artículo 13 de la Ley de Contrataciones del Estado.  No podrán ser miembros de las Juntas de Licitación, y deberán excusarse, en los casos siguientes: inciso a) Cuando tengan amistad íntima o relaciones con alguna de las partes, que según las pruebas y circunstancias hagan dudar de la imparcialidad

(3) Artículo 123 de la Ley del Organismo Judicial.  Los jueces deben excusarse cuando: a)  tengan amistan íntima o relaciones con alguna de las partes; l) cuando el juez, su esposa, o alguno de sus parientes consanguíneos tengan enemistad grave con alguna de las partes.  

(4) El artículo 65 de la Ley del Ministerio Público establece que cuando se es parte de la Institución, no se puede ejercer el comercio, ni participar en los órganos de control de una sociedad mercantil.  
(5) Artículo 15 de la Ley de Servicio Civil, numeral 5.  No pueden ser miembros de la Junta Nacional de Servicio Civil quienes representen o defiendan intereses de compañías o personas individuales que exploten servicios públicos.

e) Partidos políticos, religión, sindicato, gremio económico 

(1) Artículo 39 de la Ley del Servicio Civil del Organismo Judicial.  Además de lo establecido en otras leyes y reglamentos queda prohibido a los empleados y funcionarios del Organismo Judicial: inciso c)  Desempeñar simultáneamente empleos o cargos públicos remunerados, ejercer cualquier otro empleo incompatible con su horario de trabajo, así como ocupar cargos directivos en entidades políticas. 
(2) Artículo 11 de la Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria (SAT).  No podrán ser miembros de la comisión de Postulación: inciso a)  los que ejercen cargos de elección popular.  Esta prohibición aplica también para las personas que desean integrar el Directorio (artículo 17, inciso a.)

(3) Artículo 17 de la Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria (SAT).  Son causales de impedimento para integrar el Directorio: inciso a)  desempeñar cargos de elección popular; b) ser integrante de un órgano de dirección de cualquier partido político, sindicato u organización gremial o empresarial; c) ser ministro de cualquier culto o religión. 

(3) Artículo 15 de la Ley de Servicio Civil, numerales 6 y 7.  No pueden ser miembros de la Junta Nacional de Servicio Civil los ministros de cualquier religión o culto; los que desempeñen cargos de dirección en cualquier partido político.

(4) Artículo 138 de la Ley Electoral y de Partidos Políticos.  Tienen impedimento para ser miembros de la Comisión de postulación: los miembros de los órganos permanentes de organizaciones políticas y sus parientes dentro de los grados de ley; los Ministros de cualquier religión o culto.

(5) Los artículos 26 y 27 de las Normas de Ética del Organismo Judicial.  Los jueces deben proteger y promover su propia independencia y en general, la del organismo judicial como factor de equilibrio en la estructura del sistema democrático. Por esta razón, el juez debe abstenerse de participar en el proceso político, sin menoscabo de su derecho al sufragio, a sus propias ideas sobre cuestiones políticas y a sus deberes y funciones conforme a la ley y reglamentos electorales.  Es deber del juez velar porque los otros funcionarios y empleados del tribunal o tribunales bajo su jurisdicción no empañen con su conducta política la imagen de imparcialidad del organismo judicial.

5. Lealtad, moralidad en el servicio 

(1) Artículo 6 de la Ley de Probidad, inciso h).  Es un principio de probidad la actuación con honestidad y lealtad en el ejercicio del cargo o empleo o prestación de un servicio.

(2) Artículo 6 de las Normas de ética del Organismo Ejecutivo, incisos B) y C).  Además de los deberes y obligaciones referidos en los artículos precedentes, los funcionarios, empleados públicos y asesores del Organismo Ejecutivo tendrán:  B) Custodiar la documentación e información que tengan a su cargo evitando el mal uso, sustracción, destrucción, ocultamiento o inutilización de las mismas, conforme lo dispuesto en artículo 6 del presente acuerdo; y D) Observar buena conducta en el ejercicio de sus cargos, tratando con rectitud, imparcialidad, y respeto a las personas con las que tengan relación, se trate del público en general o de otros servidores públicos.

(3)  Artículo 38 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial.  Son deberes de los empleados y funcionarios del Organismo Judicial; incisos c. Actuar con responsabilidad y guardar absoluta reserva en los asuntos que por su naturaleza, o en virtud de leyes, reglamentos o instrucciones específicas, así lo requieran;  d. Atender con respeto y cortesía al público en general, a los funcionarios judiciales, personal subalterno, compañeros de trabajo, litigantes, abogados y personas interesadas en los juicios y diligencias que se ventilen en el tribunal; y g.Enmarcar su conducta dentro de los cánones éticos y legales.

(4) El artículo 12 de las Normas Éticas del Organismo Judicial establece que Para el correcto desempeño de sus funciones, el juez debe ser laborioso, prudente, sereno, imparcial y cuidadoso. Debe estar consagrado al estudio del Derecho, actualizando sus conocimientos y mejorando su formación en la medida en que le sea posible, y ser diligente en todas sus actuaciones.

(5) El artículo número 5 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo establece que los cargos en el Organismo Legislativo se adjudicarán teniendo en cuenta la capacidad, honradez y moralidad de los aspirantes, mediante el procedimiento de oposición.  

(6) El artículo 18 de las Normas Éticas del Organismo Judicial enlista los deberes básicos y éticos del funcionario del Organismo Judicial.

6. Mecanismos para hacer efectivas estas leyes 
a) Recusación, excusas 

(1) El artículo 123 de la Ley del Organismo Judicial enumera los casos en que los jueces deben excusarse dentro de un proceso judicial.

(2) El artículo 125 de la Ley del Organismo Judicial indica que son causas de recusación las mismas de los impedimentos y de las excusas.

(3) El artículo 12 de la Ley de Contrataciones del Estado establece los casos que tendrá impedimento los miembros de la Junta de Licitación, al llevarse un proceso de contratación.

b) Nepotismo, favoritismo

(1) El artículo 12 de las Normas de Ética del Organismo Ejecutivo, establece que los funcionarios, empleados públicos y asesores del Organismo Ejecutivo, además de los deberes y obligaciones contemplados en el artículo 9 del presente acuerdo, no deberán utilizar su cargo para fomentar el éxito de sus negocios  privados o para su beneficio personal, de sus familiares  y /o amigos.  Asumimos  deberán evitar toda conducta o actuación por la que, en provecho propio o de terceros, ejerzan  influencia indebida sobre otro servidor público del Organismo Ejecutivo y/o  de cualesquiera otros órganos, entidades, dependencias y empresas del Estado. 

(2) El artículo 18 de la Ley de Probidad, establece entre las prohibiciones a los empleados y funcionarios públicos, en la literal a), el aprovechar el cargo o empleo para conseguir o procurar servicios especiales, nombramientos o beneficios personales, a favor de sus familiares o terceros mediando o no remuneración.  Asimismo en la literal b), se establece la prohibición de utilizar el poder que le confiere el ejercicio del cargo o empleo en las entidades del Estado, autónomas o descentralizadas, para tomar, participar o influir en la toma de decisiones en beneficio personal o de terceros.

(3)  El artículo 12 de la Ley de Contrataciones del Estado, indica que son impedimentos para formar parte de las Juntas de licitación:  a) Ser parte en el asunto; b) Haber sido representante legal, Gerente o empleado o alguno de sus parientes, asesor, abogado o perito, en el asunto o en la empresa ofertante; c) Tener él o alguno de sus parientes, dentro de los grados de ley, interés directo o indirecto en el asunto; d) Tener parentesco dentro de los grados de ley, con alguna de las partes; e) Ser pariente dentro de los grados de ley, de la autoridad superior de la institución; f) Haber aceptado herencia, legado o donación de alguna de las partes; g) Ser socio o partícipe con alguna de las partes; h) Haber participado en la preparación del negocio, en cualquier fase.

c) Normas aplicadas a funcionarios de determinadas categorías / Regímenes específicos
(1) Procuraduría de los Derechos Humanos

(a) Artículo 12 de la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Congreso de la República y del Procurador de los Derechos Humanos.  El Congreso de la República con el voto de las dos terceras partes del total de Diputados, hará cesar en sus funciones al Procurador y declara vacante el cargo por cualquiera de las siguientes causas: 

(i) Incumplimiento manifiesto de las obligaciones que le atribuye la Constitución y esta Ley; 

(ii) Participación material o intelectual comprobada, en actividades de política partidista; 

(iii) Por renuncia;

(iv)  Por muerte o incapacidad sobreviviente; 

(v) Ausencia inmotivada del territorio nacional por más de treinta (30) días) consecutivos; 

(vi)  Por incurrir en incompatibilidad conforme lo previsto por esta ley; (Artículo 9) 

(vii)  Por haber sido condenado en sentencia firme por delito doloso.

(2) Contraloría General de Cuentas de la Nación

(a) El Artículo 4 inciso n) de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas establece que es una atribución de la Contraloría General de Cuentes promover mecanismos de lucha contra la corrupción.

(b) En su articulo 2 la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas establece que corresponde a la Contraloría General de cuentas la función fiscalizadora en forma externa de los activos y pasivos, derechos, ingresos y egresos y, en general, todo interés hacendario de los Organismos del Estado, entidades autónomas y descentralizadas, las municipalidades y sus empresas, y demás instituciones que conforman el sector público no financiero; de toda persona, entidad o institución que reciba fondos del Estado o haga colectas públicas; de empresas no financieras en cuyo capital participe el Estado, bajo cualquier denominación así como las empresas en que éstas tengan participación.

(c) El artículo 25 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas indica que el Contralor General de Cuentas rendirá informe de su gestión al Congreso de la República, cada vez que sea requerido y de oficio dos veces al año. Asimismo, presentará anualmente, en un plazo máximo de 150 días después de cierre del ejercicio fiscal anterior, un informe y dictamen de los resultados de la auditoria practicada a los estados financieros y ejecución presupuestaria de ingresos y gastos de los organismos del Estado, Instituciones, entidades autónomas y descentralizadas.

(d) El artículo 23 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas establece que el Contralor General de Cuentas, el Subcontralor de Probidad y el Subcontralor de Calidad de Gasto Público serán responsables conforme al ordenamiento jurídico vigente, cuando por dolo, culpa o negligencia, causaren perjuicio a los intereses del Estado, municipios, entidades e instituciones descentralizadas y autónomas, en el ejercicio de sus funciones.

(3) Consejos de Desarrollo, Junta Monetaria, Autoridades Municipales

(a) Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural y su Reglamento
(b) Artículo 12 de la Ley del Banco de Guatemala.  Los Estados Financieros del Banco de Guatemala deberán ser dictaminados y certificados anualmente por una firma de auditoria externa de reconocida experiencia y reputación.

(c) Artículo 19 de la Ley del Banco de Guatemala.  Cuando se evidencie o sobrevenga alguno de los impedimentos mencionados en el artículo 18 de esa Ley, la Junta Monetaria, previa sustanciación del caso conforme a las reglas del debido proceso, deberá hacer la declaración al respecto, en cuyo caso el miembro de la misma perderá tal calidad cuando le sea notificada la resolución correspondiente.

(d) Artículos 45 y 46 del Código Municipal que establecen las Prohibiciones de los Alcaldes, Síndicos o Concejales y las causas para no aceptar o renunciar a cargos municipales.

(4) Jueces

(a) De conformidad con el artículo 4 de la Ley de la Carrera Judicial, los órganos responsables de la Carrera Judicial son: el Consejo de la Carrera Judicial, la Junta de Disciplina Judicial, las comisiones de postulación y la Unidad de Capacitación Institucional. 

(b) Juntas de Disciplina Judicial: Corresponde a la Junta de Disciplina Judicial el conocimiento y ejercicio de la función y acciones disciplinarias y correctivas previstas en esta ley y sus reglamentos.  Se exceptúan de esta disposición los casos de destitución, que quedan reservados a la respectiva autoridad nominadora.  Sin embargo, la formación del expediente respectivo y las recomendaciones que correspondan, son atribuciones de las Juntas. (Artículo 8 de la Ley de la Carrera Judicial)

(c) Las Juntas de Disciplina Judicial se integran por dos magistrados de la Corte de Apelaciones y sus respectivos suplentes y un juez de primera instancia y su respectivo suplente, designados para un periodo de un año por sorteo practicado por el Consejo de la Carrera Judicial.  Se integrarán tantas juntas como las necesidades y la conveniencia del servicio lo hagan necesario, atendiendo a criterios de carácter geográfico, por materia  u otros que resulten convenientes.  Cuando alguno de los designados tuviere impedimento para conocer en un caso determinado por cualquier razón, o cuando las necesidades del servicio lo hicieran conveniente, el Consejo designar á a los suplentes necesarios, siguiendo el mismo procedimiento. (Artículo 7 de la Ley de la Carrera Judicial)

(d) Comisiones de Postulación. Corresponde a las comisiones de postulación el examen de los expedientes formados por el Consejo de la Carrera Judicial y los demás que les sean presentados para los efectos de la elaboración de los listados de candidatos a magistrados de la Corte Suprema de Justicia, Corte de Apelaciones y tribunales de igual categoría, conforme lo establecido en esta ley. (Artículo 10 de la Ley de la Carrera Judicial)  

(e) A fin de garantizar la debida transparencia del proceso de selección y la adecuada calificación de los méritos personales y profesionales de los aspirantes, las comisiones, como parte del procedimiento de selección, además de la revisión de las credenciales e informaciones que aporte el Consejo, practicarán cuantas acciones y diligencias considere convenientes y necesarias, incluyendo la celebración de  entrevistas personales públicas o privadas. La lista de candidatos seleccionados por la Comisión de Postulación será publicada en el diario oficial y en al menos dos de los diarios de mayor circulación y remitida al Congreso de la República, con al menos quince días de antelación a la fecha de vencimiento del período constitucional de los magistrados en funciones.

(f) Unidad de Capacitación Institucional, corresponde a la Escuela de Estudios Judiciales (Artículo 12 de la Ley de la Carrera Judicial)

(5) Directores de entes autónomos 

(a) El artículo 74 de la Ley de Servicio Civil estipula las sanciones a aplicar para garantizar la buena disciplina de los servidores públicos, por las violaciones de las disposiciones prohibitivas de esta ley y demás faltas en que se incurra durante el servicio.

(6) Ejército, fuerza armada 

a) El Artículo 50 de la Ley Constitutiva del Ejercito de Guatemala, establece los casos de pérdida del grado militar, encontrándose entre los mismos, faltas graves a la ética profesional, a la moral y a la disciplina, incluyendo los casos en que éstas hayan sido el medio para incurrir en acciones delictivas, cualquiera que sea la situación del infractor en relación al Ejército de Guatemala.

b) El Artículo 57 de esa misma ley, contempla la formación de Juntas de Honor, como un mecanismo de observancia a las normas de conducta éticas de los integrantes del Ejercito de Guatemala. Se convocan para conocer las acciones u omisiones en que incurran los integrantes del Ejército de Guatemala, cuando éstas no constituyan delito y se considere que pueden lesionar el prestigio, el honor o la ética del Ejército de Guatemala o bien de uno de sus miembros

c) El Artículo 84 de esa misma ley, contempla entre las causas de baja del Ejército de Guatemala, las siguientes:

a. Sentencia condenatoria firme de tribunal competente, en caso de delito.

b. Recomendación de una Junta de Honor, aprobada por el Ministerio de la Defensa Nacional. y 

c. Notoria mala conducta determinada por el Estado Mayor de la Defensa Nacional. 

(7) Ministerio Público

(a) El artículo 60 de la Ley Orgánica del Ministerio Público establece el Fiscal General de la República podrá imponer a los fiscales, funcionarios, auxiliares y empleados de la institución por las faltas en que incurran en el servicio.

(b) El artículo 14 de la Ley Orgánica del Ministerio Público establece El Presidente de la República podrá remover al  Fiscal General por causa justa debidamente establecida.  Se entenderá por causa justa la comisión de un delito doloso durante el ejercicio de su función, por el cual se le haya condenado en juicio y el mal desempeño de las obligaciones del cargo que esta ley establece. Siempre se garantizará el derecho de defensa.

(8) Gobernadores

(a) El artículo 74 de la Ley de Servicio Civil estipula las sanciones a aplicar para garantizar la buena disciplina de los servidores públicos, por las violaciones de las disposiciones prohibitivas de esta ley y demás faltas en que se incurra durante el servicio.

(9) Magistrados, Jueces (Poder judicial)

(a) El artículo 59 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial establece las sanciones aplicables a los empleados y funcionarios judiciales que cometieren alguna de las faltas establecidas en dicha ley.

(10) Ministros de Gobierno 

(a) El artículo 74 de la Ley de Servicio Civil estipula las sanciones a aplicar para garantizar la buena disciplina de los servidores públicos, por las violaciones de las disposiciones prohibitivas de esta ley y demás faltas en que se incurra durante el servicio.

(11) Consejos Municipales

(a) Aplica a los Consejos Municipales la Responsabilidad Solidaria establecida en el artículo 13 de la Ley de Probidad.

(b) Artículo 33 del Código Municipal.  Corresponde con exclusividad al Concejo Municipal el ejercicio del gobierno del municipio, velar por la integridad de su patrimonio, garantizar sus intereses con base en los valores, cultura y necesidades planteadas por los vecinos, conforme a la disponibilidad de recursos.

(12) Superintendente de Bancos

(a) Artículo 11 de la Ley de Supervisión Financiera.  El Superintendente de Bancos será removido por el Presidente de la República al haber sido condenado en sentencia firme en juicio penal por delitos que impliquen falta de probidad.

(13) Parlamentarios/congresistas/senadores/diputados

(a) El artículo 31 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo establece las medidas disciplinarias aplicables a los trabajadores del Organismo Legislativo por violaciones a la ley de demás faltas.  

(14) Particulares que ejercen función pública

(a) El artículo 74 de la Ley de Servicio Civil estipula las sanciones a aplicar para garantizar la buena disciplina de los servidores públicos, por las violaciones de las disposiciones prohibitivas de esta ley y demás faltas en que se incurra durante el servicio.

(15) Poder Ejecutivo 

(a) El artículo 74 de la Ley de Servicio Civil estipula las sanciones a aplicar para garantizar la buena disciplina de los servidores públicos, por las violaciones de las disposiciones prohibitivas de esta ley y demás faltas en que se incurra durante el servicio.

(16) Presidente, Vicepresidente 

(a) El artículo 74 de la Ley de Servicio Civil estipula las sanciones a aplicar para garantizar la buena disciplina de los servidores públicos, por las violaciones de las disposiciones prohibitivas de esta ley y demás faltas en que se incurra durante el servicio.

(17) Procuraduría General de la Nación
(a) El artículo 55 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Nación establece que El Procurador General de la Nación, funcionarios de la Procuraduría General de la Nación, y empleados subalternos son responsables conforme a la ley por los delitos, faltas y omisiones en que incurran durante el ejercicio de sus cargos.

(18) Tribunal Electoral 
(a) Artículo 251 de la Ley de Electoral y de Partidos Políticos.  Comete delito electoral quien por dolo o por culpa, realice actos u omisiones contra el proceso electoral para impedirlo, suspenderlo, falsearlo y alterar sus resultados.

d) Normas generales 

(1) Artículo 8 de la Ley de Probidad.  La responsabilidad del funcionario o empleado público es administrativa cuando la acción u omisión contraviene el ordenamiento jurídico administrativo y las normas que regulan la conducta del funcionario público, asimismo cuando se incurra en negligencia, imprudencia o impericia o bien incumpliendo leyes, reglamentos, contratos y demás disposiciones legales a la institución estatal ante la cual están obligados a prestar sus servicios.

(2) Artículo 9 de la Ley de Probidad.  General responsabilidad civil la acción u omisión que con intención o por negligencia, imprudencia, impericia o abuso de poder, se cometa en perjuicio y daño del patrimonio público, independientemente de la responsabilidad penal que se genere.  Los daños y perjuicios provenientes de la responsabilidad civil se harán efectivos con arreglo al Código Civil, y demás disposiciones legales vigentes sobre la materia.

(3) Artículo 10 de la Ley de Probidad.  Genera Responsabilidad Penal la decisión, resolución, acción u omisión realizada por funcionarios y empleados públicos, y que, de conformidad con la ley penal vigente, constituyan delitos o faltas.  

(4) Artículo 13 de la Ley de Probidad.  Los miembros de juntas directivas o de cuerpos colegiados y comités, asociaciones, fundaciones, patronatos y demás organizaciones no gubernamentales encargadas de la administración y manejo del patrimonio público, incurren solidariamente en responsabilidad administrativa cuando concurren con sus votos a la aprobación del registro de operaciones o de pagos ilegales de fondos y uso indebido de bienes, valores, enseres o productos.

(5)  Artículos del 246 al 248 del Código Procesal Civil y Mercantil (Juicio Sumario por Responsabilidad civil de funcionarios y empleados públicos), trata el proceso sumario llevado por responsabilidad civil de los funcionarios y empleados públicos, y procede en los casos en que la ley lo establece expresamente; se deducirá ante el juez de Primera Instancia por la parte perjudicada o sus sucesores.
e) Programas de educación, capacitación 

(1) Escuela de Estudios Judiciales (Artículo 12 de la Ley de la Carrera Judicial);

(2) Instituto de Administración Pública de Guatemala (INAP)

(3) Capacitación impartida en la Fiscalía de la Corrupción
(4) El artículo 13 de las Normas de Ética del Organismo Judicial establece que los funcionarios judiciales se comprometerán con la modernización y fortalecimiento institucional de sus despachos y del sistema de justicia.

f) Régimen de impedimentos, inhabilidades y prohibiciones 

(1) No se pudo identificar régimen de mecanismo especial para los impedimentos, inhabilidades y prohibiciones en general de los funcionarios y servidores públicos.  Existiendo identificación de los mismos en el cuerpo normativo de cada institución del Estado.  

(2) Sin embargo,  en términos generales las prohibiciones de los servidores públicos, contemplados en las Normas Éticas del Organismo Ejecutivo, son obligatorias (Artículo2)

g) Regímenes especiales 

(1) El artículo 17 de las Normas Éticas del Organismo Judicial indica que cuando el administrador de justicia, o cualquier otro empleado, tenga conocimiento de un acto impropio o deshonroso de un colega o abogado, deberá promover los procedimientos que correspondan. 

(2) De conformidad con la Ley de la Carrera Judicial, la calidad de Juez se pierde entre otros casos, al existir una sanción administrativa de destitución, o una sentencia penal condenatoria en firme (Artículo 30).

h) Reglamentos Internos 

Las relaciones de las instituciones del Estado con sus Funcionarios y Empleados, se regula adicionalmente al ambito administrativo, a través de Pactos Colectivos de Condiciones de Trabajo, suscritos con los sindicatos de cada dependencia.  Y ellos hacen las veces de los equivalentes a los Reglamentos Internos de Trabajo de las empresas privadas.  Son producto de una negociación colectiva, y no definidos unilateralmente por la autoridad.  En ellos se pueden establecer instancias disciplinarias como un mecanismo de aplicación de las normas de conducta, tales como comisiones paritarias y mixtas, de carácter disciplinario.  

1) Reglamento de la Ley de Servicio Civil
2) Reglamento General de la Ley de la Carrera Judicial. 

i) Regalos, obsequios, favores, invitaciones 

(1) Artículo 439 del Código Penal (Cohecho pasivo).  El funcionario o empleado público que solicitare o recibiere, por sí o por persona intermedia, dádiva o presente, o aceptare ofrecimiento o promesa por realizar un acto relativo al ejercicio de su cargo o empleo, o por abstenerse de un acto que debiera practicar, será sancionado con prisión de dos a ocho años y multa de diez mil a cincuenta mil quetzales.

(2) Artículo 442 del Código Penal (Cohecho activo).  Quienes, con dádivas, presentes, ofrecimientos o promesas intentaren cohechar o cohechacen a los funcionarios o empleados públicos, serán sancionados con las mismas penas que correspondieren a los sobornados.  (2.A) El Código Penal en el artículo 443, tipifica el delito de aceptación ilícita de regalos.  

(3) Artículo 9 de las Normas de Ética del Organismo Ejecutivo inciso E).  El funcionario y empleado público deberá abstenerse de solicitar, aceptar o recibir, por si o por persona intermedia, dádiva, favor, presente, ventaja o cualquier recompensa, compensación o retribución, en dinero o en especie, o aceptar ofrecimiento o promesa para realizar u omitir un acto relativo al ejercicio de su cargo o empleo.

(4) Artículo 58 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial en su inciso a) considera como una falta gravísima a. solicitar o aceptar favores, préstamos, regalías o dádivas a las partes, a sus abogados o a sus procuradores.

(5) El artículo 25 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo en su inciso k)  prohíbe pedir o recibir dádivas de cualquier persona para hacer o dejar de hacer los servicios inherentes al cargo.

(6) El artículo 18 de las Normas Éticas del Organismo Judicial en su inciso e) indica que es un deber básico de los funcionarios del Organismo Judicial abstenerse de aceptar o recibir, por si o por interpósita persona, dádiva, presente, ofrecimiento o promesa, por realizar un acto relativo a su cargo o abstenerse de un acto que debiera practicar. Tampoco, en el desempeño de su cargo, deberá aceptar donación, empleo, cargo o comisión para sí, su cónyuge o parientes legales, que procedan de cualquier persona física o jurídica cuyas actividades profesionales, comerciales o industriales se encuentren directamente vinculadas, sujetas a juicio, reguladas o supervisadas pro el funcionario o empleado.

(7)  La literal c) del artículo 18 de la Ley de Probidad, contempla entre las prohibiciones a los empleados y funcionarios públicos, Solicitar o aceptar directamente o por interpósita persona, dádivas, regalos, pago, honorarios o cualquier otro tipo de emolumentos adicionales a los que normalmente percibe por el desempeño de sus labores.

(8) El artículo 58 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial califica la solicitud de favores o dadivas, una falta gravísima, penada con suspensión de hasta 45 días sin goce de salario o sustitución (Artículo 59 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial). 

(9) De conformidad con el artículo 41 de la Ley de la Superintendencia de Administración Tributaria, en el numeral C, se prohibe solicitar o aceptar, directa o indirectamente, de los contribuyentes, responsables tributarios o de los usuarios de los servicios aduaneros, dádivas u obsequios de cualquier naturaleza con motivo del ejercicio de sus funciones. Esta prohibición se extiende a los padres, cónyuges e hijos de los mismos.

(10) De conformidad con el artículo 66 de la Ley de Servicio Civil, se prohibe a los funcionarios públicos, solicitar o recibir dádivas, regalos o recompensas de sus subalternos o de los particulares y solicitar, dar o recibir dádivas de sus superiores o de los particulares, con el objeto de ejecutar, abstenerse de ejecutar o ejecutar con mayor esmero o retardo cualquier acto inherente o relacionado con sus funciones

j) Sanciones, Infracciones 

(1) En general 

(a) Artículos 7 y 9 de la Ley Contra la Defraudación y el Contrabando Aduanero.  Los actos constitutivos de defraudación o contrabando en el ramo aduanero, serán sancionados de la siguiente manera: i) Los autores, con prisión de tres a seis años. ii)
Los cómplices, con prisión de dos a cuatro años. iii) Los encubridores, con prisión de uno a dos años.  Cuando los encubridores o cómplices sean funcionarios, cualquier servidor público o Agente Aduanero, se les aplicará la pena correspondiente a los autores.  En todos los casos de esta Ley la pena de prisión, además de las indicadas como accesorias para ellas en el Código Penal, lleva consigo y con igual carácter la de inhabilitación absoluta si se tratare de funcionarios o empleado público o la inhabilitación especial si se tratare de otra clase de infractores; en ambos casos estas penas se aplicarán, durante el cumplimiento de la prisión y cumplida ella por un año más.

(b) Artículos 88, y 112 de la Ley Electoral y de Partidos Políticos.  El Tribunal Supremo Electoral o el Director General del Registro de Ciudadanos, podrán imponerles a los partidos políticos, por infracción a las normas legales que rigen su constitución y funcionamiento amonestaciones, multas, suspensión temporal, y cancelación.  A los Comités Cívicos se les podrá sancionar con multas.  Quien cometiere delito electoral será sancionado con prisión de uno a tres años; pero si en el hecho concurre además delito específicamente previsto en el Código Penal o en alguna ley especial, se hará aplicación de las disposiciones relativas a Concurso de Delitos.  Constituyen faltas electorales las contravenciones a esta ley que no se tipifiquen como delito.

(c) Artículos 468 y 469 del Código Penal (Denegación y Retardo de Justicia).  El juez que no diere curso a una solicitud presentada legalmente o que retardare, maliciosamente, la administración de justicia, será sancionado con multa de cien a dos mil quetzales e inhabilitación especial de uno a dos años.  El juez, el representante del Ministerio Público o el funcionario, autoridad o agente de esta que, faltando a la obligación de su cargo, dejare maliciosamente de promover la persecución y procesamiento de los delincuentes será sancionado con multa de cien a dos mil quetzales e inhabilitación especial de uno a dos años.  Con las mismas penas será sancionado el juez que se negare a juzgar, pretextando oscuridad, insuficiencia o silencio de la ley.

(d)  Artículos 445 al 448 del Código Penal (Peculado y Malversación).  El funcionario o empleado público que sustrajere o consintiere que otro sustraiga dinero o efectos públicos que tenga a su cargo por razón de sus funciones, será sancionado con prisión de tres a diez años y multa de quinientos a cinco mil quetzales.

Igual sanción se aplicará al funcionario o empleado público que utilizare, en provecho propio, trabajo o servicios pagados con fondos públicos. -  El funcionario o empleado público que, por negligencia o falta de celo, diere ocasión a que se realizare, por otra persona, la sustracción de dinero o efectos públicos de que trata el artículo precedente, será sancionado con multa de cien a un mil quetzales. -  El funcionario o empleado público que diere a los caudales o efectos que administrare una aplicación diferente de aquella a que estuviere destinados, será sancionado con multa de cien a un mil quetzales.  La sanción señalada se aumentará al doble o a consecuencia de la malversación resultare daño o entorpecimiento del servicio a que los caudales o efectos tos estuvieren consignados. -  El funcionario a empleado público que, teniendo fondos expeditos, demorare injustificadamente un pago ordinario u ordenado por autoridad competente, será sancionado con multa de cien a un mil quetzales.  Igual sanción se impondrá al funcionario o empleado público que, legalmente requerido, rehusare hacer entrega de dinero o efectos depositados o puestos bajo su custodia o administración.

(e)  Artículos 422 al 438 del Código Penal (Delitos Cometidos por Funcionarios Públicos).  “Revelación de secretos”:  El funcionario o empleado público que revelare o facilitare la revelación de hechos, actuaciones o documentos de los que tenga conocimiento por razón del cargo y que por disposición de la ley deben permanecer en secreto, será sancionado con multa de doscientos a dos mil quetzales. – “Resoluciones violatorias a la constitución”:  El funcionario o empleado público que dictare resoluciones u órdenes contrarias a disposiciones expresas de la Constitución de la República o a sabiendas, ejecutare las órdenes o resoluciones de esta naturaleza dictadas por otra funcionario, o no ejecutare las leyes cuyo cumplimiento le incumbiere, será sancionado con prisión de uno a dos años y multa de doscientos a dos mil quetzales.  - “Detención irregular”:   El funcionario o encargado de un establecimiento de reclusión, que admita el ingreso de alguien sin orden legal de autoridad competente, no ponga al detenido a disposición del juez o autoridad respectiva o no de debido e inmediato cumplimiento a una orden de libertad legalmente expedida, será sancionado con prisión de uno a cinco años.  En la misma pena incurrirá el funcionario o empleado público que ocultare, ordenare o ejecutare el ocultamiento de un detenido.  - “Abuso contra particulares”:  El funcionario o empleado público que ordenare apremios indebidos, torturas, castigos infamantes, vejaciones o medidas que la ley no autoriza, contra preso o detenido, será sancionado con prisión de dos cinco años e inhabilitación absoluta. Igual sanción se aplicará a quienes ejecutaren tales órdenes. – “Anticipación de funciones públicas”:  Quien entrare a desempeñar un cargo o empleo público sin haber cumplido las formalidades que la ley exija, será sancionado con multa de doscientos a un mil quetzales.  Igual sanción se impondrá al funcionario que admitiere a un subalterno en el desempeño del cargo o empleo, sin que haya cumplido las formalidades legales. 

-  “Prolongación de funciones públicas”:  Quien continuare ejerciendo empleo, cargo o comisión después que debiere cesar conforme a la ley o reglamento respectivo, será sancionado con multa de doscientos a un mil quetzales e inhabilitación especial de uno a dos años. – “Restitución de emolumentos”:  El funcionario o empleado responsable de cualquiera de los delitos previstos en los dos artículos que anteceden, que hubiere percibido derechos o emolumentos por razón de su cargo o empleo antes de poder desempeñarlo o después de haber debido cesar, quedará obligado a restituirlos, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción señalada. – “Abandono de cargo”:  El funcionario o empleado público que, con daño del servicio, abandonare su cargo sin haber cesado legalmente en su desempeño, será sancionado con multa de cien a un mil quetzales. – “Abandono colectivo de funciones, cargos o empleos”:  Los funcionarios, empleados públicos, empleados o dependientes de empresa de servicio público, que abandonaren, colectivamente su cargo, trabajo o servicio, serán sancionados con prisión de seis meses a dos años.  Si el abandono produjere daño a la causa pública o se tratare de jefes, promotores u organizadores del abandono colectivo, se impondrá a los responsables el doble de la indicada pena. – “Infracción de privilegio”:  El funcionario o empleado público que detenga o procese a un funcionario que goce de antejuicio u otras prerrogativas, sin guardar las formalidades establecidas por la ley, será sancionado con multa de cincuenta a quinientos quetzales. – “Nombramientos ilegales”:  El funcionario o empleado público que, a sabiendas, propusiere o nombrare para cargo o empleo público a persona en quien no concurran los requisitos que la ley exija, será sancionado con multa de cien a quinientos quetzales.  “Usurpación de atribuciones”:  El funcionario o empleado público que, a sabiendas, se arrogare facultades que no correspondieren a su cargo, o se arrogare atribuciones que no le competan, será sancionado con prisión de seis meses a dos años y multa doscientos a dos. mil quetzales. – “Violación sellos”:  El funcionario o empleado público que ordenare abrir, abriere o consintiere que otro abra papeles o documentos cerrados cuya custodia le estuviere confiada, será sancionado con multa de doscientos a dos mil quetzales. – “Falsedad de despachos telegráficos, radiográficos o cablegráficos”:  El funcionario o empleado del servicio de telégrafos que supusiere o falsificare un despacho telegráfico, será sancionado con prisión de uno a tres años.  Igual sanción se aplicará a los funcionarios o empleados de los servicios de radiogramas o cablegramas, que supusieren o falsificaren despachos correspondientes a sus respectivos servicios.  Quien hiciere uso del despacho falso con intención de lucro o ánimo de causar perjuicio a otro, será sancionado como si fuere el falsificador. – “Allanamiento ilegal”:  El funcionario o empleado público que allanare un domicilio sin las formalidades prescritas por la ley o fuera de los casos que la misma determina, será sancionado con prisión de uno a cuatro años. – “Responsabilidad del funcionario”:  El funcionario o ministro de culto, debidamente autorizado, que autorizare un matrimonio a sabiendas de la existencia de un impedimento que cause su nulidad absoluta, será sancionado con prisión de dos a seis años e inhabilitación especial por el término que el tribunal fije, el que no podrá exceder de seis años.  Si el funcionario o ministro de culto hubiese obrado culposamente será sancionado solamente con multa de doscientos quetzales. – “Consumo ilícito de bebidas alcohólicas o fermentadas”: Los miembros de las policías que operan en el país, que ingieran bebidas alcohólicas o fermentadas cuando vistan uniforme, porten insignias exteriores o distintivos propios de la institución a que pertenezcan, o porten las armas de su equipo, serán sancionados con prisión de uno a tres años e inhabilitación absoluta conforme a lo dispuesto en los incisos 2 y 3 del artículo 56 del Código Penal."

(2) A la ética judicial 

(a) El artículo 2 de las Normas Éticas del Organismo Judicial establece que Las normas contenidas en este acuerdo son de cumplimiento obligatorio para todo el personal del Organismo Judicial en lo que les fuere aplicable. Los órganos establecidos en la Ley de la Carrera Judicial y Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial deben, dentro de su respectiva competencia, velar por el estricto cumplimiento de las mismas y en su caso aplicar las sanciones pertinentes a los infractores de conformidad con dichas leyes.

B. Normas de conducta y mecanismos para asegurar la preservación y el uso de los recursos asignados a los funcionarios públicos

1. Administración Fiscal y financiera

(1) Las leyes fiscales contemplan la posbilidad de que personas particulares o funcionarios, actúen accidental o permanentemente como agentes retenedores o de percepción de tributos.   El código Tributario en su artículo 28 regula lo referente a los Agentes de retención o de percepción.  Estos agentes son responsables al intervenir en actos, contratos u operaciones en los cuales deban efectuar la retención o percepción del tributo correspondiente, de declarar y remitir dichos fondos ante la Administración Tributaria.  La falta de cumplimiento de la obligación de enterar en las cajas fiscales, las sumas que debió retener o percibir no exime al agente de la obligación de enterar en las cajas fiscales, las sumas que debió retener o percibir, por las cuales responderá solidariamente con el contribuyente. La omisión de enterar tributos a la Administración tributaria, puede calificar un delito de apropiación y retención indebida o una apropiación indebida de tributos.  

(2) La Administración Tributaria, en base al artículo 30 del Código Tributario, podrá requerir de cualquier entidad o persona información referente a actos, contratos u otros hechos o relaciones mercantiles con terceros, generadores de tributos.

(3) Según el artículo 96 del Código Tributario, el funcionario público que incumpliere con sus deberes, o abusando de su cargo o función, ordene o cometa cualquier acto arbitrario o ilegal, en perjuicio del fisco, será sancionado por la Administración Tributaria conforme a lo dispuesto en la Ley de Servicio Civil y la Ley de Probidad.

(4)  El artículo 4 de la Ley Orgánica del Presupuesto indica que Todo servidor público que maneje fondos o valores del Estado, así como los que realicen funciones de Dirección Superior o Gerenciales, deben rendir cuentas de su gestión, por lo menos una vez al año, ante su jefe inmediato superior, por el cumplimiento de los objetivos a que se destinaron los recursos públicos que le fueron confiados, y por la forma y resultados de su aplicación.

(5) Con el propósito de llevar un control del presupuesto del Estado el artículo 17 de la Ley Orgánica del Presupuesto establece que el  control de los presupuestos del sector público corresponde al Organismo Ejecutivo a través del Ministerio de Finanzas Públicas, con excepción de las Municipalidades y la Universidad de San Carlos de Guatemala. La fiscalización de los presupuestos del sector público sin excepción, será ejercida por la Contraloría General de Cuentas o por la Superintendencia de Bancos, según sea el caso.

(6) El artículo 20 de la Ley Orgánica del Presupuesto indica que el Organismo Ejecutivo, a través de sus dependencias especializadas, practicará una evaluación anual del cumplimiento de los planes y políticas nacionales y del desarrollo general del país. En función de los resultados de esta evaluación dictará las políticas presupuestarias y los lineamientos generales. Sobre estas bases las entidades prepararán sus propuestas de prioridades presupuestarias en general, y de planes y programas de inversión pública, en particular, para la formulación del proyecto de presupuesto general de ingresos y egresos del Estado.

(7) Con el propósito de encontrarse informados del manejo del presupuesto asignado a las entidades Descentralizadas del Estado se exige que éstas deben remitir al Ministerio de Finanzas Públicas y a la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia de la República, con las características, plazos y contenido que determine el reglamento, los informes de la gestión física y financiera de su presupuesto.  Este mismo principio aplica a las Municipalidades, las cuales en base al artículo 47 de la Ley Orgánica del Presupuesto, para fines de consolidación de cuentas e información que debe efectuar el Organismo Ejecutivo, éstas remitirán, al Ministerio de Finanzas Públicas, al Congreso de la República y a la Contraloría General de Cuentas, sus presupuestos de ingresos y egresos aprobados. Asimismo, la información de la ejecución física y financiera de su gestión presupuestaria, en la oportunidad y con el contenido que señale el reglamento. En cuanto a la inversión pública, se informará, además, a la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia de la República.

(8) En base al artículo 59 de la Ley Orgánica del Presupuesto El Banco de Guatemala y cualquier otra entidad pública o privada que actúe como agente financiero del Gobierno de la República, rendirá informes diariamente ante el Ministerio de Finanzas Públicas sobre el movimiento y disponibilidad de las cuentas a su cargo incluyendo los fondos de garantía.  Las instituciones que actúen como fiduciarias en los fideicomisos que constituyan las entidades del Estado, rendirán informes mensuales a dicho Ministerio.

(9) Con respecto al crédito público el artículo 70 de la Ley Orgánica del Presupuesto ordena que las operaciones de crédito público realizadas en contravención a las normas dispuestas en la presente Ley son nulas y sin efecto, sin perjuicio de la responsabilidad personal que pueda recaer en quienes las realicen.

2. Auditoria

(1) Corresponde a la Contraloría General de Cuentas la función fiscalizadora en forma externa de los activos y pasivos, derechos, ingresos y egresos y, en general, todo interés hacendario de los Organismos del Estado, entidades autónomas y descentralizadas, las municipalidades y sus empresas, y demás instituciones que conforman el sector público no financiero; de toda persona, entidad o institución que reciba fondos del Estado o haga colectas públicas; de empresas no financieras en cuyo capital participe el Estado, bajo cualquier denominación así como las empresas en que éstas tengan participación.  También están sujetos a su fiscalización los contratistas de obras públicas y cualquier persona nacional o extranjera que, por delegación del Estado, reciba, invierta o administre fondos públicos, en lo que se refiere al manejo de estos.  La Contraloría General de Cuentas deberá velar también por la probidad, transparencia y honestidad en la administración pública, así como también por la calidad del gasto público (artículo 2 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas).

(2) En base al artículo 4, inciso e)  de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas, esta tiene la atribución de auditar, emitir dictamen y rendir informe de los estados financieros, ejecución y liquidación del Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado, y los de las entidades autónomas y descentralizadas, enviando los informes correspondientes al Congreso de la República, dentro del plazo constitucional.

(3) Para llevar el control gubernamental, en base al artículo 6 de la Ley Orgánica de la Contraloría General Cuentas, ésta normará lo relativo a las actividades técnicas que ejercerán las unidades de auditoria interna de los organismos, instituciones y entidades del Estado. Además, para ejercer el control externo posterior o concurrente, diseñará e implementará un sistema de auditoria gubernamental que, con un enfoque de auditoria integral, examine y evalúe las actividades administrativas financieras y de gestión de los organismos, entidades y personas a que se refiere el artículo 2 de la presente Ley, cuyos alcances, normas y procedimientos se establecerán en el reglamento de esta Ley.

(4) Con el propósito de llevar a cabo las auditorias de las personas e instituciones a que se refiere el artículo 2 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas, se crea la figura del Auditor General, responsable de la supervisión, revisión, desarrollo y ejecución del trabajo de auditoria; según el artículo 27 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas.

3. Contratación Pública 

(1) Con el propósito de regular el manejo de fondos en la compra, venta y la contratación de bienes, suministros, obras y servicios que requieran los organismos del Estado, sus entidades descentralizadas y autónomas, unidades ejecutoras, las municipalidades y las empresas públicas estatales o municipales, se creo la Ley de Contrataciones del Estado, la cual establece de que manera debe de llevarse a cabo los procesos de licitación, cotización y sus excepciones (Artículo 1 de la Ley de Contrataciones del Estado).

(2) Para que los contratos provenientes de procesos de Cotización y Licitación sean aprobados, deben ser previamente homologados por la autoridad superior a aquella que solicito la obtención del bien o servicio, según lo establece el artículo 48 de la Ley de Contrataciones del Estado.

(3) Con el propósito de garantizar los fondos del Estado se establecen distintas garantías en la Ley de Contrataciones del Estado, siendo estas:  a)  Garantía de sostenimiento de oferta: La firmeza de la oferta se caucionará con depósito en efectivo o mediante fianza, por un porcentaje no menor del uno por ciento (1%) ni mayor del cinco por ciento (5%) del valor del contrato. Cubrirá el período comprendido desde la recepción y apertura de plicas, hasta la aprobación de la adjudicación y, en todo caso, tendrá una vigencia de ciento veinte (120) días. Sin embargo, con el adjudicatario puede convenirse su prórroga (ver: artículo 64 Ley de Contrataciones del Estado); b)  Garantía de de cumplimiento: Para garantizar el cumplimiento de todas las obligaciones estipuladas en el contrato, el contratista deberá prestar fianza, depósito en efectivo o constituir hipoteca en los porcentajes y condiciones que señale el reglamento. Para el caso de obras, además esta garantía cubrirá las fallas o desperfectos que aparecieren durante la ejecución del contrato, antes de que se constituya la garantía de conservación (ver artículo 65 de la Ley de Contrataciones del Estado); c)  Garantía de Anticipo: previo a recibir cualquier suma por concepto de anticipo, el contratista constituirá garantía mediante fianza o hipoteca por el monto de un cien por ciento (100%) del mismo. La garantía podrá reducirse en la medida que se amortice el valor del anticipo cubriendo siempre el máximo del saldo deudor y estará vigente hasta su total amortización. El reglamento establecerá el procedimiento de reducción y lo concerniente en los casos de rescisión, resolución y terminación de contrato (ver artículo 66 de la Ley de Contrataciones del Estado); y d) Garantía de conservación de obra o de calidad o de funcionamiento: el contratista responderá por la conservación de la obra, mediante depósito en efectivo, fianza, hipoteca o prenda, a su elección, que cubra el valor de las reparaciones de las tallas o desperfectos que le sean imputables y que aparecieren durante el tiempo de responsabilidad de dieciocho (18) meses contados a partir de la fecha de recepción de la obra. Tratándose de bienes y suministros, deberá otorgarse garantía de calidad y/o funcionamiento, cuando proceda. La garantía de conservación de obra, o de calidad y/o funcionamiento, deberá otorgarse por el equivalente al quince por ciento (15%) del valor original del contrato, como requisito previo para la recepción de la obra, bien o suministro (ver artículo 67 de la Ley de Contrataciones del Estado). 

4. Control fiscal y presupuestario 

(1) La Superintendencia de Administración Tributaria fue creada como una entidad estatal descentralizada, que tiene competencia y jurisdicción en todo el territorio nacional para el cumplimiento de sus objetivos, tendrá las atribuciones y funciones que le asigna la presente ley  (Artículo 1 de la Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria).  Dentro de sus funciones esta ejercer la administración del régimen tributario, aplicar la legislación tributaria, la recaudación, control y fiscalización de todos los tributos internos y todos los tributos que gravan el comercio exterior, que debe percibir el Estado, con excepción de los que por ley administran y recaudan las Municipalidades.

(2) El Ministerio de Finanzas Públicas debe de Proponer al Organismo Ejecutivo la política presupuestaria y las normas para su ejecución dirigiendo, coordinando y consolidando la formulación del proyecto de presupuesto general de ingresos y egresos del Estado en lo que corresponde al Gobierno Central y entidades descentralizadas y autónomas para su presentación al Congreso de la República (Artículo 35 de la Ley del Organismo Ejecutivo).
La Dirección Técnica del Presupuesto, adscrito al Ministerio de Finanzas Públicas, es el ente rector del sistema presupuestario.  

5. Control social 

(1) Los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural se instituyen para organizar y coordinar la administración pública mediante la formulación de las políticas de desarrollo urbano y rural, así como la de ordenamiento territorial, y promover la organización y participación de la población en el desarrollo integral del país, conformando un Sistema Nacional de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural (Artículo 1 Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural).  Dentro de sus funciones principales se encuentran las de:  a)  Evaluar periódicamente la ejecución de los planes y programas nacionales de desarrollo y proponer medidas correctivas para el logro de sus objetivos y metas; y b)  Velar porque se realice la organización y coordinación de la Administración Pública para el cumplimiento de los planes y programas nacionales de desarrollo.  

(2) El artículo 19 de la Ley de Descentralización establece que las comunidades organizadas conforme a la ley, tendrán facultad para realizar la auditoria social de los programas de descentralización que se ejecuten en sus respectivas localidades y en los que tengan participación directa, ya sea en el ámbito municipal, departamental, regional o nacional. En caso necesario, solicitarán a la Controlaría General de Cuentas la práctica de la auditoria que corresponda, cuyos resultados deberán serle informados dentro del plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que ésta concluya.

6. Inventarios 
De conformidad con el Artículo 53 del Código Municipal, corresponde a los Alcaldes y Sindicos, entre otros, inventariar los bienes municipales, y remitir el inventario correspondiente a la Contraloría General de Cuentas; y asimismo inventariar los bienes municipales al tomar posesión de sus cargos y dejarlos.
7. Mecanismos 

(1) Auditorias

El artículo 3 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas, establece para la misma, el objetivo de promover el intercambio de información, a través de los informes y recomendaciones de auditoría, para la actualización, modernización y mantenimiento de los sistemas, en especial del integrado de administración financiera, así como de los procedimientos operativos y de control; y asimismo el promover la modernización de la auditoría interna y externa gubernamentales, para garantizar un mejor servicio a las instituciones públicas, con el fin de mantener actualizados los procesos y sistemas operativos y de control;  

El artículo 4 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas, establece que la misma debe efectuar el examen de operaciones y transacciones financieras-administrativas a través de la práctica de auditorías con enfoque integral a los organismos, instituciones, entidades y demás personas a que se refiere el artículo 2 de esa Ley, emitiendo el informe obre lo examinado de acuerdo con las normas de auditoría generalmente aceptadas y de auditoría gubernamental vigentes.

De conformidad con el artículo 88 del Código Municipal, las corporaciones municipales deben contratar un auditor interno, quien, además de velar por la correcta ejecución presupuestaria, deberá implantar un sistema eficiente y ágil de seguimiento y ejecución presupuestaria, siendo responsable de sus actuaciones ante el Concejo Municipal.   De conformidad con el artículo 137 del Código Municipal entre los medios de fiscalización, se encuentran las auditorías de ejecución presupuestaria y administrativas. 

(2) Inventarios

De conformidad con el Artículo 53 del Código Municipal, corresponde a los Alcaldes y Sindicos, entre otros, inventariar los bienes municipales, y remitir el inventario correspondiente a la Contraloría General de Cuentas; y asimismo inventariar los bienes municipales al tomar posesión de sus cargos y dejarlos.
(3) Avalúos

De conformidad con la Ley de Contrataciones del Estado, la enajenación de bienes del Estado, debe hacerse al valor de avalúo practicado por el Ministerio de Finanzas Públicas (Artículo 90)

(4) Declaraciones Patrimoniales

Los funcionarios públicos deberán presentar bajo juramento ante la Contraloría General de Cuentas de la Nación, la declaración patrimonial, la cual consiste en declarar los bienes, derechos y obligaciones, como requisito del cargo o empleo (artículo 20 de la Ley de Probidad).

La Contraloría General de Cuentas debe Verificar la veracidad de la información contenida en las declaraciones de probidad presentadas por los funcionarios y empleados públicos, de conformidad con la ley de la materia (artículo 4 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas).
Además del cumplimiento de las obligaciones que estipula la Ley de Probidad y de Responsabilidad de Funcionarios y Empleados Públicos, todo el personal de la SAT, deberá presentar, previo a la toma de posesión y también anualmente, ante el Directorio de la SAT una declaración jurada patrimonial comparativa, consignando el origen de los cambios de su patrimonio; de acuerdo con las normas que se establezcan en el régimen laboral específico de la SAT.

Todos los funcionarios y empleados de la SAT también estarán obligados a presentar, previo a la toma de posesión y también anualmente, ante el Directorio, una declaración jurada patrimonial comparativa de su cónyuge e hijos menores consignando el origen de los cambios de su patrimonio.  La SAT tendrá la facultad para verificar lo consignado en las declaraciones juradas patrimoniales comparativas presentadas por su personal y está obligada a verificar las de todos los funcionarios y selectivamente las del resto del personal.  La verificación de los cambios patrimoniales y el origen de los mismos, será obligatoria en todos los casos de denuncia o sospecha de enriquecimiento ilícito y otros delitos relacionados (Artículo 42 de la Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria).
(5) Creación de Órganos Estatales encargado de supervisar las contrataciones de las distintas entidades descentralizadas del Estado.

(6) Rendición de Cuentas: Todo servidor público que maneje fondos o valores del Estado, así como los que realicen funciones de Dirección Superior o Gerenciales, deben rendir cuentas de su gestión, por lo menos una vez al año, ante su jefe inmediato superior, por el cumplimiento de los objetivos a que se destinaron los recursos públicos que le fueron confiados, y por la forma y resultados de su aplicación (artículo 4 de la Ley Orgánica del Presupuesto).
8. Normas generales 

(1) Ley de Probidad
(2) Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas
(3) Ley Orgánica del Presupuesto
(4) Ley del Organismo Ejecutivo
(5) Código Tributario
(6) Ley de Contrataciones del Estado
(7) Ley de los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural
(8) Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria
9. Normas aplicables a funcionarios de determinada categoría 
a) Contraloría General 

(1) Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas
b) Presidente, Vicepresidente

(1) Artículos del 182 al 192 de la Constitución Política de la República.
c) Procuraduría General de la Nación

(1) Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Nación
d) Ministerio Público

(1) Ley Orgánica del Ministerio Público
e) Otros 

(1) Superintendente de Bancos (Ley de Supervisión Financiera).

(2) Superintendencia de Administración Tributaria (Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria).

(3) Municipalidades (Código Municipal)

f) Tribunal de Cuentas (Ley del Tribunal de Cuentas)
g) Auditores Gubernamentales (Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas)

10. Órganos Estatales con competencias en la materia 

a) Contraloría General 
b) Procuraduría de los Derechos Humanos

c) Ministerio Público 

d) Ministerio de Finanzas Públicas
e) Procuraduría General de la Nación

11. Pérdida, daño de recursos públicos, utilización indebida de recursos públicos 

(1) Atentado contra medios de transporte (artículo 292 Código Penal):  Quien pusiere en peligro otro medio de transporte público, lo impida o lo dificulte, será sancionado con prisión de uno a tres años.

(2) Atentado contra la seguridad de servicios de utilidad pública (artículo 294 Código Penal: Quien ponga en peligro la seguridad, o impida o dificulte el funcionamiento de servicios de agua, luz, energía eléctrica o cualquier otro destinado al público, será sancionado con prisión de uno a cinco años.

(3) Defraudación Tributaria (artículo 358 “A” del Código Penal):  Comete delito de defraudación tributaria quien, mediante simulación, ocultación, maniobra, ardid, o cualquier otra forma de engaño, induzca a error a la administración tributaria en la determinación o el pago de la obligación tributaria, de manera que produzca detrimento o menoscabo en la recaudación impositiva.  El responsable de este delito será sancionado con prisión de uno a seis años, que graduará el Juez con relación a la gravedad del caso, y multa equivalente al impuesto omitido.  Si el delito fuere cometido por persona extranjera se le impondrá, además de las penas a que se hubiere hecho acreedora, la pena de expulsión del territorio nacional, que se ejecutará inmediatamente que haya cumplido aquellas.

(4) Casos especiales de Defraudación Tributaria (Artículo 358 “B” del Código Penal):  Incurrirá en las sanciones señaladas en el artículo anterior: 1. Quien utilice mercancías, objetos o productos beneficiados por exenciones o franquicias, para fines distintos de los establecidos en la ley que conceda la exención o franquicia, sin haber cubierto los impuestos que serían aplicables a las mercancías, objetos o productos beneficiados; 2. Quien comercialice clandestinamente mercancías evadiendo el control fiscal o el pago de tributos.  Se entiende que actúa en forma clandestina quien teniendo o no establecimiento abierto al público ejerce actividades comerciales y no tenga patente de comercio; o teniéndola no lleve los libros de contabilidad que requieren el Código de Comercio y la Ley del Impuesto al Valor Agregado; 3. Quien falsifique, adultere o destruya sellos, marchamos, precintos, timbres u otros medios de control tributario; así como quien teniendo a su cargo dichos medios de control tributario, les dé un uso indebido o permita que otros lo hagan; 4. Quien destruya, altere u oculte las características de las mercancías, u omita la indicación de su destino o procedencia; 5. Quien hiciere en todo o en parte una factura o documento falso, que no está autorizado por la Administración Tributaria, con el ánimo de afectar la determinación o el pago de los tributos; 6. Quien lleve doble o múltiple contabilidad para afectar negativamente la determinación o el pago de tributos; 7. Quien falsifique en los formularios, recibos u otros medios para comprobar el pago de tributos, los sellos o las marcas de operaciones de las cajas receptoras de los bancos del sistema, de otros entes autorizados para recaudar tributos o de las cajas receptoras de la Administración Tributaria; 8. Quien altere o destruya los mecanismos de control fiscal, colocados en máquinas registradoras o timbradoras, los sellos fiscales y similares. Si este delito fuere cometido por empleados o representantes legales de una persona jurídica, buscando beneficio para ésta, además de las sanciones aplicables a los participantes del delito, se impondrá, a la persona jurídica, una multa equivalente al monto del impuesto omitido. Si se produce reincidencia, se sancionará a la persona jurídica con la cancelación definitiva de la patente de comercio; 9. El contribuyente del Impuesto al Valor Agregado que, en beneficio propio o de tercero, no declarare la totalidad o parte del impuesto que cargó a sus clientes en la venta de bienes o la prestación de servicios gravados, que le corresponde enterar a la Administración Tributaria después de haber restado el correspondiente crédito fiscal; 10.  El contribuyente que, para simular la adquisición de bienes o servicios, falsifica facturas, las obtiene de otro contribuyente, o supone la existencia de otro contribuyente que las extiende, para aparentar gastos que no hizo realmente, con el propósito de desvirtuar sus rentas obtenidas y evadir disminuir la tasa impositiva que le tocaría cubrir, o para incrementar fraudulentamente su crédito fiscal; y el contribuyente que las extiende.

(5) Apropiación Indebida de Tributos (artículo 358 “C” del Código Penal):  Comete el delito de apropiación indebida de tributos quien actuando en calidad de agente de percepción o de retención, en beneficio propio, de una empresa o de tercero, no entere a la Administración Tributaria la totalidad o parte de los impuestos percibidos o retenidos, después de transcurrido el plazo establecido por las leyes tributarias específicas para enterarlos.  Si el delito fuere cometido por directores, gerentes, administradores, funcionarios, empleados o representantes legales de una persona jurídica, en beneficio de ésta, además de la sanción aplicable a los responsables, se impondrá a la persona jurídica una multa equivalente al monto del impuesto no enterado, y se le apercibirá que en caso de reincidencia se ordenará la cancelación de la patente de comercio en forma definitiva.

(6) Malversación (artículo 447 del Código Penal):  El funcionario o empleado público que diere a los caudales o efectos que administrare una aplicación diferente de aquella a que estuviere destinados, será sancionado con multa de cien a un mil quetzales.  La sanción señalada se aumentará al doble o a consecuencia de la malversación resultare daño o entorpecimiento del servicio a que los caudales o efectos tos estuvieren consignados.

12. Rendición de cuentas

(1) El artículo 2 de la Ley General de Descentralización establece que se entiende por descentralización el proceso mediante el cual se transfiere desde el Organismo Ejecutivo a las municipalidades y demás instituciones del Estado, y a las comunidades organizadas legalmente, con participación de las municipalidades, el poder de decisión, la titularidad de la competencia, las funciones, los recursos de financiamiento para la aplicación de las políticas públicas nacionales, a través de la implementación de políticas municipales y locales en el marco de la más amplia participación de los ciudadanos, en la administración pública, priorización y ejecución de obras, organización y prestación de servicios públicos, así como el ejercicio del control social sobre la gestión gubernamental y el uso de los recursos del Estado.

13. Responsabilidad patrimonial y fiscal 

a) del Estado a los particulares 

(1) En el articulo treinta y nueve (39) de la Constitución Política de la República el Estado se compromete a garantizar propiedad privada como un derecho inherente a la persona humana. Toda persona puede disponer libremente de sus bienes de acuerdo con la ley.  El Estado garantiza el ejercicio de este derecho y deberá crear las condiciones que faciliten al propietario el uso y disfrute de sus bienes, de manera que se alcance el progreso individual y el desarrollo nacional en beneficio de todos los guatemaltecos.

(2) La Contraloría General de Cuentas de la Nación es una institución técnica descentralizada, con funciones fiscalizadoras de los ingresos, egresos y en general de todo interés hacendario de los organismos del Estado, los municipios, entidades descentralizadas y autónomas, así como de cualquier persona que reciba fondos del Estado o que haga colectas públicas, con el propósito de garantizar la correcta utilización de los recursos del Estado (artículo 232 de la Constitución Política de la República).

b) de funcionarios públicos frente al estado 

(1) La ley de probidad establece que son responsables de conformidad de las normas contenidas en esta Ley y serán sancionados por el incumplimiento o inobservancia de la misma, conforme a las disposiciones del ordenamiento jurídico vigente en el país, todas aquellas personas investidas de funciones públicas permanentes o transitorias, remuneradas o gratuitas en su artículo cuatro (4).  Y dentro de los bienes tutelados por la Ley de probidad se encuentra el patrimonio público, de conformidad con el artículo 121 de la Constitución Pública de la República y artículos 457 458 y 459 del Código Civil.

(2) Los artículos del 246 al 247 del Código Procesal Civil y Mercantil tratan el tema de la Responsabilidad de los Funcionarios y Empleados públicos en lo que se refiere a acción, competencia y recursos.

(3) Según la Ley Orgánica del Presupuesto en su artículo tercero integran los sistemas presupuestarios, de contabilidad integrada gubernamental, tesorería y crédito público; el Ministerio de Finanzas Públicas, como órgano rector, y todas las unidades que cumplan funciones de administración financiera en cada uno de los organismos y entes del Sector Público.  Estas unidades serán responsables de velar por el cumplimiento de las políticas, normas y lineamientos que, en materia financiera, establezcan las autoridades competentes en el marco de esta ley.

c) de funcionarios frente a particulares

(1) La responsabilidad Civil de un Funcionario Público en el ejercicio de sus funciones, se deduce a través de un juicio sumario. (Artículo 229 del Código Procesal Civil y Mercantil).  

(2) La responsabilidad civil de los funcionarios y empleados públicos procede en los casos en que la ley lo establece expresamente; y se deducirá ante el juez de Primera Instancia por la parte perjudicada o sus sucesores. (Art. 246 del Código Procesal Civil y Mercantil)  

La responsabilidad civil de los jueces y magistrados, se deducirá ante el Tribunal inmediato superior. 

d) de particulares frente al estado 

(1) Obligación tributaria, según el artículo 14 del Código Tributario:  La obligación tributaria constituye un vínculo jurídico de carácter personal, entre la Administración Tributaria y otros enes públicos acreedores del tributo y los sujetos pasivos de ella.  Tiene por objeto la prestación de un tributo, surge al realizarse el presupuesto del hecho generador previsto en la ley y conserva su carácter personal a menos que su cumplimiento se asegure mediante garantía real o fiduciaria sobre determinados bienes o con privilegios especiales.  La obligación tributaria, pertenece al derecho público y es exigible coactivamente.  

(2) Dentro de los deberes de los guatemaltecos, consignados en la Constitución Política de la República en su artículo 135, se indica el de contribuir a los gastos públicos, en la forma prescrita por la ley.

14. Responsabilidad disciplinaria 

(1) En base al artículo nueve de la Ley de Servicio Civil los órganos superiores encargados de la aplicación de esta ley son la Junta Nacional de Servicio Civil y la Oficina Nacional de Servicio Civil.  Luego el artículo diez indica que es responsabilidad de los Ministros de Estado y de los funcionarios que dirigen las dependencias incorporadas al régimen de Servicio Civil, cumplir y hacer que se cumpla esta ley, en sus respectivas dependencias.

(2) En base a lo establecido en la Ley de Probidad en su artículo 14, las instituciones estatales encargadas de la verificación y el cumplimiento de dicha ley son Congreso de la República de Guatemala, el Ministerio Público, la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de Cuentas, y las autoridades nominadoras de los distintos organismos del Estado, municipalidades y sus empresas y entidades descentralizadas y autónomas.

(3) Regimen Disciplinario en el Organismo Judicial

(a) De conformidad con el artículo 4 de la Ley de la Carrera Judicial, los órganos responsables de la Carrera Judicial son: el Consejo de la Carrera Judicial, la Junta de Disciplina Judicial, las comisiones de postulación y la Unidad de Capacitación Institucional. 

(b) Juntas de Disciplina Judicial: Corresponde a la Junta de Disciplina Judicial el conocimiento y ejercicio de la función y acciones disciplinarias y correctivas previstas en esta ley y sus reglamentos.  Se exceptúan de esta disposición los casos de destitución, que quedan reservados a la respectiva autoridad nominadora.  Sin embargo, la formación del expediente respectivo y las recomendaciones que correspondan, son atribuciones de las Juntas. (Artículo 8 de la Ley de la Carrera Judicial)
(c) Las Juntas de Disciplina Judicial se integran por dos magistrados de la Corte de Apelaciones y sus respectivos suplentes y un juez de primera instancia y su respectivo suplente, designados para un periodo de un año por sorteo practicado por el Consejo de la Carrera Judicial.  Se integrarán tantas juntas como las necesidades y la conveniencia del servicio lo hagan necesario, atendiendo a criterios de carácter geográfico, por materia  u otros que resulten convenientes.  Cuando alguno de los designados tuviere impedimento para conocer en un caso determinado por cualquier razón, o cuando las necesidades del servicio lo hicieran conveniente, el Consejo designar á a los suplentes necesarios, siguiendo el mismo procedimiento. (Artículo 7 de la Ley de la Carrera Judicial)

(d) Unidad de Régimen Disciplinario: Las sanciones disciplinarias previstas en la ley de Servicio Civil del Organismo Judicial, serán impuestas por la unidad correspondiente del Sistema de Recursos Humanos del Organismo Judicial (Unidad de Régimen Disciplinario), salvo en el caso de la sanción de destitución, que deberá ser impuesta por la autoridad nominadora.  (Artículo 66 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial)

(e) DENUNCIA. Toda persona que tenga conocimiento de que un empleado o funcionario judicial, con ocasión de sus funciones o con motivo de ellas, ha cometido una falta, podrá denunciarlo por escrito o verbalmente, con expresión del hecho y de las circunstancias de que tuviere conocimiento.   La denuncia podrá plantearse ante la autoridad nominadora, su delegado o ante cualquier autoridad judicial.  Estos últimos deberán remitir inmediatamente la denuncia al sistema de Recursos Humanos.  El proceso disciplinario se podrá iniciar de y tramitar de oficio en todas las etapas de éste.

(4) Regimen disciplinario en el Ministerio Público

El Fiscal General de la República podrá imponer a los fiscales, funcionarios, auxiliares y empleados de la institución por las faltas en que incurran en el servicio, las sanciones disciplinarias siguientes: 1) Amonestación verbal; 2) Amonestación escrita; 3) Suspensión del cargo o empleo hasta por quince días sin goce de sueldo: y 4) Remoción del cargo o empleo. La sanción será adecuada a la naturaleza y gravedad de la falta y a los antecedentes en la función.  (Artículo 60 de la Ley Orgánica del Ministerio Público)
(5) Regimen disciplinario en la Policia Nacional Civil

El reglamento disciplinario contemplará la adecuada sanción por la infracción de los principios básicos de actuación que se recogen en la Ley de la Policia Nacional Civil.  No podrán imponerse sanciones disciplinarias sino en virtud de la previa instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente, que será escrito y basado en principios de legalidad y celeridad. El procedimiento disciplinario deberá observar las garantías legales para el imputado, sin que en ningún caso pueda producirse indefensión.  (Artículo 39 de la Ley de la Policia Nacional Civil)

(6) Regimen disciplinario en el Instituto de la Defena Pública

(a) El artículo 12 de la Ley del Servicio Público de la Defensa Penal establece en numeral 5, que corresponde al Director General del Instituto, aplicar las sanciones disciplinarias  previstas por faltas cometidas por los defensores  públicos de planta, de oficio y demás personal del Instituto de la Defensa Pública Penal en el ámbito de sus funciones; y de acuerdo al artículo 24 de la misma, corresponde al Consejo del Instituto de la Defensa Pública Penal, resolver las apelaciones  de los expedientes disciplinarios en la forma que se establezca en el reglamento respectivo en la relación a las sanciones por faltas muy graves; 

(b) El artículo 41 de la Ley del Servicio Público de la Defensa Penal, la Dirección General puede aplicar sanciones a los defensores públicos de planta y de oficio que en el desempeño de sus cargos, incumplan los deberes que emanen del ejercicio de sus funciones.

15. Responsabilidad penal

a) Cohecho

(1) Artículo 439 del Código Penal:  El funcionario o empleado público que solicitare o recibiere, por sí o por persona intermedia, dádiva o presente, o aceptare ofrecimiento o promesa por realizar un acto relativo al ejercicio de su cargo o empleo, o por abstenerse de un acto que debiera practicar, será sancionado con prisión de dos a ocho años.  Cuando el funcionario o empleado público obligare o indujere a la dádiva, presente, ofrecimiento o promesa, la pena se aumentará en una tercera parte.

(2) Artículo 440 del Código Penal:  Cuando la dádiva o presente solicitados, recibidos, ofrecidos o prometidos, tuvieren por objeto la realización de un acto que constituya delito, la sanción señalada en el artículo que antecede se impondrá, sin perjuicio de lo relativo al concurso de delito.

(3) Artículo 441 del Código Penal:  Lo dispuesto en los dos artículos precedentes es aplicable a los árbitros, peritos o cualesquiera personas que desempeñaren, ocasional o permanentemente, una función o cargo públicos.

(4) Artículo 442 del Código Penal:  Quienes, con dádivas, presentes, ofrecimientos o promesas intentaren cohechar o cohechacen a los funcionarios o empleados públicos, serán sancionados con las mismas penas que correspondieren a los sobornados.

b) Concusión

(1) Artículo 449 del Código Penal:  Cometen el delito de concusión:  1°. El funcionario o empleado público que, directa o indirectamente o por actos simulados, se interesare en cualquier contrato u operación en que intervenga por razón de su cargo. Esta disposición es aplicable a los árbitros, peritos, contadores, tutores, albaceas y síndicos, con respecto a las funciones que como tales desempeñen.  2°. El funcionario o empleado público que, con propósito de lucro, interponga su influencia para obtener una resolución de cualquier autoridad, o dictamen que debe pronunciarse ante la misma.  Los responsables serán sancionados con prisión de uno a tres años y multa de trescientos a tres mil quetzales.

c) Enriquecimiento Ilícito 

(1) Artículo 447 del Código Penal (malversación):  El funcionario o empleado público que diere a los caudales o efectos que administrare una aplicación diferente de aquella a que estuviere destinados, será sancionado con multa de cien a un mil quetzales.  La sanción señalada se aumentará al doble o a consecuencia de la malversación resultare daño o entorpecimiento del servicio a que los caudales o efectos tos estuvieren consignados.

d) Información secreta, privilegiada

(1) Artículo 422 del Código Penal:  El funcionario o empleado público que revelare o facilitare la revelación de hechos, actuaciones o documentos de los que tenga conocimiento por razón del cargo y que por disposición de la ley deben permanecer en secreto, será sancionado con multa de doscientos a dos mil quetzales.

e) Otros

(1) Fraude (artículo 450 del Código Penal):  El funcionario o empleado público que, interviniendo por razón de su cargo en alguna comisión de suministros, contratos, ajustes, o liquidaciones de efectos de haberes públicos, se concertare con los interesados o especuladores, o usare de cualquier otro artificio para defraudar al Estado, será sancionado con prisión de uno a cuatro años.

(2) Exacciones Ilegales (artículo 451 del Código Penal):  El funcionario o empleado público que exigiere contribución, impuesto, tasa o arbitrio ilegal o mayores de los que correspondan, será sancionado con prisión de seis meses a dos años y multa de cincuenta a trescientos quetzales.  Si el funcionario o empleado público convirtiere en provecho propio, o de tercero el producto de las exacciones expresadas en el párrafo que precede, las sanciones señaladas se aumentarán al doble.

(3) Cobro Indebido (artículo 452 del Código Penal):  El funcionario o empleado público que autorice recibos o comprobantes ficticios o quien los cobrare, será sancionado con prisión de uno a tres años y multa de trescientos a tres mil quetzales.

f) Peculado 

(1) Artículo 446 del Código Penal:  El funcionario o empleado público que, por negligencia o falta de celo, diere ocasión a que se realizare, por otra persona, la sustracción de dinero o efectos públicos de que trata el artículo precedente, será sancionado con multa de cien a un mil quetzales.

g) Soborno

(1) Artículo 443 del Código Penal:  El funcionario o empleado público que aceptare dádivas, presentes, ofrecimientos o promesas de personas que tuvieren algún asunto pendiente ante él, será sancionado con prisión de uno a tres años y multa de cinco mil a veinticinco mil quetzales.

16. Sanciones, infracciones 

(1) Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas:

(a) Artículo 38 Infracciones:  Infracción es toda acción u omisión que implique violación de normas jurídicas o procedimientos establecidos de índole sustancial o formal, por parte de servidores públicos u otras personas individuales o jurídicas sujetas a verificación por parte de la Contraloría General de Cuentas sancionable por la misma, en la medida y alcances establecidos en la presente Ley u otras normas jurídicas, con independencia de las sanciones y responsabilidades penales, civiles o de cualquier otro orden que puedan imponerse o en que hubiere incurrido la persona responsable. La Contraloría General de Cuentas se constituirá como querellante adhesivo en los procesos penales en los cuales se presuma la comisión de delitos contra el Estado de Guatemala cometidos por servidores públicos y las demás personas a las que se refiere el artículo 2 de la presente ley.

(b) Artículo 39 Sanciones:  La Contraloría General de Cuentas aplicará sanciones pecuniarias que se expresan en Quetzales a los funcionarios y empleados públicos y demás personas sujetas a su control, que incurran en alguna infracción de conformidad con el artículo 38 de la presente Ley, en otras disposiciones legales y reglamentarias de la siguiente manera… (enumeración de sanciones pecuniarias).

(c) Artículo 40 Procedimiento:  Para la imposición de sanciones establecidas en esta Ley u otra norma jurídica aplicable, se le conferirá audiencia al presunto infractor por el plazo de cinco (5) días improrrogables. Si al evacuarse la audiencia se solicitare apertura a prueba, esta de concederá por el plazo perentorio de diez (10) días hábiles improrrogables, los cuales empezarán a contarse a partir del días siguiente al de la notificación de la apertura a prueba. Vencido el plazo para la evacuación de la audiencia o transcurrido el período de prueba, la Contraloría General de Cuentas resolverá sin más trámite, dentro de los cinco (5) días siguientes y procederá a notificar la resolución, a más tardar dentro de los cinco (5) días posteriores al de la emisión de la resolución.  El incumplimiento por parte de los funcionarios y empleados de la Contraloría general de Cuentas de los plazos establecidos en este artículo, será considerado como infracción laboral y deberá ser sancionado conforme a la ley de Servicio civil y la ley de Probidad y Responsabilidad de Funcionarios y empleados Públicos, sin perjuicio de las responsabilidades penales correspondientes.

(2) Ley de Servicio Civil:

(a)  Artículo 74 Sanciones:  Para garantizar la buena disciplina de los servidores públicos, así como para sancionar las violaciones de las disposiciones prohibitivas de esta ley y demás faltas en que se incurra durante el servicio, se establecen cuatro clases de sanciones: 1.  Amonestación verbal, que se aplicará por faltas leves, según lo determine el reglamento de esta ley;  2.  Amonestación escrita, que se impondrá cuando el servidor haya merecido durante un mismo mes calendario, dos o más amonestaciones verbales o en los demás casos que establezca el reglamento de esta ley;  3. Suspensión en el trabajo sin goce de sueldo hasta por un máximo de treinta días en un año calendario, cuando la falta cometida sea de cierta gravedad; en este caso, deberá oírse previamente al interesado;  4.
La suspensión del trabajo sin goce de sueldo procederá también en los casos de detención y prisión provisional, durante todo el tiempo que una u otra se mantenga; si se ordenare la libertad del detenido, o se dictare sentencia absolutoria en el caso de prisión provisional, será el servidor reintegrado a su cargo dentro de un término de treinta días a contar desde aquel en que hubiere salido de la prisión; quien lo sustituyó, tiene derecho a que su nombre sea colocado en el primer lugar de la lista de elegibles, correspondiente a la clase de puestos que ocupaba.

(b)  Artículo 75 Efectos de la Sanción: La imposición de las correcciones disciplinarias a que se refiere el artículo anterior, no tiene más consecuencia que las que se derivan de su aplicación y, por lo tanto, no implica pérdida de los derechos otorgados por la presente ley.  Las correcciones se anotarán en el prontuario y se archivarán los documentos en el expediente personal del servidor.

(c)  Artículo 76 Despido Justificado: Los servidores públicos del Servicio por Oposición y sin Oposición, sólo pueden ser destituidos de sus puestos si incurren en causal de despido debidamente comprobada.  Son causas justas que facultan a la autoridad nominadora para remover a los servidores públicos del Servicio por Oposición, sin responsabilidad de su parte:… 4.  Cuando el servidor cometa algún delito o falta contra la propiedad en perjuicio del Estado, de alguno de sus compañeros de labores, o en perjuicio de tercero en el lugar de trabajo; así mismo, cuando cause intencionalmente, por descuido o negligencia, daño material en el equipo, máquinas, herramientas, materiales, productos y demás objetos relacionados en forma inmediata e indudable con el trabajo.

(3) Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial:

(a)  Artículo 54 Faltas: Constituyen faltas las acciones u omisiones en que incurran los empleados y funcionarios judiciales previstas en esta ley y sancionadas como tales.

La responsabilidad disciplinaria es independiente de la responsabilidad penal y civil que se determine conforme a la legislación ordinaria.

(b)  Artículo 59 Sanciones: Las faltas cometidas por los empleados y funcionarios judiciales, se sancionarán en la forma siguiente:  a) Faltas leves: amonestación verbal o escrita.  b) Faltas graves: suspensión hasta por 20 días, sin goce de salario.  c) Faltas gravísimas: suspensión hasta por 45 días, sin goce de salario o destitución.

(4) Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo:

(a) Artículo 31 Medidas Disciplinarias: Para garantizar la disciplina de los trabajadores y sancionar las violaciones a la ley y demás faltas en que incurran durante el servicio, se establecen las siguientes medidas disciplinarias: a. Amonestación verbal por faltas leves.  b. Amonestación escrita en caso de reincidencia en faltas leves durante el mismo mes calendario, o cuando el caso así lo amerite.  c. Suspensión en el trabajo sin goce de salario hasta por un máximo de ocho días, si la falta fuere grave y no ameritare el despido.  d. Despido que procederá en los casos establecidos por esta ley.

(b) Artículo 33 Despido Justificado: Son causas que facultan a la autoridad nominadora para despedir al trabajador sin responsabilidad de su parte:  a. Cuando el trabajador se conduzca durante sus labores en forma abiertamente inmoral o acuda a la injuria, calumnia o las vías de hecho contra su superior jerárquico, a un Diputado o cualquier otra autoridad y funcionario del Congreso.  b. Si el trabajador comete alguno de los hechos enunciados en el inciso anterior en contra de cualquiera de sus compañeros de labores en el Organismo Legislativo, siempre que ello altere gravemente la disciplina o se interrumpan las labores en la oficina o dependencia correspondiente.  c. Si el trabajador acude a la injuria, calumnia o vías de hecho contra su superior jerárquico, a un Diputado o cualquier otra autoridad o funcionario del Congreso, fuera del trabajo, siempre que no haya sido provocado, y ello haga imposible la convivencia y armonía en el lugar de trabajo.  d. Si el trabajador comete delito o falta contra la propiedad del Estado, de los Diputados, de sus compañeros de trabajo o de tercero, siempre y cuando el delito o falta sea debidamente establecido en sentencia firme condenatoria.  e. Si el trabajador por descuido o negligencia causa daño o da lugar a que se cause en equipos, máquinas, herramientas, materiales, productos y demás bienes relacionados inmediatamente e indudablemente con su trabajo.  f. Si el trabajador deja de asistir al trabajo sin permiso o sin causa justificada debidamente, durante dos días laborables completos o cuatro medias jornadas de trabajo.  g. Si el trabajador se niega a adoptar medidas preventivas a seguir los procedimientos del caso para evitar accidentes o enfermedades.  h. Si el trabajador se niega de manera manifiesta a acatar las instrucciones y disposiciones legales de su superior jerárquico tendientes a obtener mayor eficiencia y rendimiento en sus labores.  i. Si el trabajador incurre en negligencia, mala conducta, insubordinación, ebriedad o toxicomanía en el desempeño de sus labores.  j. Si el trabajador es sentenciado por delito que merezca pena corporal de un año o más, y la misma no es conmutable, o si es condenado por delito o falta en contra de la propiedad o de la administración pública.

(5) Ley Orgánica del Ministerio Público:

(a) Artículo 60: El Fiscal General de la República podrá imponer a los fiscales, funcionarios, auxiliares y empleados de la institución por las faltas en que incurran en el servicio, las sanciones disciplinarias siguientes: 1) Amonestación verbal;  2) Amonestación escrita;  3) Suspensión del cargo o empleo hasta por quince días sin goce de sueldo: y  4) Remoción del cargo o empleo.  La sanción será adecuada a la naturaleza y gravedad de la falta y a los antecedentes en la función.

(b) Artículo 61 Faltas: Serán motivo de sanción disciplinaria los siguientes hechos y omisiones:  1) Faltar frecuentemente, sin causa justificada, a sus respectivas oficinas, llegar habitualmente tarde a ellas o no permanecer en el despacho el tiempo dispuesto por la autoridad.  Se exceptúan los casos en que por razones de trabajo deben efectuar sus funciones fuera de la oficina;  2) Ejecutar hechos o incurrir en omisiones que tengan como consecuencia la pérdida de actuaciones, dificultar o demorar el ejercicio de los derechos de las partes o de la institución en cualquier clase de asuntos;  3) Ofender a la víctima, al imputado, a los litigantes o a cualquiera otra persona que acuda a las oficinas del Ministerio Público o a las audiencias de los tribunales, en demanda de justicia, o a informarse del estado que guardan los asuntos;  4) Extraer, en los casos en que la ley no la autoriza, los expedientes y documentos fuera de las oficinas en que deban estar o de las del Ministerio Público, o revelar los asuntos reservados que allí se tramiten;  5) Ser negligentes en la búsqueda de las pruebas que fueren necesarias para la presentación de las acusaciones procedentes o para seguirlas ante los tribunales;  6) Hacer acusaciones, pedimentos, formular conclusiones o rendir dictámenes que tengan como base hechos notoriamente falsos, o que no expresen fundamentos legales;  7) Omitir informar a la víctima del resultado de las investigaciones u omitir notificar la resolución del juez que ponga fin al proceso, cuando aquella no se hubiere constituido como querellante adhesivo;  8) Ocultar información o dar información errónea a las partes, siempre que no se haya declarado el secreto de las actuaciones  en los términos y condiciones establecidas en el Código Procesal Penal.

(6) Ley Orgánica de la Superintendencia de Administración Tributaria:

(a) Artículo 40 Régimen Disciplinario:  El personal de la SAT que cometa infracciones o incurra en las incompatibilidades, impedimentos o prohibiciones, establecidos en la presente ley y reglamentos aplicables, será sancionado conforme a las normas que se establezcan en su propio reglamento de trabajo.

17. Sobornos, comisiones o recompensas

(1) Normas de Ética del Organismo Judicial (artículo 18):  se establece como deber básico de los funcionarios y empleados del Organismo Judicial el abstenerse de aceptar o recibir, por si o por interpósita persona, dádiva, presente, ofrecimiento o promesa, por realizar un acto relativo a su cargo o abstenerse de un acto que debiera practicar. Tampoco, en el desempeño de su cargo, deberá aceptar donación, empleo, cargo o comisión para sí, su cónyuge o parientes legales, que procedan de cualquier persona física o jurídica cuyas actividades profesionales, comerciales o industriales se encuentren directamente vinculadas, sujetas a juicio, reguladas o supervisadas pro el funcionario o empleado.

(2) Normas de Ética del Organismo Ejecutivo (artículo 9):  dentro de los deberes básicos de los funcionarios y empleados del Organismo Ejecutivo se encuentra el de abstenerse de solicitar, aceptar o recibir, por si o por persona intermedia, dádiva, favor, presente, ventaja o cualquier recompensa, compensación o retribución, en dinero o en especie, o aceptar ofrecimiento o promesa para realizar u omitir un acto relativo al ejercicio de su cargo o empleo. Asimismo, no deberán aceptar, en  el ejercicio de su cargo, donación, empleo, cargo o comisión para sí su cónyuge, conviviente o parientes dentro de los grados de ley, que procedan de cualquier persona individual o jurídica cuyas actividades, de  cualesquiera índole que sean, se encuentren directamente vinculadas, reguladas o supervisadas por el  funcionario o empleado público de que se trate.

(3) Ley de Servicio Civil (articulo 66) Prohibiciones Especiales:  A los servidores públicos les está especialmente prohibido:  1.  Solicitar o recibir dádivas, regalos o recompensas de sus subalternos o de los particulares y solicitar, dar o recibir dádivas de sus superiores o de los particulares, con el objeto de ejecutar, abstenerse de ejecutar o ejecutar con mayor esmero o retardo cualquier acto inherente o relacionado con sus funciones

(4) Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo (artículo 25)  Prohibiciones en el trabajo: Son prohibiciones de carácter general las previstas en esta ley, las que sean contrarias a la moral y a las buenas costumbres, las determinadas en otras leyes que sean aplicables en Servicio Civil y las siguientes: … k.  Pedir o recibir dádivas de cualquier persona para hacer o dejar de hacer los servicios inherentes al cargo.

18. Transparencia 

(1) Normas de Ética del Organismo Ejecutivo (artículo 5)  Integridad y Transparencia:  En el desempeño de sus funciones, los funcionarios, empleados públicos y asesores del Organismo  Ejecutivo deberán actuar integra y transparentemente, debiendo velar porque todas sus actuaciones y  las de sus subalternos respondan a los principio y valores que inspiran las presentes  normas, debiendo documentar todos los actos de su gestión, permitiendo la publicidad de los mismos, salvo las excepciones establecidas en la Constitución Política de la República de Guatemala, en aras de honrar el cargo que ocupan y de fortalecer el respeto y la credibilidad en el Organismo Ejecutivo.

(2) Reglamento de la Ley General de Descentralización (artículo 21) Control:  Los programas de trabajo y los presupuestos de las competencias descentralizadas, deben expresar los objetos y resultados concretos que se pretenden con los mismos, así como los medios e indicadores que permitan verificar su logro, en función de la transparencia de administración pública, a manera de facilitar la auditoria social.

(3) Código Municipal (artículo 129).  El Código Municipal en su artículo 129, establece que con el propósito de facilitar la transparencia administrativa y auditoria social de la ejecución presupuestaria, deberá también estructurarse el presupuesto por programas y proyectos.

(4) Ley de Probidad (artículo 6)  Principios de Probidad: El ejercicio de la función administrativa con transparencia.

19. Uso adecuado de los recursos 

(1) La Ley de Probidad, en su artículo 18, establece las siguientes prohibiciones a los empleados y funcionarios públicos, en relación al uso de los recursos públicos:

(a) Utilizar bienes propiedad del Estado o de la institución en la que labora, tales como vehículos, material de oficina, papelería, viáticos y otros, fuera del uso oficial, para beneficio personal o de terceros.   

(b) Utilizar los recursos públicos para elaborar, distribuir o enviar regalos, recuerdos, tarjetas navideñas o de cualquier otra ocasión.

(c) Utilizar los materiales de oficina, vehículos, teléfonos, fondos públicos, el tiempo pagado por el Estado al funcionario o a sus subalternos, los conocimientos, información, el título oficial, papelería, el prestigio o la influencia de la institución para el logro de objetivos políticos personales o del partido al que pertenece.

(d) Utilizar recursos humanos y financieros del Estado para la promoción política, personal o del partido político al que pertenece. 

(2) El objeto de la Ley Orgánica del Presupuesto es normar, los sistemas presupuestarios, de contabilidad integrada gubernamental, de tesorería y de crédito público, a efecto de:  a. Realizar la programación, organización, coordinación, ejecución y control de la captación y uso de los recursos públicos bajo los principios de legalidad, economía, eficiencia, eficacia y equidad, para el cumplimiento de los programas y los proyectos de conformidad con las políticas establecidas;  b. Sistematizar los procesos de programación, gestión y evaluación de los resultados del sector público;  c. Desarrollar y mantener sistemas integrados que proporcionen información oportuna y confiable sobre el comportamiento de la ejecución física y financiera del sector público;  d. Velar por el uso eficaz y eficiente del crédito público, coordinando los programas de desembolso y utilización de los recursos, así como las acciones de las entidades que intervienen en la gestión de la deuda interna y externa;  e. Fortalecer la capacidad administrativa y los sistemas de control y seguimiento para asegurar el adecuado uso de los recursos del Estado; y,  f. Responsabilizar a la autoridad superior de cada organismo o entidad del sector público, por la implantación y mantenimiento de:  I. Un sistema contable integrado, que responda a las necesidades de registro de la información financiera y de realizaciones físicas, confiable y oportuno, acorde a sus propias características;  II. Un eficiente y eficaz sistema de control interno normativo, financiero, económico y de gestión sobre sus propias operaciones, organizado en base a las normas generales emitidas por la Contraloría General de Cuentas; y,  III. Procedimientos que aseguren el eficaz y eficiente desarrollo de las actividades institucionales y la evaluación de los resultados de los programas, proyectos y operaciones (artículo 1).

(3) Los organismos del Estado, sus entidades descentralizadas y autónomas, unidades ejecutoras, las municipalidades y las empresas públicas estatales o municipales deben regir la compra, venta y la contratación de bienes, suministros, obras y servicios que requieran en base a las normas de la Ley de Contrataciones del Estado, con el propósito de promover el desarrollo económico de la Nación, en beneficio de sus habitantes y para la realización del bien común (artículo 1).

(4) Se crea la Contraloría General de Cuentas de la Nación a la cual le corresponde la función fiscalizadora en forma externa de los activos y pasivos, derechos, ingresos y egresos y, en general, todo interés hacendario de los Organismos del Estado, entidades autónomas y descentralizadas, las municipalidades y sus empresas, y demás instituciones que conforman el sector público no financiero; de toda persona, entidad o institución que reciba fondos del Estado o haga colectas públicas; de empresas no financieras en cuyo capital participe el Estado, bajo cualquier denominación así como las empresas en que éstas tengan participación.  También están sujetos a su fiscalización los contratistas de obras públicas y cualquier persona nacional o extranjera que, por delegación del Estado, reciba, invierta o administre fondos públicos, en lo que se refiere al manejo de estos.  La Contraloría General de Cuentas deberá velar también por la probidad, transparencia y honestidad en la administración pública, así como también por la calidad del gasto público (artículo 1 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la Nación).

II. Medidas y Sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento

1. Códigos de conducta

(1) Artículo 17 de las Normas de Ética del Organismo Judicial (Denuncia de Actos Impropios): Cuando el administrador de justicia, o cualquier otro empleado, tenga conocimiento de un acto impropio o deshonroso de un colega o abogado, deberá promover los procedimientos que correspondan.

(2) Artículo 8 de las Normas de Ética del Organismo Ejecutivo (Denuncia de Actos Impropios):  Los funcionarios, empleados  Públicos  y asesores del Organismo Ejecutivo que, por razón de su cargo, tengan conocimiento de un acto impropio o deshonroso de un colega, colaborador  o subordinado, deberán promover los procedimientos legales ante los diferentes órganos competentes.

2. Excepciones a la obligación de denunciar 

(1) Deben denunciar el conocimiento que tienen sobre un delitos de acción pública, con excepción de los que requieren instancia, denuncia o autorización para su persecución, y sin demora alguna: Los funcionarios y empleados que conozcan el hecho en ejercicio de sus funciones salvo el caso de que pese sobre ellos el deber de guardar secreto (Artículo 298 del Código Procesal Penal). 
(2) Artículo 298 del Código Procesal Penal (último párrafo):  en todos los casos de denuncia no será obligatoria si razonablemente arriesgare la persecución penal propia, del cónyuge, o de ascendientes, descendientes, o hermanos o del conviviente de hecho.

3. Garantías, beneficios recompensas a quienes denuncien  

(1) Los testigos que teman por su seguridad personal o por su vida, o en razón de amenazas, intimidaciones o coacciones de que sean objeto podrán ser examinadas en su domicilio, o en el lugar donde se encuentren, si las circunstancias lo permiten (artículo 210 del Código Procesal Penal). 
(2) El Código Procesal Penal establece que la Corte Suprema de Justicia podrá brindar protección a los sujetos procesales (Artículo 473) de la siguiente forma: Protección especial. La Corte Suprema de Justicia proporcionará protección al querellante, a los testigos y demás sujetos que intervengan en la prueba cuando existan fundados temores de que puedan ser víctimas de cualquier atropello.
(3) La Ley de Protección a los Sujetos Procesales, (Artículo 8) contempla la posibilidad de otorgarse los siguientes planes: 

a) Protección del beneficiario, con personal de seguridad.

b) Cambio del lugar de residencia del beneficiario, pudiendo incluir los gastos de vivienda, transporte y subsistencia.

c) La protección, con personal de seguridad, de la residencia y lugar de trabajo del beneficiario.

d) Cambio de identidad del beneficiario.

e) Aquellos otros beneficios que el consejo Directivo considere convenientes

(4) El servicio de protección a los sujetos procesales tiene como objetivo esencial proporcionar  protección a funcionarios y empleados del Organismo Judicial, de las fuerzas de seguridad civil y del Ministerio Público, así como a testigos, peritos, consultores, querellantes adhesivos y  tras personas, que estén expuestos a riesgos por su intervención en procesos penales. También dará cobertura a periodistas que lo necesiten por encontrarse en riesgo debido al cumplimiento de su función informativa (Artículo 2 de Ley de Protección a Sujetos Procesales).

(5) Si el testigo expresare su negativa a comparecer para declarar, luego de haber sido citado personalmente por temores a su seguridad personal o que su vida corre peligro en virtud de amenazas, coacciones o intimidaciones de que hubiere sido o fuere objeto, así se hará constar.  En tales casos, se podrá acudir al procedimiento previsto en los artículos 210 y 317 del Código Procesal Penal, o brindarle al testigo protección policial a fin de asegurar la recepción de su testimonio (artículo 217 del Código Procesal Penal).

4. Mecanismos para hacer efectiva la obligación de denunciar 

(1) El denunciar actos ilícitos o de corrupción es un deber de los funcionarios y empleados públicos, por lo que al no hacerlo, se estaría cometiendo el delito de incumplimiento de deberes, establecido en el artículo 419 del Código Penal, el cual indica:  “El funcionario o empleado público que omitiere, rehusare hacer o retardare algún acto propio de su función o cargo, será sancionado con prisión de uno a tres años.”  Asimismo el Artículo 457 del Código Penal establece el delito de omisión de denuncia, en los siguientes términos:  El funcionario o empleado público que, por razón de su cargo, tuviere conocimiento de la comisión de un hecho calificado como delito de acción pública y, a sabiendas, omitiere a retardare hacer la correspondiente denuncia a la autoridad judicial competente, será sancionado con multa de cien a un mil quetzales

(2) En el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas, se encuentra la atribución de promover mecanismos de lucha contra la corrupción.

(3) La Creación por parte del Organismo Ejecutivo de la Comisión para la Transparencia y Contra la Corrupción (Acuerdo Gubernativo del Comisionado parar la Transparencia y Contra la Corrupción).

(4) La Creación de la Comisión de Combate a la Corrupción en el Sector Justicia.  (Resolución 007-2002 de la Instancia Coordinadora de la Modernización del Sector Justicia)

5.  Normas aplicables a funcionarios de determinada categoría 

a) Magistrados, Jueces, fiscales 

(1)  Normas de Ética del Organismo Judicial (artículo 17): se establece como deber básico de los funcionarios y empleados del Organismo Judicial el denunciar actos impropios. 

b) Otros 

(1) Trabajadores del Organismo Ejecutivo: Artículo 8 de las Normas de Ética del Organismo Ejecutivo (Denuncia de Actos Impropios):  Los funcionarios, empleados  Públicos  y asesores del Organismo Ejecutivo que, por razón de su cargo, tengan conocimiento de un acto impropio o deshonroso de un colega, colaborador  o subordinado, deberán promover los procedimientos legales ante los diferentes órganos competentes.

(2) Obligación de Presentar denuncia por el Superintendente de Bancos (Artículo 3, literal t) de la Ley de Supervisión Financiera; 

(3) Obligación de presentar denuncia por auditores gubernamentales (Artículo 30 de Ley Orgánica de Contraloría General de Cuentas de la Nación);

(4) Requisitos de Eligibilidad del Superintendente de Bancos (Artículo 6 de la Ley de Supervisión Financiera); Impedimentos (Artículo 7 de la Ley de Supervisión Financiera), en el caso de conflictos de intereses: literales a), b), c), d), e), f) y g);  incompatibilidad con otro cargo (Artículo 8 de Ley de Supervisión Financiera); incompatibilidad general (Artículo 13 de Ley de Supervisión Financiera); Protección Legal (Artículo 15 de Ley de Supervisión Financiera). 

(5) Miembros de la Junta Monetaria deben ser guatemaltecos de reconocida honorabilidad, actuar en función del interés nacional y objetivos del Banco de Guatemala; no estar comprendido entre impedimentos del artículo 18 de Ley Orgánica del Banco de Guatemala (Ley del BANGUAT).  Caso de Remoción del Presidente del Banco de Guatemala, contemplado en el artículo 20 de Ley del BANGUAT, al ser declarados responsables de fraudes o actos ilegales opuestos a objetivo de BANGUAT, por sentencia condenatoria; en el caso de conflicto en discusiones los miembros de la Junta Monetaria deben abstenerse de participar (Artículo 25 Ley del BANGUAT); Existen incompatibilidades para los cargos de Presidente, Vicepresidente y gerente del BANGUAT.  La transparencia de la información se logra por informe al Congreso (Artículo 60 de Ley del BANGUAT).  Tienen régimen de protección legal (Artículo 67 de Ley del BANGUAT). 

6. Normas Generales 

(1) Código Penal
(2) Código Procesal Penal
(3) Normas de Ética del Organismo Judicial
(4) Normas de Ética del Organismo Ejecutivo
(5) Ley de Probidad
7. Obligación del funcionario de informar/denunciar sobre actos de corrupción 

(1) Artículo 17 de las Normas de Ética del Organismo Judicial (Denuncia de Actos Impropios): Cuando el administrador de justicia, o cualquier otro empleado, tenga conocimiento de un acto impropio o deshonroso de un colega o abogado, deberá promover los procedimientos que correspondan.

(2) Artículo 8 de las Normas de Ética del Organismo Ejecutivo (Denuncia de Actos Impropios):  Los funcionarios, empleados  Públicos  y asesores del Organismo Ejecutivo que, por razón de su cargo, tengan conocimiento de un acto impropio o deshonroso de un colega, colaborador  o subordinado, deberán promover los procedimientos legales ante los diferentes órganos competentes.

(3) Artículo 6 de la Ley de Probidad: Dentro de los principios de probidad se encuentra el de dar apoyo a la labor de detección de los casos de corrupción a través de la implementación de los mecanismos que conlleven a su denuncia, como también el establecimiento de las procesos administrativos que faciliten las denuncias de actos de corrupción.

(4) La omisión de denuncia es un delito para el caso de los funcionarios y empleados públicos. (Artículo 457 del Código Penal).
(5) El artículo 30 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas, estipula la obligación de denunciar para los auditores gubernamentales, y establece la obligación administrativa de hacer los hechos anómalos del conocimiento del Contralor General de Cuentas, quien deberá constituirse como querellante adhesivo.

(6)  La Superintendencia de Bancos, ha través de la Intendencia de Verificación Especial, tiene obligación de denunciar, hechos que puedan presumir la comisión de un delito de lavado de dinero u otros activos. (Artículo 33 de la Ley contra el Lavado de Dinero u Otros Activos). 

8. Órgano ante el que se denuncia 

(1) Artículo 297 del Código Procesal Penal: Cualquier persona deberá comunicar, por escrito u oralmente, a la policía, al Ministerio Público o a un tribunal el conocimiento que tuviere acerca de la comisión de un delito de acción pública.

(2) Artículo 302 del Código Procesal Penal: la querella se presentará por escrito, ante el juez que controla la investigación.

9. Protección de denunciantes y testigos 

(1) Los testigos que teman por su seguridad personal o por su vida, o en razón de amenazas, intimidaciones o coacciones de que sean objeto podrán ser examinadas en su domicilio, o en el lugar donde se encuentren, si las circunstancias lo permiten (artículo 210 del Código Procesal Penal).

(2) Si el testigo expresare su negativa a comparecer para declarar, luego de haber sido citado personalmente por temores a su seguridad personal o que su vida corre peligro en virtud de amenazas, coacciones o intimidaciones de que hubiere sido o fuere objeto, así se hará constar.  En tales casos, se podrá acudir al procedimiento previsto en los artículos 210 y 317 del Código Procesal Penal, o brindarle al testigo protección policial a fin de asegurar la recepción de su testimonio (artículo 217 del Código Procesal Penal).

10. Requisitos para la presentación de denuncias 

(1) Artículo 299 del Código Procesal Penal (Contenido de la denuncia):  puede ser por escrito u oralmente, y contendrá en lo posible, el relato circunstanciado del hecho, con indicación de los partícipes, agraviados y testigos, elementos de prueba y antecedentes o consecuencias conocidos.

(2) Artículo 302 del Código Procesal Penal (Querella):  La querella deberá contener:  1) Nombres y apellidos del querellante y, en su caso, el de su representado; 2) Su residencia; 3) La cita del documento con que acredita su identidad; 4) En el caso de entes colectivos, el documento que justifique la personería; 5) El lugar que señala para recibir citaciones y notificaciones; 6) Un relato circunstanciado del hecho, con indicación de los partícipes, víctimas y testigos; 7) Elementos de prueba y antecedentes o consecuencias conocidas; y 8) La prueba documental en su poder o indicación del lugar donde se encuentre.  Si faltara alguno de estos requisitos, el juez, sin perjuicio de darle trámite inmediato, señalará un plazo para su cumplimiento. Vencido el mismo si fuese un requisito indispensable, el juez archivará el caso hasta que se cumpla con lo ordenado, salvo que se trate de un delito público en cuyo caso procederá como en la denuncia.

11. Sanciones, consecuencias 

a) A jerarcas y  superiores jerárquicos 

(1) (Artículo 4 de la Ley de Probidad)  Indica que serán sancionados por el incumplimiento o inobservancia de esta ley, conforme a las disposiciones del ordenamiento jurídico vigente del país, todas aquellas personas investidas de funciones públicas permanentes o transitorias, remuneradas o gratuitas, en especial aquellas que se encuentran enlistadas en el presente artículo.  

(2) (Artículo 31 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Legislativo)  Con el objeto de garantizar la disciplina de los trabajadores y sancionar las violaciones a la Ley y demás faltas en que incurran durante el servicio, establece las medidas disciplinarias a aplicarse:  a)  Amonestación verbal por faltas leve; b) Amonestación escrita en caso de reincidencia en faltas leves durante el mismo mes calendario, o cuando el caso así lo amerite; c) Suspensión en el trabajo sin goce de salario hasta por un máximo de ocho días, si la falta fuere grave y no ameritare el despido; y d) Despido que procederá en los casos establecidos por esta ley.

(3) (Artículo 59 de la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial)  Establece las medidas disciplinarias a aplicare a los empleados y funcionarios judiciales por las faltas cometidas.  Dichas faltas se encuentran desglosadas en los artículos 55, 56, 57, y 58 de dicha ley.

(4) (Artículo de la Ley de Servicio Civil)  Para garantizar la buena disciplina de los servidores públicos, así como para sancionar las violaciones de las disposiciones prohibitivas de esta ley y demás faltas en que se incurra durante el servicio, se establecen cuatro clases de sanciones:  1.  Amonestación verbal, que se aplicará por faltas leves, según lo determine el reglamento de esta ley;  2.  Amonestación escrita, que se impondrá cuando el servidor haya merecido durante un mismo mes calendario, dos o más amonestaciones verbales o en los demás casos que establezca el reglamento de esta ley;  3.  Suspensión en el trabajo sin goce de sueldo hasta por un máximo de treinta días en un año calendario, cuando la falta cometida sea de cierta gravedad; en este caso, deberá oírse previamente al interesado;  4.  La suspensión del trabajo sin goce de sueldo procederá también en los casos de detención y prisión provisional, durante todo el tiempo que una u otra se mantenga; si se ordenare la libertad del detenido, o se dictare sentencia absolutoria en el caso de prisión provisional, será el servidor reintegrado a su cargo dentro de un término de treinta días a contar desde aquel en que hubiere salido de la prisión; quien lo sustituyó, tiene derecho a que su nombre sea colocado en el primer lugar de la lista de elegibles, correspondiente a la clase de puestos que ocupaba.

III. SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE INGRESOS ACTIVOS Y PASIVOS

1. Acceso a las declaraciones 
a) Publicidad

(1) Los Datos proporcionados por los funcionarios públicos dentro de su declaración jurada patrimonial deben tenerse como proporcionados bajo garantía de confidencialidad; se prohíbe su declaración por cualquier medio y solo podrán verificarse dentro de un proceso judicial (artículo 21 de la Ley de Probidad).

b) Conservación de las declaraciones 

(1) La Declaración Patrimonial se debe presentar ante la Contraloría General de Cuentas de la Nación (Artículo 20 de la Ley de Probidad).

2. Formalidades, forma para su presentación y contenido mínimo 

(1) La declaración jurada patrimonial se presentará en los formularios impresos que proporcione la Contraloría General de Cuentas y deberá contener como mínimo la siguiente información:  a) Nombre completo, datos de identificación personal, numero de identificación tributaria, calidad de integrante de juntas o consejos directivos y/o socio en corporaciones, sociedades o asociaciones; y dirección del domicilio permanente del declarante;  b) Nombre completo y datos de identificación personal del cónyuge o conviviente, y de sus hijos dependientes; c) Relación de ingresos del último año, propios, de su cónyuge o conviviente, y de sus hijos dependientes; d) Identificación de las cuentas corrientes y de ahorros en Guatemala y en el exterior, si las tuvieren el declarante, su cónyuge o conviviente, o sus hijos dependientes; e) Relación detallada de los bienes y derechos vigentes, propios del declarante, de su cónyuge o conviviente y sus hijos dependientes, debiendo consignar, como mínimo: los bienes muebles e inmuebles, fondos, valores y créditos a su favor. Los bienes deberán describirse e identificarse plenamente. En el caso de bienes inmuebles no es necesario consignar su valor declarado ante la autoridad fiscal correspondiente, siendo suficiente consignar su valor estimado. Los bienes muebles se indicarán con su valor estimado. En ningún caso los valores asignados en los bienes inmuebles tendrán efectos fiscales o tributarios; f) Relación detallada de las acreencias y obligaciones vigentes propios del declarante, de su cónyuge o conviviente y sus hijos dependientes. En el caso de acreencias, deudas y otras obligaciones se expresará su monto, naturaleza y nombre del acreedor o beneficiario; y, g) Información sobre existencia de sociedad conyugal vigente o de sociedad de hecho, entre compañeros permanentes.  La declaración jurada patrimonial se debe especificar que los bienes y rentas declarados son los únicos que posee el declarante, ya sea personalmente o por interpósita persona, a la fecha de presentación de dicha declaración (artículo 23 de la Ley de Probidad).

3. Normas generales 

(1) Ley de Probidad
(2) Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas
4. Órgano o instancia ante el cual deben presentarse y custodia 

(1) La Contraloría General de Cuentas de la Nación, tiene como atribución recibir y verificar la veracidad de la información contenida en las declaraciones de probidad presentadas por los funcionarios y empleados públicos, de conformidad con la ley de la materia y la presente Ley (artículo 4 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas).

5. Periodicidad para presentarlas o actualizarlas 
a) Actualización 

(1) Las personas a que se refiere el artículo 4 de la Ley de Probidad, y que no fueron excluidos de la aplicabilidad de la misma, por la sentencia del 2 de septiembre de 2003, de la Corte de Constitucionalidad, deberán ampliar su declaración jurada patrimonial en el mes de enero de cada año, en los casos siguientes:  a) Si en el curso del año adquirieron bienes inmuebles, por cualquier título o valor.  b) Si adquirieron otros bienes cuyo precio sea mayor de cincuenta mil quetzales (Q. 50,000.00).  c) Si contrajeron acreencias o deudas mayores de cincuenta mil quetzales (Q. 50,000.00).  Igual obligación de presentar la ampliación de su Declaración Jurada Patrimonial procede cuando los bienes, deudas o acreencias, a que se refiere este artículo, hubieren sido adquiridos por su cónyuge o hijos dependientes.  El incumplimiento de esta norma constituye responsabilidad administrativa que será sancionada por la Contraloría General de Cuentas conforme a la presente Ley (artículo 26 de la Ley de Probidad).

b) Inicio de la función pública

(1) La declaración jurada patrimonial deberá ser presentada por los obligados, dentro de los treinta (30) días siguientes de la fecha efectiva de toma de posesión del cargo o empleo.  En casos excepcionales debidamente justificados, la Contraloría General de Cuentas podrá ampliar el plazo hasta por un período igual. Las ampliaciones, rectificaciones y demás diligencias relacionadas con la declaración jurada patrimonial están exentas del pago de impuestos o tasas de cualquier naturaleza (artículo 22 de la Ley de Probidad).

c) Final del desempeño de la función pública 

(1) La declaración jurada patrimonial deberá ser presentada por los obligados, dentro de los treinta (30) días posteriores a la fecha en que cesen en el ejercicio del cargo o empleo (artículo 22 de la Ley de Probidad).

(2) Al presentarse la declaración jurada patrimonial, por cese en el desempeño de cargo o empleo, la Contraloría General de Cuentas de la Nación, efectuará el estudio comparativo del activo y pasivo que el obligado haya incluido en sus diversas declaraciones, a fin de establecer si existe o no enriquecimiento ilícito u otro acto que pudiera ser constitutivo de responsabilidad de acuerdo con la ley (artículo 29 de la Ley de Probidad).

(3) El finiquito a favor de las personas indicadas en el artículo 4 de esta Ley, como consecuencia de haber cesado en su cargo, no podrá extenderse sino solamente después de haber transcurrido el plazo señalado en la ley para la prescripción.  Para que una persona pueda optar a un nuevo cargo público sin que haya transcurrido el plazo de la prescripción, bastará con que presente constancia extendida por la Contraloría General de Cuentas de que no tiene reclamación o juicio pendiente como consecuencia del cargo o cargos desempeñados anteriormente. Recibida la solicitud de finiquito este se extenderá dentro de los quince días siguientes, sin costo alguno (artículo 30 de la Ley de Probidad).

6. Presentación de declaraciones, funcionarios obligados
a) Normas aplicables a funcionarios / entidades de determinada categoría 

(a) Están sujetos a la obligación de cumplir con la declaración jurada patrimonial las personas siguientes:  

(i) Los sujetos de responsabilidad a que se refieren los incisos a), b), c), d) y e) del artículo 4 de la Ley de Probidad, (por sentencia del 2 de septiembre de 2003 de la Corte de Constitucionalidad, la Ley de Probidad no se aplica a los sujetos a que se refieren los incisos b), c), d y e) del artículo 4 de la Ley de Probidad), excepto aquellos cuyo sueldo mensual sea inferior a ocho mil quetzales (Q8,000.00), y no manejen o administren fondos públicos.
(ii) Todos los funcionarios y empleados públicos que trabajen en aduanas, puestos fronterizos, Dirección General de Migración, puertos y aeropuertos de la República, o que se encuentren temporalmente destacados en dichos lugares. c) Cualquier otra persona distinta a las indicadas en el artículo 4 de esta Ley, cuando de las investigaciones surjan indicios de su participación en actos constitutivos de delitos o faltas contra los bienes tutelados por la presente Ley (artículo 20 de la Ley de Probidad).

(b) Están exentas de presentar Declaración Jurada Patrimonial: a) Quienes ejerzan cargos o empleos públicos en forma temporal hasta por un período de un mes contado a partir de la fecha de toma de posesión.  b) El funcionario o empleado público que fuere trasladado a otro puesto de la administración, excepto que anteriormente estuviere exento de su presentación, si por razón del mismo se encontrare obligado.  La Contraloría General de Cuentas de la Nación está facultada para aclarar las dudas que surjan con relación a la obligación de presentar la declaración jurada patrimonial. (Artículo 28 de la Ley de Probidad)

(2) Contraloría General de Cuentas de la Nación

(a) Ley de Probidad, artículo 4 inciso a.

(3) Procuraduría de los Derechos Humanos 

(a) Ley de Probidad, artículo 4 inciso a.

(4) Ministerio Público 

(a) Ley de Probidad, artículo 4 inciso a.

(5) Parlamentarios, congresistas 

(a) Ley de Probidad, artículo 4 inciso a.

(6) Particulares que desempeñan funciones públicas 

(a) Ley de Probidad, artículo 4, aunque en virtud de sentencia del 2 de septiembre de 2003 de la Corte de Constitucionalidad, dicha norma se ha derogado (artículo 8 de la Ley del Organismo Judicial).  

(7) Organismo Judicial 

(a) Ley de Probidad, artículo 4 inciso a.

(8) Organismo Ejecutivo 

(a) Ley de Probidad, artículo 4 inciso a.

(9) Procuraduría General de la Nación 

(a) Ley de Probidad, artículo 4 inciso a.

7. Registro de las declaraciones

a) Bases de datos 

(1)  La Declaración Patrimonial se debe presentar ante la Contraloría General de Cuentas de la Nación, la cual será la encargada de registrarla (Artículo 20 de la Ley de Probidad).

8. Sanciones y consecuencias en caso de no presentación o presentación   incompleta

(1) Las personas que de conformidad con la presente Ley están obligadas a presentar Declaración Jurada Patrimonial y que incumplan con realizarlo en los plazos previstos en la presente Ley, incurren en responsabilidad administrativa y serán sancionados conforme lo establecido en la Ley de la Contraloría General de Cuentas de la Nación (artículo 27 de la Ley de Probidad).

(2) Otros incumplimientos a Normas de Control interno y disposiciones legales: Q. 2,000 - Q. 80,000 (artículo 39 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas).

9. Verificación de su contenido 

(1) La Dirección de probidad es la responsable de efectuar el estudio, análisis, comprobación y control de los expedientes y declaraciones relacionadas con bienes y deudas, en base a lo que regula la Ley de Probidad y Responsabilidades de Funcionarios y Empleados Públicos, emitiendo las resoluciones correspondientes (artículo 33 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas).

(2) Para el efecto, las personas obligadas deberán prestar toda la colaboración que la Contraloría General de Cuentas les requiera y las oficinas públicas y entidades privadas deberán proporcionarle los informes que les soliciten dentro del marco de la ley.   Si de la verificación resultare que ha habido inexactitud en la información aportada la Contraloría General de Cuentas correrá audiencia al declarante por quince días, para que se manifieste al respecto y, en su caso, efectúe las aclaraciones o rectificaciones que correspondieren. En caso contrario, se le deducirán las responsabilidades a que hubiere lugar (artículo 24 de la Ley de Probidad).

(3) Además de lo establecido en el artículo precedente, para efectos de la comprobación de la declaración jurada patrimonial, las oficinas públicas y bancos del sistema, así como las personas individuales y jurídicas que el declarante mencione como deudores o acreedores, quedan obligados a suministrar la información que la Contraloría General de Cuentas les requiera, dentro de los plazos que dicha entidad les imponga, previniéndoles que de incumplir con tales requerimientos se promoverá en  su contra las acciones judiciales pertinentes (artículo 25 de la Ley de Probidad).

IV. ORGANOS DE CONTROL SUPERIOR

1.  Auditoria General o interna 

(1) En base a la regulación jurídica de la República de Guatemala, la auditoria general o interna del Estado de Guatemala y sus órganos le compete a la Contraloría General de Cuentas de la Nación, según lo establecido en el artículo 232 de la Constitución Política de la República.

2. Contaduría 

a) Contraloría General

(1) La Contraloría General de Cuentas es una institución técnica y descentralizada. De conformidad con esta Ley, goza de independencia funcional, técnica y administrativa, y con competencia en todo el territorio nacional, con capacidad para establecer delegaciones en cualquier lugar de la República.  Ámbito de competencia. Corresponde a la Contraloría General de cuentas la función fiscalizadora en forma externa de los activos y pasivos, derechos, ingresos y egresos y, en general, todo interés hacendario de los Organismos del Estado, entidades autónomas y descentralizadas, las municipalidades y sus empresas, y demás instituciones que conforman el sector público no financiero; de toda persona, entidad o institución que reciba fondos del Estado o haga colectas públicas; de empresas no financieras en cuyo capital participe el Estado, bajo cualquier denominación así como las empresas en que éstas tengan participación.  También están sujetos a su fiscalización los contratistas de obras públicas y cualquier persona nacional o extranjera que, por delegación del Estado, reciba, invierta o administre fondos públicos, en lo que se refiere al manejo de estos.  La Contraloría General de Cuentas deberá velar también por la probidad, transparencia y honestidad en la administración pública, así como también por la calidad del gasto público (Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas).

b) Procuraduría de los Derechos Humanos

(1) La Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la República, en adelante denominada la Comisión, es un órgano pluralista que tiene la función de promover el estudio y actualización de la legislación sobre derechos humanos en el país, conociendo con especialidad, leyes, convenios, tratados, disposiciones y recomendaciones para la defensa, divulgación, promoción y vigencia de los derechos fundamentales inherentes a la persona, su dignidad, integridad física psíquica y el mejoramiento de la calidad de vida, así como el logro del bien común y la convivencia pacífica en Guatemala.  El Procurador de los Derechos Humanos en adelante denominado: El procurador, es un Comisionado del Congreso de la República para la Defensa de los Derechos Humanos establecidos en la Constitución Política de la República de Guatemala, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Tratados y convenciones Internacionales aceptados y ratificados por Guatemala. El Procurador para el cumplimiento de las atribuciones que la Constitución Política de la República de Guatemala y esta ley establecen, no está supeditado a organismo institución o funcionario alguno, y actuará con absoluta independencia (Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la República y del Procurador de los Derechos Humanos).
c) Fiscalías  

(1) Fiscalía General: El Fiscal General de la República es el Jefe del Ministerio Público y el responsable de su buen funcionamiento, su autoridad se extiende a todo el territorio nacional.  Ejercerá la acción penal pública y las atribuciones que la ley otorga al Ministerio Público, por sí mismo o por medio de los órganos de la  institución.  Convocará al Consejo del Ministerio Público cada vez que resulte necesario su asesoramiento y con el objeto de que dicho órgano cumpla con las atribuciones que le asigna ésta ley (artículo 10 de la Ley Orgánica del Ministerio Público).  

(2) Unidad Fiscal de Delitos Administrativos:  Las agencias fiscales de la Unidad Fiscal de Delitos Administrativos conocerá los delitos tipificados en el Código Penal como Delitos contra la Administración Pública.  Dicha Unidad forma parte de la Fiscalía de Sección Contra la Corrupción que tiene a su cargo el ejercicio de la acción y la persecución penal de todos aquellos hechos de corrupción, actos arbitrarios o abusos en el ejercicio de funciones, con o sin beneficio aparente, que constituyan delito cometido por funcionario, empleado público o cualquier otra persona, haya participado, cuyos efectos o daños del delito o por las circunstancias personales del sindicado, causen alto impacto social (artículos 10 y 11 de la propuesta de modificación al Reglamento de la Fiscalía de Sección contra la Corrupción).

Artículo 10. Objeto. La Fiscalía de Sección Contra la Corrupción tiene a su cargo el ejercicio de la acción y la persecución penal de todos aquellos hechos de corrupción, actos arbitrarios o de abuso en el ejercicio de funciones, con o sin beneficio aparente, que constituyan delito cometido por funcionario, empleado público o cualquier otra persona, haya participado en los mismos o los encubra y que, por su naturaleza, las circunstancias en que se cometieron los hechos, los efectos o daños del delito o por las circunstancias personales del sindicado, causen alto impacto social.

Artículo 11. Estructura Orgánica. La Fiscalía de Sección Contra la Corrupción estará conformada por agencias fiscales, la unidad de apoyo operativo, la unidad de apoyo pericial, la unidad de análisis de información y la unidad de Apoyo Administrativo-Financiero.

Las agencias fiscales estarán distribuidas en las unidades fiscales siguientes:

a. Unidad Fiscal de Lavado de Dinero u otros Activos. Ésta unidad estará conformada por dos agencias fiscales.

b. Unidad Fiscal’de Delitos Económicos. Ésta unidad estará integrada por tres agencias fiscales.

c. Unidad Fiscal de Delitos Administrativos. Ésta unidad estará integrada por dos agencias fiscales.

d. Unidad Fiscal de Asuntos Internos. Esta unidad estará integrada por una agencia fiscal.

e. Unidad Fiscal de Casos Especiales de Corrupción. Ésta unidad estará integrada por cuatro agencias fiscales.

d) Ministerio Público

(1) El ministerio Público es una institución con funciones autónomas, promueve la persecución penal y dirige la investigación de los delitos de acción pública; además velar por el  estricto cumplimiento de las leyes del país.  En el ejercicio de esa función, el Ministerio Público perseguirá la realización de la justicia, y actuará con objetividad, imparcialidad y con apego al principio de legalidad, en los términos que la ley establece (Ley Orgánica del Ministerio Público).

e) Oficinas, direcciones nacionales, comisiones de ética pública/lucha contra la corrupción

(1)  El Organismo Ejecutivo,  creó  la Comisión para la Transparencia y Contra la Corrupción, que funcionará como una instancia unipersonal con un Comisionado designado, y cuyas funciones son: 1. Alentar y apoyar iniciativas que contribuyan al alcance de los objetivos de la Política  Gubernamental de Transparencia y Combate a la Corrupción; 2. Orientar y Asesorar al Presidente de la República y Ministros de Estado, en cuanto a la adopción de mecanismos y creación de hormas para prevenir, detectar, sancionar, y erradicar la corrupción y promoción de la transparencia establecidos en instrumentos normativos de carácter nacional e internacional; 3. Promover la creación de un Consejo Multidisciplinario para la Transparencia, integrado por delegados del Gobierno de la República y personalidades honorables de la sociedad civil guatemalteca, nombrados por el Presidente de la República a propuesta del Comisionado para la Transparencia y Contra la Corrupción, cuyo propósito sea el de apoyar la política gubernamental de transparencia y combate a la corrupción; 4. Asesorar al Presidente de la República en la elaboración de políticas generales, proyectos de Ley, reglamentaciones y procedimientos para la prevención y combate a la corrupción; 5. Promover y facilitar espacios de diálogo, orientación, reflexión, sensibilización, estudio y análisis sobre la importancia del establecimiento de cultura general de transparencia y de combate a la corrupción; y 6.  Asesorar al Presidente de la República en materia de combate a la corrupción y promoción de la transparencia (artículo 1 y 2 del Acuerdo Gubernativo No. 91-2004).

f) Procuraduría General de la Nación

(1) La Procuraduría General de la Nación tiene a su cargo la función de asesoría y consultoría de los órganos y entidades estatales (artículo 1 del Decreto 67-2002).

g) Programas Presidenciales

(1) El Organismo Ejecutivo,  creó  la Comisión para la Transparencia y Contra la Corrupción, que funcionará como una instancia unipersonal con un Comisionado designado, y cuyas funciones son: 1. Alentar y apoyar iniciativas que contribuyan al alcance de los objetivos de la Política  Gubernamental de Transparencia y Combate a la Corrupción; 2. Orientar y Asesorar al Presidente de la República y Ministros de Estado, en cuanto a la adopción de mecanismos y creación de hormas para prevenir, detectar, sancionar, y erradicar la corrupción y promoción de la transparencia establecidos en instrumentos normativos de carácter nacional e internacional; 3. Promover la creación de un Consejo Multidisciplinario para la Transparencia, integrado por delegados del Gobierno de la República y personalidades honorables de la sociedad civil guatemalteca, nombrados por el Presidente de la República a propuesta del Comisionado para la Transparencia y Contra la Corrupción, cuyo propósito sea el de apoyar la política gubernamental de transparencia y combate a la corrupción; 4. Asesorar al Presidente de la República en la elaboración de políticas generales, proyectos de Ley, reglamentaciones y procedimientos para la prevención y combate a la corrupción; 5. Promover y facilitar espacios de diálogo, orientación, reflexión, sensibilización, estudio y análisis sobre la importancia del establecimiento de cultura general de transparencia y de combate a la corrupción; y 6.  Asesorar al Presidente de la República en materia de combate a la corrupción y promoción de la transparencia (artículo 1 y 2 del Acuerdo Gubernativo No. 91-2004)

h) Ministerio de Finanzas Públicas

(1) Al Ministerio de Finanzas Públicas le corresponde cumplir y hacer cumplir todo lo relativo al régimen jurídico hacendario del Estado, incluyendo la recaudación y administración de los ingresos fiscales, la gestión de financiamiento interno y externo, la ejecución presupuestaria y el registro y control de los bienes que constituyen el patrimonio del Estado (Artículo 35 de la Ley del Organismo Ejecutivo).

i) Tribunal de cuentas 
(1) La Dirección de Asuntos Jurídicos será la responsable de las acciones legales, procuración y asesoría que se desprendan de la función institucional de la Contraloría General de Cuentas y dentro de sus funciones se encuentra la de ejercer la procuración y seguimiento de las acciones legales promovidas ante los tribunales por la Contraloría (Artículo 23 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas).

El Tribunal de Cuentas se regula por la Ley del Tribunal de Cuentas, que deviene de la separación legislativa de la Contraloría de Cuentas del Decreto 1126 del Congreso de la República.  

El mismo se organiza conforme el artículo 33, con indepedencia funcional.

La jurisdicción en materia de cuentas es privativa e improrrogable. (Artículo 42).
El Tribiunal de Cuentas tene como fin exclusivo conocer en los procedimientos para obtener el pago de los adeudos a favor del fisco, las municipalidades, las entidades autónomas y las instituciones descentralizadas.  Los adeudos a que se refiere este artículo, son aquellos que proceden de un fallo condenatorio de cuentas, multas y demora en obligaciones tributarias. (Artículo 45).

Para iniciar un juicio de cuentas es necesario que previamente exista el expediente en glosa con reparos no desvanecidos, tramitado y formulado por la Contraloría de Cuentas. (Artículo 55).

La Contraloría de Cuentas está obligada a remitir al Tribunal de Cuentas los expedientes que den lugar a procedimiento, formados en virtud de revisiones, glosas, auditorías o inspecciones que efectúen de conformidad con la Ley, los cuales servirán de base para el juicio respectivo.La Contraloría, al remitir los mencionados expedientes, dictará la providencia correspondiente, con las observaciones del caso. (Artículo 56). 

Cada expediente de reparos no desvanecidos dará origen a un juicio de cuentas por separado; sin embargo, ante los jueces de Primer Grado o en segunda instancia, si no se hubiere hecho en primera, se podrá pedir la acumulación de conformidad con las reglas que para el caso fijan las leyes procesales civiles.  (Artículo 57)

El juicio de cuentas tiene por objeto establecer de manera definitiva si el patrimonio nacional o de las instituciones, entidades o empresas sujetas a fiscalización ha sufrido pérdidas en el manejo de su hacienda, la restitución o pago correspondientes en caso de responsabilidad y la imposición de sanciones de acuerdo con la ley. (Artículo 70). 

V. MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN

A. Mecanismos de Participación en General
1. Acción de Habeas Data 

(1) En Guatemala no existe regulado de manera explícita la Acción de Habeas Data pero la Constitución Política de la República en sus artículos 28, 29, 30 y 31 regula el Derecho de Petición, el Libre acceso a Tribunales y Dependencias del Estado, la Publicidad de los Actos Administrativos y el Acceso a archivos y registros estatales.  

(a) ARTICULO 28. Derecho de petición. Los habitantes de la República de Guatemala tienen derecho a dirigir, individual o colectivamente, peticiones a la autoridad, la que está obligada a tramitarlas y deberá resolverlas conforme a la ley.  En materia administrativa el término para resolver las peticiones y notificar las resoluciones no podrá exceder de treinta días.  En materia fiscal, para impugnar resoluciones administrativas en los expedientes que se originen en reparos o ajustes por cualquier tributo, no se exigirá al contribuyente el pago previo del impuesto o garantía alguna.

(b) ARTICULO 29. Libre acceso a tribunales y dependencias del Estado. Toda persona tiene libre acceso a los tribunales, dependencias y oficinas del Estado, para ejercer sus acciones y hacer valer sus derechos de conformidad con la ley.  Los extranjeros únicamente podrán acudir a la vía diplomática en caso de denegación de justicia.

(c) ARTICULO 30. Publicidad de los actos administrativos. Todos los actos de la administración son públicos. Los interesados tienen derecho a obtener, en cualquier tiempo, informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten y la exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia.

(d) ARTICULO 31. Acceso a archivos y registros estatales. Toda persona tiene el derecho de conocer lo que de ella conste en archivos, fichas o cualquier otra forma de registros estatales, y la finalidad a que se dedica esta información, así como a corrección, rectificación y actualización. Quedan prohibidos los registros y archivos de filiación política, excepto los propios de las autoridades electorales y de los partidos políticos.

(2) En caso de que la autoridad Estatal deniegue el acceso a la información detallada en los artículos de la Constitución Política de la República de Guatemala, se puede plantear un amparo, basado en el artículo 10, inciso a) de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad, con el propósito de que a la persona afectada se le mantenga o restituya en el goce de los derechos y garantías que establece la Constitución o cualquier otra ley.

2. Acciones contra autoridades públicas

(1) Artículo 265 de la Constitución Política de la República:  Se instituye el amparo con el fin de proteger a las personas contra las amenazas de violaciones a sus derechos o para restaurar el imperio de los mismos cuando la violación hubiere ocurrido. No hay ámbito que no sea susceptible de amparo, y procederá siempre que los actos, resoluciones, disposiciones o leyes de autoridad lleven implícitos una amenaza, restricción o violación a los derechos que la Constitución y las leyes garantizan.

(2) Artículo 19 de la Ley de lo Contencioso Administrativo:  Procederá el proceso contencioso administrativo:  1.  En caso de contienda por actos y resoluciones de la administración y de las entidades descentralizadas y autónomas del Estado; 2.  En los casos de controversias derivadas de contratos y concesiones administrativas.

(3) El recurso de revocatoria dentro del trámite administrativo, regulado por el artículo 7 de la Ley de lo Contencioso Administrativo.  Dicho recurso procede en contra de resoluciones dictadas por autoridad administrativa que tenga superior jerárquico dentro del mismo ministerio o entidad descentralizada o autónoma.  Se interpondrá dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la resolución, en memorial dirigido al órgano administrativo que la hubiere dictado.

(4) El recurso de reposición dentro del trámite administrativo, regulado por el artículo 9 de la Ley de lo Contencioso Administrativo.  Dicho recurso procede contra las resoluciones dictadas por los ministerios, y, contra las dictadas por las autoridades administrativas superiores, individuales o colegiadas, de las entidades descentralizadas o autónomas.  

3. Acción de Amparo 

(1) Artículo 8 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad.  El amparo protege a las personas contra las amenazas de violaciones a sus derechos o restaura el imperio de los mismos cuando la violación hubiere ocurrido.  No hay ámbito que no sea susceptible de amparo y procederá siempre que los actos, resoluciones, disposiciones o leyes de autoridad lleven implícitos una amenaza, restricción o violación de los derechos que la Constitución y las leyes garantizan.

4. Carácter reservado y restringido de cierta información
a) Datos personales 

(1) Artículo 24 de la Constitución Política de la República. Inviolabilidad de correspondencia, documentos y libros. La correspondencia de toda persona, sus documentos y libros son inviolables. Sólo podrán revisarse o incautarse, en virtud de resolución firme dictada por juez competente y con las formalidades legales. Se garantiza el secreto de la correspondencia y de las comunicaciones telefónicas, radiofónicas, cablegráficas y otros productos de la tecnología moderna.  Los libros, documentos y archivos que se relacionan con el pago de impuestos, tasas, arbitrios y contribuciones, podrán ser revisados por la autoridad competente de conformidad con la ley. Es punible revelar el monto de los impuestos pagados, utilidades, pérdidas, costos y cualquier otro dato referente a las contabilidades revisadas a personas individuales o jurídicas, con excepción de los balances generales, cuya publicación ordene la ley.  Los documentos o informaciones obtenidas con violación de este artículo no producen fe ni hacen prueba en juicio.

(2)  Artículo 30 de la Constitución Política de la República.  Todos los actos de la administración son públicos. Los interesados tienen derecho a obtener, en cualquier tiempo, informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten y la exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia. 

(3) Artículo 31 de la Constitución Política de la República.  Toda persona tiene el derecho de conocer lo que de ella conste en archivos, fichas o cualquier otra forma de registros estatales, y la finalidad a que se dedica esta información, así como a corrección, rectificación y actualización. Quedan prohibidos los registros y archivos de filiación política, excepto los propios de las autoridades electorales y de los partidos políticos.

5. Derecho de Petición 

(1) Artículo 28 de la Constitución Política de la República.  Los habitantes de la República de Guatemala tienen derecho a dirigir, individual o colectivamente, peticiones a la autoridad, la que está obligada a tramitarlas y deberá resolverlas conforme a la ley.  En materia administrativa el término para resolver las peticiones y notificar las resoluciones no podrá exceder de treinta días.  En materia fiscal, para impugnar resoluciones administrativas en los expedientes que se originen en reparos o ajustes por cualquier tributo, no se exigirá al contribuyente el pago previo del impuesto o garantía alguna.

6. Formas de participación ciudadana 

a) Acciones populares y de grupo 

(1) Artículo 134 inciso d) de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad.  Tienen legitimación para plantear la inconstitucionalidad de leyes, reglamentos o disposiciones de carácter general cualquier persona con el auxilio de tres abogados colegiados activos.

(2) Artículo 28 de la Constitución Política de la República.  Los habitantes de la República de Guatemala tienen derecho a dirigir, individual o colectivamente, peticiones a la autoridad, la que está obligada a tramitarlas y deberá resolverlas conforme a la ley.

(3) Artículo 29 de la Constitución Política de la República.  Toda persona tiene libre acceso a los tribunales, dependencias y oficinas del Estado, para ejercer sus acciones y hacer valer sus derechos de conformidad con la ley.

b) Audiencias públicas 

En tiempos recientes el Congreso de la República, ha promovido la participación ciudadana en las discusiones de las iniciativas de ley, a través de la convocatoria a audiencias públicas, que físicamente se realizan en el edificio del Congreso, ejemplos de estas son las convocadas para la reforma fiscal aprobada en el presente año.  Con la reciente modificación del sitio Web del Congreso, www.congreso.gob.gt, se pretende introducir la posibilidad de participación en foros públicos virtuales, durante el tiempo de discusión de las iniciativas de ley. 

c) Consultas a los ciudadanos/popular, referendos, plebiscitos 

(1) Artículo 173 de la Constitución Política de la República.  Las decisiones políticas de especial trascendencia deberán ser sometidas a procedimiento consultivo de todos los ciudadanos.  La consulta será convocada por el Tribunal Supremo Electoral a iniciativa del Presidente de la República o del Congreso de la República, que fijarán con precisión la o las preguntas que se someterán a los ciudadanos.  La ley constitucional electoral regulará lo relativo a esta institución.

(2) Artículo 280 de la Constitución Política de la República.  Reformas por el Congreso y consulta popular. Para cualquier otra reforma constitucional, será necesario que el Congreso de la República la apruebe con el voto afirmativo de las dos terceras partes del total de diputados. Las reformas no entrarán en vigencia sino hasta que sean ratificadas mediante la consulta popular a que ser refiere el artículo 173 de esta Constitución.  Si el resultado de la consulta popular fuere de ratificación de la reforma, ésta entrará en vigencia sesenta días después que el Tribunal Supremo Electoral anuncie el resultado de la consulta.

(3) Artículo 19 de las Disposiciones Transitorias de la Constitución Política de la República.   El Ejecutivo queda facultado para realizar las gestiones que tiendan a resolver la situación de los derechos de Guatemala respecto a Belice, de conformidad con los intereses nacionales. Todo acuerdo definitivo deberá ser sometido por el Congreso de la República al procedimiento de consulta popular previsto en el artículo 173 de la Constitución.

(4) Se consideran derechos y deberes de los Ciudadanos, en materia electoral, (Artículo 3 de la Ley Electoral)

(a) Respetar y defender la Constitución Política de la República.

(b) Inscribirse en el Registro de Ciudadanos y obtener el Documento de Identificación Personal que lo faculte para poder ejercitar los derechos y cumplir los deberes a que se refiere el presente artículo.

(c) Elegir y ser electo.

(d) Ejercer el sufragio.

(e) Optar a cargos públicos.

(f) Velar por la libertad y efectividad del sufragio y la pureza del proceso electoral.

(g) Defender el principio de alternabilidad y no reelección en el ejercicio de la Presidencia y Vicepresidencia de la República.

(h) Desempeñar las funciones electorales para las que sean designados

(5) Artículo 17 inciso j) del Código Municipal.  Es un derecho conferido a los vecinos participar en las consultas a los vecinos de conformidad con la ley.

d) Contratación Pública

(1) La Ley de Contrataciones del Estado, regula a compra, venta y la contratación de bienes, suministros, obras y servicios que requieran los organismos del Estado, sus entidades descentralizadas y autónomas, unidades ejecutoras, las municipalidades y las empresas públicas estatales o municipales con personas jurídicas o individuales, tanto nacionales como internacionales, con el propósito de promover el desarrollo económico de la Nación, en beneficio de sus habitantes y para la realización del bien común.

e) Gestión y defensa de intereses  

(1) Artículo 17 de la Ley de Descentralización.  La participación ciudadana es el proceso por medio del cual una comunidad organizada, con fines económicos, sociales o culturales, participa en la planificación, ejecución y control integral de las gestiones del gobierno nacional, departamental y municipal, para facilitar el proceso de descentralización.

(2) Artículo 18 de la Ley de Descentralización.  Las organizaciones comunitarias reconocidas conforme a la ley, de igual manera podrán participar en la realización de obras, programas y servicios públicos de su comunidad, en coordinación con las autoridades municipales.

(3) Artículo 19 del Reglamento de la Ley de Descentralización.  La participación ciudadana que impulsará la descentralización se orientará esencialmente a la provisión de bienes y servicios públicos en ámbitos locales por parte de organizaciones ciudadanas constituidas y registradas conforme a la ley que actúen en el ámbito local. Las organizaciones ciudadanas también podrán ejercer auditoria social la revisión de las actuaciones de los entes a cargo de competencias descentralizadas.

(4) Artículo 20 del Reglamento de la Ley de Descentralización.  Sin perjuicio de los mecanismos establecidos legalmente para solicitar el rendimiento de cuentas a sus autoridades, las asociaciones y los comités podrán dirigirse a los entes destinatarios de competencias descentralizadas solicitando información sobre la ejecución de planes y programas a fin de evaluar su cumplimiento de conformidad con la ley y hacer las denuncias cuando corresponda ante los órganos competentes.

(5) Artículo 21 del Reglamento de la Ley de Descentralización.  Los programas de trabajo y los presupuestos de las competencias descentralizadas, deben expresar los objetos y resultados concretos que se pretenden con los mismos, así como los medios e indicadores que permitan verificar su logro, en función de la transparencia de administración pública, a manera de facilitar la auditoria social.

f) Gestión y fiscalización de empresas estatales 

(1) Artículo 19 de la Ley de Descentralización.  Las comunidades organizadas conforme a la ley, tendrán facultad para realizar la auditoria social de los programas de descentralización que se ejecuten en sus respectivas localidades y en los que tengan participación directa, ya sea en el ámbito municipal, departamental, regional o nacional. En caso necesario, solicitarán a la Controlaría General de Cuentas la práctica de la auditoria que corresponda, cuyos resultados deberán serle informados dentro del plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que ésta concluya.

g) Gestión municipal, Cabildos municipales 

(1) El artículo 38 del Código Municipal en su cuarto párrafo establece que las sesiones del Consejo Municipal serán públicas, pero podrán ser privadas cuando así se acuerde y siempre que el asunto a considerar afecte el orden público, o el honor y decoro de la municipalidad o de cualesquiera de sus integrantes. También, cuando la importancia de un asunto sugiera la conveniencia de escuchar la opinión de los vecinos, el Concejo Municipal, con el voto de las dos terceras partes del total de sus integrantes, podrá acordar que la sesión se celebre a cabildo abierto, fijando en la convocatoria, el lugar, día y hora de la sesión. En estas sesiones del concejo, los vecinos que asistan tendrán voz pero no voto, debiendo todos guardar la compostura, decoro y dignidad que corresponde a una reunión de tal naturaleza, de lo contrario, la misma se suspenderá sin responsabilidad del Concejo Municipal.

h) Juntas de vecinos 

(1) Artículo 19 del Código Municipal.  Las asociaciones de vecinos a las que se refiere el artículo anterior, se constituirán mediante escritura pública cuyo testimonio será presentado al registrador civil, para los efectos del otorgamiento de la personalidad jurídica, la que será efecto de su inscripción en el libro correspondiente del registro civil, en un tiempo no mayor de treinta (30) días calendario. Los requisitos que debe cumplir la escritura pública, sin perjuicio de lo que establece el artículo veintinueve (29) del Código de Notariado, serán: nombre, sede y la duración de la asociación, establecer claramente sus fines, objetivos, el ámbito de su acción, forma de su organización, la identificación fehaciente de las personas que la integran, y designación de quien o quienes ejercerán su representación legal.

(2) Artículo 12 de la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.  Podrán organizarse los Consejos Locales de Desarrollo en las comunidades con características de permanencia en un espacio territorial determinado y que cuenten con un mínimo de población de 250 habitantes, mayores de 18 años. El Consejo Local se integra con: a) Asamblea de vecinos;  b) Comité Ejecutivo.

(3) Artículo 14 de la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.  La Asamblea de Vecinos es el órgano de mayor jerarquía del Consejo Local de Desarrollo; deberá reunirse ordinariamente dos veces al año y extraordinariamente cuantas veces fuera necesario, con un quórum mínimo de un tercio de su población, todos sus miembros tienen derecho a participar con voz y voto; es convocada públicamente, por lo menos con una semana de anticipación, por su presidente o a solicitud de cien (100) o más vecinos; sus resoluciones tienen validez con el voto favorable de la mayoría de los vecinos presentes.

i) Medio Ambiente 

(1) Artículo 1 de la Ley de Protección y Mejoramiento del Medio Ambiente.  El Estado, las municipalidades y los habitantes del territorio nacional, propiciarán el desarrollo social, económico, científico y tecnológico que prevenga la contaminación del medio ambiente y mantenga el equilibrio ecológico. Por lo tanto, la utilización y aprovechamiento de la fauna, la flora, el suelo, subsuelo y el agua, deberán realizarse racionalmente.

j) Participación Política y electoral 

(1) Artículo 3 de la Ley Electoral y de Partidos Políticos.  Son derechos inherentes a los ciudadanos:  a)  Respetar y defender la Constitución Política de la República; b)  Inscribirse en el Registro de Ciudadanos; c)  Elegir y ser electo; d)  Ejercer el sufragio; e)  Optar a cargos públicos; f)  Velar por la libertad y efectividad del sufragio y la pureza del proceso electoral; g)  Defender el principio de alternabilidad y no reelección en el ejercicio de la Presidencia de la República; h)  Desempeñar las funciones electorales para las que sean designados.

k) Planes de Desarrollo

(1) Artículo 1 de la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.  Los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural se instituyen para organizar y coordinar la administración pública mediante la formulación de las políticas de desarrollo urbano y rural, así como la de ordenamiento territorial, y promover la organización y participación de la población en el desarrollo integral del país, conformando un Sistema Nacional de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.

(2) Artículo 2 del Reglamento Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.  El Sistema de Consejos de Desarrollo es el espacio de relación y encuentro ciudadano multiétnico, multilingüe y pluricultural, que permite a todos los habitantes del país, su participación propositivamente en la toma de decisiones para la organización, coordinación y planificación del desarrollo integral de sus comunidades, municipios, departamentos, regiones y la nación. El sistema respeta, reconoce y garantiza el ejercicio y desarrollo de los valores materiales, sociales, espirituales y las formas de organización de las culturas maya, xinca, garifuna y no indígena.  Asimismo, el Sistema de Consejos de Desarrollo permite la instauración de un diálogo armonioso entre las diferentes culturas y la participación activa de las diversas comunidades para coadyuvar a fortalecer la unidad nacional.

l) Presentación de iniciativas de ley 

(1) Artículo 174 de la Constitución Política de la República.  Para la formación de las leyes tienen iniciativa los diputados al Congreso, el Organismo Ejecutivo, la Corte Suprema de Justicia, la Universidad de San Carlos de Guatemala y el Tribunal Supremo Electoral.  No existe ninguna prohibición para que cualquier persona pueda remitir proyectos de ley a estos organismos, con el propósito de ellos los propongan ante el Congreso de la República.

(2) De conformidad con el artículo 277 de la Constitución Política de la República.  Para reformar la la Constitución, tiene iniciativa el pueblo, a través de solicitud refrendada por diez mil ciudadanos. 

m)  Servicios públicos 

(1) Artículo 4 inciso 2) de la Ley de Descentralización.  Es un principio orientador del proceso y de la política de descentralización del Organismo Ejecutivo la eficiencia y eficacia en la prestación de los servicios públicos.

(2) Artículo 4 del Reglamento de la Ley de Descentralización.  En la prestación de los servicios que se presten en virtud de la descentralización del Organismo Ejecutivo, sus objetivos tendrán especificados el grado de cumplimiento que se espera alcanzar mediante la aplicación de los criterios siguientes:  a) Cercanía y oportunidad en la prestación de los servicios públicos hacia las comunidades;  b)  Mejoramiento de la calidad de los servicios;  c)  Aumento de la cobertura de los servicios;  d)  Mejorar sustancialmente la redistribución del ingreso y la asignación de los recursos;  e)  Reducción de los costos de operación e inversión;  f)  Aumento de la rentabilidad social mediante la participación ciudadana;  g)  Aumento de la equidad económica y social e inclusión del enfoque de género en el proceso de descentralización del Organismo Ejecutivo;  h)  Aumento del esfuerzo local propio en la recaudación de ingresos y en el mejoramiento del gasto público municipal;  i)  Efectiva auditoria social sobre la gestión de los programas y proyectos descentralizados; y  j)  Coordinación entre la administración pública central y municipal.

n) Otros 

(1) Comunidades de los Pueblos Indígenas (regulado en el artículo 20 del Código Municipal).  Las comunidades de los pueblos indígenas son formas de cohesión social natural y como tales tienen derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, debiendo inscribirse en el registro civil de la municipalidad correspondiente, con respeto de su organización y administración interna que se rige de conformidad con sus normas, valores y procedimientos propios, con sus respectivas autoridades tradicionales reconocidas y respetadas por el Estado, de acuerdo a disposiciones constitucionales y legales.

o) Veedurías ciudadanas 

(1) Artículo 4, inciso i) del Reglamento de la Ley de Descentralización.  En la prestación de los servicios que se presten en virtud de la descentralización del Organismo Ejecutivo, sus objetivos tendrán especificados el grado de cumplimiento que se espera alcanzar mediante la aplicación del criterio de efectiva auditoria social sobre la gestión de los programas y proyectos descentralizados.

(2) Artículo 19 de la Ley de Descentralización.  Las comunidades organizadas conforme a la ley, tendrán facultad para realizar la auditoría social de los programas de descentralización que se ejecuten en sus respectivas localidades y en los que tengan participación directa, ya sea en el ámbito municipal, departamental, regional o nacional. En caso necesario, solicitarán a la Controlaría General de Cuentas la práctica de la auditoría que corresponda, cuyos resultados deberán serle informados dentro del plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que ésta concluya.

7. Incentivos a la participación ciudadana 

(1) Capítulo V de la Ley General de Descentralización sobre el Fomento de la Participación Ciudadana en el Proceso de Descentralización y su Organización en el cual se tratan los temas de Participación de la población, De las organizaciones comunitarias, y Fiscalización social.

Participación de la población. La participación ciudadana es el proceso por medio del cual una comunidad organizada, con fines económicos, sociales o culturales, participa en la planificación, ejecución y control integral de las gestiones del gobierno nacional, departamental y municipal, para facilitar el proceso de descentralización.

Organizaciones comunitarias. Las organizaciones comunitarias reconocidas podrán participar en la realización de obras, programas y servicios públicos de su comunidad, en coordinación con las autoridades municipales.

Fiscalización social. Las comunidades organizadas tendrán facultad para realizar la auditoría social de los programas de descentralización que se ejecuten en sus respectivas localidades y en los que tengan participación directa, ya sea en el ámbito municipal, departamental, regional o nacional. En caso necesario, solicitarán a la Controlaría General de Cuentas la práctica de la auditoría que corresponda, cuyos resultados deberán serle informados dentro del plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que ésta concluya.

8. Normas Generales 

(1) Constitución Política de la República
(2) Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad
(3) Ley Electoral y de Partidos Políticos
(4) Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural y su Reglamento
(5) Ley General de Descentralización y su Reglamento
(6) Código Municipal
9. Partidos Políticos 

(1) Artículo 18 de la Ley Electoral y de Partidos Políticos.  Los partidos políticos legalmente constituidos en el Registro de Ciudadanos, son instituciones de derecho público, con responsabilidad jurídica y de duración indefinida, salvo los casos establecidos en la presente ley.

(2) Artículo 20 de la Ley Electoral y de Partidos Políticos.  Los partidos políticos gozan de los derechos siguientes:  a)  Postular candidatos a cargos de elección popular; b)  Fiscalizar todas las actividades del proceso electoral por medio de los fiscales que designen de conformidad con la ley; c)  Designar dentro de los ocho días siguientes a la fecha de convocatoria a una elección, a sus respectivos fiscales nacionales ante el Tribunal Supremo Electoral quienes tiene el derecho de asistir a las sesiones que éste celebre; d)  Denunciar ante el Tribunal Supremo Electoral o el Inspector Electoral cualquier anomalía de la cual tengan conocimiento y exigir que se investiguen las actuaciones que vulneren las normas y principios de la legislación electoral de partidos políticos; e)  Usar franquicia postal y telegráfica en su función fiscalizadora del proceso electoral; f)  gozar del financiamiento estatal, a razón de dos quetzales por voto legalmente emitido a su favor, siempre que el partido haya obtenido no menos del cuatro por ciento del total de sufragio válidos depositados en las elecciones generales; y g)  Realizar con apego a la ley las actividades que sean necesarias para el cumplimiento de sus funciones.  

10. Sanciones para funcionarios que incumplan con la obligación de suministrar información 

(1) En virtud de que el Derecho de Habeas Data no se encuentra explícitamente regulado en las normas legales en Guatemala, no existe una sanción específica para los funcionarios que incumplan con la obligación de suministrar información.  Sin embargo, en base a los principios establecidos dentro de la Constitución Política de la República en sus artículos 28, 29, 30, y 31, se puede aplicar el Delito de Desobediencia regulado en el Código Penal  a aquellos funcionarios que incumplan con dichos principios.

11.  Solicitudes de información  
a) Costos 

(1) Los costos de las solicitudes de información varían según la dependencia estatal ante la cual se presenten.  Algunas entidades del Estado suministran la información de manera gratuita, otras establecen un costo, si existiere necesidad de fotocopiar documentos, y por último, hay aquellas que establecen un cobro para la emisión de certificaciones.

(2) De conformidad con el artículo 2 de la Ley de lo Contencioso Administrativo, el ejercicio de derecho de petición, que da origien a la actuación administrativa, es gratuito.  

b) Requisitos formales

(1)  No existen requisitos legales para la solicitud de información ante las dependencias del Estado.  En la práctica puede solicitarse de manera verbal o escrita.

(2) El artículo 1 de la Ley de lo Contencioso Administrativo, regula respecto el Derecho de petición, que Las peticiones que se dirijan a funcionarios o empleados de la administración pública, deberán ser resueltas y notificadas dentro del plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que haya concluido el procedimiento administrativo. El órgano administrativo que reciba la petición, al darle trámite deberá señalar las diligencias que se realizarán para la formación del expediente. Al realizarse la última de ellas, las actuaciones estarán en estado de resolver, para el efecto de lo ordenado en el párrafo precedente. Los órganos administrativos deberán elaborar y mantener un listado de requisitos que los particulares deberán cumplir en las solicitudes que les formulen. Las peticiones que se planteen ante los órganos de la administración pública se harán ante la autoridad que tenga competencia para conocer y resolver. Cuando se hagan por escrito, la dependencia anotará día y hora de presentación. Y asimismo el artículo 2 de la Ley de lo Contencioso Administrativo, como principios de la actuación administrativa: que los expedientes administrativos deberán impulsarse de oficio, se formalizarán por escrito, observándose el derecho de defensa y asegurando la celeridad, sencillez y eficacia del trámite. La actuación administrativa será gratuita.

c) Plazos en los que deben ser resueltas estas solicitudes 

(1) No existe un plazo legal para el suministro de información solicitada por particulares ante las entidades del Estado.  Pero se puede aplicar el artículo 1 de la Ley de lo Contencioso Administrativo que fija un plazo de 30 días para que las peticiones que se dirijan a funcionarios o empleados de la administración pública, sean resueltas y notificadas.

B. Mecanismos para el Acceso a la Información

1. Contratación pública 

(1) La Resolución 100-2004 del Director de la Dirección Formativa de Contrataciones y Adquisiciones del Estado crea el Sistema de Información de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, denominado GUATECOMPRAS, funciona a través de la dirección en Internet  www.guatecompras.gt.  Los organismos del Estado, sus entidades descentralizadas y autónomas, las unidades ejecutoras, las municipalidades, las empresas públicas estatales o municipales y las entidades no gubernamentales que administren fondos internacionales o de fuente extranjera con el objeto de proveer de bienes, obras o servicios al Estado de Guatemala, sin perjuicio de seguir utilizando el procedimiento que actualmente aplican, deben de utilizar el sistema GUATECOMPRAS para publicar toda la información relacionada con la contratación y adquisición de bienes, suministros, obras y servicios que requieran efectuar por medio de licitaciones, cotizaciones u otros tipos de concursos.

(2) El Estado el 14 de abril del 2,004 a través de la Dirección Normativa de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, la cual administra el Sistema de GUATECOMPRAS, se comprometió a dar apertura a la información de obras públicas para que sea monitoreada por el sistema SIMOP.

2. Derecho de Petición 

(1) Artículo 28 de la Constitución Política de la República.  Los habitantes de la República de Guatemala tienen derecho a dirigir, individual o colectivamente, peticiones a la autoridad, la que está obligada a tramitarlas y deberá resolverlas conforme a la ley.

3. Derecho a solicitar información  

(1) Las entidades del Estado tienen sitios de internet,  a través de los cuales se pueden efectuar consultas, y solicitar información, por medio de búsquedas y correos electrónicos.

(2) SNIP / SEGEPLAN
El Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP) se implementó en el año 2001 con el propósito central de mejorar la calidad de la inversión pública. Es un instrumento técnico, que en primera instancia definió y ordenó el proceso de inversión, para que los recursos se utilicen para financiar las opciones de inversión que presentan mayor rentabilidad económica y social. El sistema ofrece varias ventajas, entre las que estarían: 1) promueve la transparencia de la inversión pública, permitiendo la auditoria social; 2) coadyuva al proceso de descentralización de la administración pública; 3) es un instrumento operativo de la planificación participativa; 4) vincula estrechamente la planificación con la asignación de recursos de inversión; y 5) fortalece y moderniza la gestión pública.

El SNIP ha promovido innovación en la forma de presentar y proponer la asignación de los recursos de inversión del Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado, mediante la formulación sistemática y consistente de las soluciones a los problemas identificados, a través de proyectos que deben cumplir con requisitos mínimos de información, procedimientos y normas establecidos para todas las entidades del sector público. Para el efecto, el SNIP coadyuva a la elaboración y actualización de un Programa de Inversiones Públicas (PIP) multianual.

El SNIP opera dentro de un sistema en el que participan e interactúan todas las instituciones públicas, sectoriales y regionales, que ejecutan proyectos de inversión. Está diseñado para capturar los requerimientos de inversión desde la base, es decir desde la población beneficiaria, partiendo de una identificación de proyectos locales, municipales, departamentales, regionales y nacionales, aspecto que fue recientemente incorporado a la Ley de los Consejos de Desarrollo (artículo 6, literal d) Decreto Número 11-2002 del Congreso de la República). De esa cuenta, promueve la utilización eficiente de los recursos otorgados a los Consejos de Desarrollo, al facilitar las funciones de programación y de gestión de la inversión pública.

El SNIP también ha logrado la estrecha coordinación entre la planificación y el proceso de elaboración del presupuesto público de inversión, para garantizar que los recursos se orienten al cumplimiento de los planes y prioridades de gobierno, donde el presupuesto se convierte en el principal instrumento de realización y control de las políticas sectoriales de desarrollo. El SNIP opera en el marco de las políticas macroeconómicas, sectoriales y regionales, las cuales sirven de referencia para la selección y priorización de proyectos.

El SNIP con el objetivo de reforzar la eficiencia del funcionamiento del Sistema, ha impulsado un programa de capacitación que busca promover el uso de metodologías claras y sencillas que consolidan una "cultura de proyectos" en los diferentes niveles geográficos de la administración pública, tanto nacional como territorial.

http://snip.segeplan.gob.gt/sinip/portal/index.htm 

4. Acceso a información pública 

a) Limitaciones al acceso de información
(1) Información reservada o restringida: el artículo 24 de la Constitución Política de la República establece. La correspondencia de toda persona, sus documentos y libros son inviolables. Sólo podrán revisarse o incautarse, en virtud de resolución firme dictada por juez competente y con las formalidades legales. Se garantiza el secreto de la correspondencia y de las comunicaciones telefónicas, radiofónicas, cablegráficas y otros productos de la tecnología moderna.  Los libros, documentos y archivos que se relacionan con el pago de impuestos, tasas, arbitrios y contribuciones, podrán ser revisados por la autoridad competente de conformidad con la ley. Es punible revelar el monto de los impuestos pagados, utilidades, pérdidas, costos y cualquier otro dato referente a las contabilidades revisadas a personas individuales o jurídicas, con excepción de los balances generales, cuya publicación ordene la ley.  Los documentos o informaciones obtenidas con violación de este artículo no producen fe ni hacen prueba en juicio.

(2) El artículo 30 de la Constitución Política de la República, establece como un límite a la publicidad de los actos administrativos, que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia

5. Habeas Data

(1) El Derecho de Habeas Data no se encuentra regulado de manera explícita dentro de la normativa legal de Guatemala, por lo que no existe una normativa que establezca los mecanismos de acceso a la información.

6. Medios de comunicación, acceso, protección y apoyo 

(1) Iniciativa Presidencial de los Gabinetes Móviles
7. Normas Generales

(1) Constitución Política de la República
8. Plazos para entregar información al ciudadano 

(1) El artículo 28 de la Constitución Política de la República establece que en materia administrativa el término para resolver las peticiones y notificar las resoluciones no podrá exceder de treinta días.

(2) En su artículo 16 la Ley de lo Contencioso Administrativo indica que transcurridos treinta días a partir de la fecha en que el expediente se encuentra en estado de resolver, sin que el ministerio o la autoridad correspondiente haya proferido resolución, se tendrá, para el efecto de usar la vía contencioso administrativa, por agotada la vía gubernativa y por confirmado el acto o resolución que motivo el recurso.

9. Plazos para subsanar solicitudes que carecen de algún defecto 

(1) En la legislación guatemalteca no se establece un plazo específico para subsanar solicitudes que carezcan de algún defecto.  Algunos entes estatales notifican por escrito la detección de un defecto, para que el solicitante proceda a subsanarlo; otras instituciones lo hacen de manera verbal, devolviendo la solicitud, para que se vuelva a presentar de manera correcta.

10. Principio de publicidad 

a) Publicación de proyectos de reglamento y otras disposiciones de carácter general 

(1) El sitio de internet del Congreso de la República contiene un listado de los distintos proyectos de leyes que se le han remitido para su aprobación.

b) Contratación Pública  

(1) La Resolución 100-2004 del Director de la Dirección Formativa de Contrataciones y Adquisiciones del Estado crea el Sistema de Información de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, denominado GUATECOMPRAS, funciona a través de la dirección en Internet  www.guatecompras.gt.  Los organismos del Estado, sus entidades descentralizadas y autónomas, las unidades ejecutoras, las municipalidades, las empresas públicas estatales o municipales y las entidades no gubernamentales que administren fondos internacionales o de fuente extranjera con el objeto de proveer de bienes, obras o servicios al Estado de Guatemala, sin perjuicio de seguir utilizando el procedimiento que actualmente aplican, deben de utilizar el sistema GUATECOMPRAS para publicar toda la información relacionada con la contratación y adquisición de bienes, suministros, obras y servicios que requieran efectuar por medio de licitaciones, cotizaciones u otros tipos de concursos.

(2) El Estado el 14 de abril del 2,004 a través de la Dirección Normativa de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, la cual administra el Sistema de GUATECOMPRAS, se comprometió a dar apertura a la información de obras públicas para que sea monitoreada por el sistema SIMOP.
11. Protección, datos personales

(1) Artículo 21 de la Ley de Probidad.  Los datos proporcionados por los funcionarios públicos dentro de su declaración jurada patrimonial deben tenerse como proporcionados bajo garantía de confidencialidad; se prohíbe su divulgación por cualquier medio y sólo podrán verificarse dentro de un proceso judicial.

(2) Artículo 24 de la Constitución Política de la República.  La correspondencia de toda persona, sus documentos y libros son inviolables. Sólo podrán revisarse o incautarse, en virtud de resolución firme dictada por juez competente y con las formalidades legales. Se garantiza el secreto de la correspondencia y de las comunicaciones telefónicas, radiofónicas, cablegráficas y otros productos de la tecnología moderna.  Los libros, documentos y archivos que se relacionan con el pago de impuestos, tasas, arbitrios y contribuciones, podrán ser revisados por la autoridad competente de conformidad con la ley. Es punible revelar el monto de los impuestos pagados, utilidades, pérdidas, costos y cualquier otro dato referente a las contabilidades revisadas a personas individuales o jurídicas, con excepción de los balances generales, cuya publicación ordene la ley.  Los documentos o informaciones obtenidas con violación de este artículo no producen fe ni hacen prueba en juicio.

12. Recursos disponibles ante la denegatoria de entrega de la información 

(1) Proceso Contencioso Administrativo (Ley de lo Contencioso Administrativo).

(2) Amparo (Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad).

13. Requisitos, formalidades para presentación de peticiones o solicitudes de información 

(1)  No existen requisitos legales para la solicitud de información ante las dependencias del Estado.  En la práctica puede solicitarse de manera verbal o escrita.

(2) La Ley de lo Contencioso Administrativo regula el derecho de petición, de la siguiente forma: (Artículo 1) Derecho de petición. Las peticiones que se dirijan a funcionarios o empleados de la administración pública, deberán ser resueltas y notificadas dentro del plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que haya concluido el procedimiento administrativo. El órgano administrativo que reciba la petición, al darle trámite deberá señalar las diligencias que se realizarán para la formación del expediente. Al realizarse la última de ellas, las actuaciones estarán en estado de resolver, para el efecto de lo ordenado en el párrafo precedente. Los órganos administrativos deberán elaborar y mantener un listado de requisitos que los particulares deberán cumplir en las solicitudes que les formulen. Las peticiones que se planteen ante los órganos de la administración pública se harán ante la autoridad que tenga competencia para conocer y resolver. Cuando se hagan por escrito, la dependencia anotará día y hora de presentación.  (Artículo 2) Principios. Los expedientes administrativos deberán impulsarse de oficio, se formalizarán por escrito, observándose el derecho de defensa y asegurando la celeridad, sencillez y eficacia del trámite. La actuación administrativa será gratuita.

14. Sanciones, infracciones a funcionarios públicos que obstaculicen o incumplan derecho de acceso a la información

(1) En virtud de que el Derecho de Habeas Data no se encuentra explícitamente regulado en las normas legales en Guatemala, no existe una sanción específica para los funcionarios que incumplan con la obligación de suministrar información.  Sin embargo, en base a los principios establecidos dentro de la Constitución Política de la República en sus artículos 28, 29, 30, y 31, se puede aplicar el Delito de Desobediencia (regulado en el Artículo 420 del Código Penal), a aquellos funcionarios que incumplan con dichos principios.

15. Sistemas de información

a) Oficinas de consulta, kioscos de información 

(1) El Ministerio Público de conformidad con su ley orgánica, artículo 25, cuenta con una oficina de atención permanente. 

(2) La Contraloría General de Cuentas cuenta con una oficina de atención permanente.

b) Internet

(1) Los entes estatales cuentan con sus sitios de Internet, por medio de los cuales se puede obtener información relacionada con el ámbito de ejercicio de cada ente estatal.

Ej:

- Ministerio Público:


www.mp.lex.gob.gt
- Contraloría General de Cuentas:
www.contraloria.gob.gt 

- Organismo Judicial


www.organismojudicial.gob.gt  

- Ministerio de Finanzas Públicas
www.minfin.gob.gt 

- MFP / Ejecución Presupuestaria
www.transparencia.minfin.gob.gt   

- Oficina Nacional de Servicio Civil www.onsec.gob.gt
C. Mecanismos de Consulta

1. Formas específicas de participación 
a) Audiencias públicas 

En tiempos recientes el Congreso de la República, ha promovido la participación ciudadana en las discusiones de las iniciativas de ley, a través de la convocatoria a audiencias públicas, que físicamente se realizan en el edificio del Congreso, ejemplos de estas son las convocadas para la reforma fiscal aprobada en el presente año.  Con la reciente modificación del sitio Web del Congreso, www.congreso.gob.gt, se pretende introducir la posibilidad de participación en foros públicos virtuales, durante el tiempo de discusión de las iniciativas de ley. 

b) Cabildo abierto 

(1) El artículo 38 del Código Municipal en su cuarto párrafo establece que las sesiones del Consejo Municipal serán públicas, pero podrán ser privadas cuando así se acuerde y siempre que el asunto a considerar afecte el orden público, o el honor y decoro de la municipalidad o de cualesquiera de sus integrantes. También, cuando la importancia de un asunto sugiera la conveniencia de escuchar la opinión de los vecinos, el Concejo Municipal, con el voto de las dos terceras partes del total de sus integrantes, podrá acordar que la sesión se celebre a cabildo abierto, fijando en la convocatoria, el lugar, día y hora de la sesión. En estas sesiones del concejo, los vecinos que asistan tendrán voz pero no voto, debiendo todos guardar la compostura, decoro y dignidad que corresponde a una reunión de tal naturaleza, de lo contrario, la misma se suspenderá sin responsabilidad del Concejo Municipal.

c) Comisiones Consultivas 

(1) El establecimiento de Comisiones Consultivas se contempla en el Reglamento de la Ley General de Descentralización como una instancia de seguimiento a los convenios de delegación de competencia, a través de los cuales se establece un seguimiento a los programas de descentralización de servicios públicos (Artículo 13 del Reglamento de la Ley General de Descentralización).  

d) Consultas a los ciudadanos, referendos, plebiscitos

(1) Artículo 173 de la Constitución Política de la República.  Las decisiones políticas de especial trascendencia deberán ser sometidas a procedimiento consultivo de todos los ciudadanos.  La consulta será convocada por el Tribunal Supremo Electoral a iniciativa del Presidente de la República o del Congreso de la República, que fijarán con precisión la o las preguntas que se someterán a los ciudadanos.  La ley constitucional electoral regulará lo relativo a esta institución.

(2) Artículo 280 de la Constitución Política de la República.  Reformas por el Congreso y consulta popular. Para cualquier otra reforma constitucional, será necesario que el Congreso de la República la apruebe con el voto afirmativo de las dos terceras partes del total de diputados. Las reformas no entrarán en vigencia sino hasta que sean ratificadas mediante la consulta popular a que ser refiere el artículo 173 de esta Constitución.  Si el resultado de la consulta popular fuere de ratificación de la reforma, ésta entrará en vigencia sesenta días después que el Tribunal Supremo Electoral anuncie el resultado de la consulta.

(3) Artículo 19 de las Disposiciones Transitorias de la Constitución Política de la República.   El Ejecutivo queda facultado para realizar las gestiones que tiendan a resolver la situación de los derechos de Guatemala respecto a Belice, de conformidad con los intereses nacionales. Todo acuerdo definitivo deberá ser sometido por el Congreso de la República al procedimiento de consulta popular previsto en el artículo 173 de la Constitución.

(4) Artículo 17 inciso j) del Código Municipal.  Es un derecho conferido a los vecinos participar en las consultas a los vecinos de conformidad con la ley.

e) Pueblos indígenas 

(1) Comunidades de los Pueblos Indígenas (regulado en el artículo 20 del Código Municipal).  Las comunidades de los pueblos indígenas son formas de cohesión social natural y como tales tienen derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, debiendo inscribirse en el registro civil de la municipalidad correspondiente, con respeto de su organización y administración interna que se rige de conformidad con sus normas, valores y procedimientos propios, con sus respectivas autoridades tradicionales reconocidas y respetadas por el Estado, de acuerdo a disposiciones constitucionales y legales.

2. Regímenes especiales 

(1) Registro General de la Propiedad: en este registro las personas pueden solicitar despliegues para conocer del estado en que se encuentran los inmuebles, también se utiliza la consulta electrónica a distancia a través del Internet, y si se desea la información para ser utilizada dentro de procesos judiciales, se puede solicitar certificaciones.

(2) El Registro Civil de la Municipalidad de Guatemala, proporciona información a través de certificaciones.

(3) Guatecompras proporciona a través del Internet toda la información relacionada con la contratación y adquisición de bienes, suministros, obras y servicios que requieran efectuar por medio de licitaciones, cotizaciones u otros tipos de concursos.

D. Mecanismos para Estimular una Participación en la Gestión Pública

1. Formas específicas de participación
a) Iniciativas de leyes 

En el sitio Web del Congreso de la República www.congreso.gob.gt, mantiene en forma permanente a disposición de cualquier interesado, las iniciativas de ley que se encuentran en discusión y los dictámenes que en la tramitación de las mismas se realizan.  

b) Audiencias públicas 

En tiempos recientes el Congreso de la República, ha promovido la participación ciudadana en las discusiones de las iniciativas de ley, a través de la convocatoria a audiencias públicas, que físicamente se realizan en el edificio del Congreso, ejemplos de estas son las convocadas para la reforma fiscal aprobada en el presente año.  Con la reciente modificación del sitio Web del Congreso, www.congreso.gob.gt, se pretende introducir la posibilidad de participación en foros públicos virtuales, durante el tiempo de discusión de las iniciativas de ley. 

c) Consultas a los ciudadanos 

(1) Artículo 173 de la Constitución Política de la República.  Las decisiones políticas de especial trascendencia deberán ser sometidas a procedimiento consultivo de todos los ciudadanos.  La consulta será convocada por el Tribunal Supremo Electoral a iniciativa del Presidente de la República o del Congreso de la República, que fijarán con precisión la o las preguntas que se someterán a los ciudadanos.  La ley constitucional electoral regulará lo relativo a esta institución.

(2) Artículo 280 de la Constitución Política de la República.  Reformas por el Congreso y consulta popular. Para cualquier otra reforma constitucional, será necesario que el Congreso de la República la apruebe con el voto afirmativo de las dos terceras partes del total de diputados. Las reformas no entrarán en vigencia sino hasta que sean ratificadas mediante la consulta popular a que ser refiere el artículo 173 de esta Constitución.  Si el resultado de la consulta popular fuere de ratificación de la reforma, ésta entrará en vigencia sesenta días después que el Tribunal Supremo Electoral anuncie el resultado de la consulta.

(3) Artículo 19 de las Disposiciones Transitorias de la Constitución Política de la República.   El Ejecutivo queda facultado para realizar las gestiones que tiendan a resolver la situación de los derechos de Guatemala respecto a Belice, de conformidad con los intereses nacionales. Todo acuerdo definitivo deberá ser sometido por el Congreso de la República al procedimiento de consulta popular previsto en el artículo 173 de la Constitución.

(4) Artículo 17 inciso j) del Código Municipal.  Es un derecho conferido a los vecinos participar en las consultas a los vecinos de conformidad con la ley.

d) Gestión y fiscalización de empresas estatales

(1) Artículo 19 de la Ley de Descentralización.  Las comunidades organizadas conforme a la ley, tendrán facultad para realizar la auditoria social de los programas de descentralización que se ejecuten en sus respectivas localidades y en los que tengan participación directa, ya sea en el ámbito municipal, departamental, regional o nacional. En caso necesario, solicitarán a la Controlaría General de Cuentas la práctica de la auditoria que corresponda, cuyos resultados deberán serle informados dentro del plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que ésta concluya.

e) Planes de desarrollo 

(1) Artículo 1 de la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.  Los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural se instituyen para organizar y coordinar la administración pública mediante la formulación de las políticas de desarrollo urbano y rural, así como la de ordenamiento territorial, y promover la organización y participación de la población en el desarrollo integral del país, conformando un Sistema Nacional de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.

(2) Artículo 2 del Reglamento Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.  El Sistema de Consejos de Desarrollo es el espacio de relación y encuentro ciudadano multiétnico, multilingüe y pluricultural, que permite a todos los habitantes del país, su participación propositivamente en la toma de decisiones para la organización, coordinación y planificación del desarrollo integral de sus comunidades, municipios, departamentos, regiones y la nación. El sistema respeta, reconoce y garantiza el ejercicio y desarrollo de los valores materiales, sociales, espirituales y las formas de organización de las culturas maya, xinca, garifuna y no indígena.  Asimismo, el Sistema de Consejos de Desarrollo permite la instauración de un diálogo armonioso entre las diferentes culturas y la participación activa de las diversas comunidades para coadyuvar a fortalecer la unidad nacional.

f) Otras

2. “Leyes de Desacato”
(1) Artículo 411 del Código Penal: “Desacato a los Presidentes de los Organismos del Estado”  Quien ofendiere en su dignidad o decoro, o amenazare, injuriare o calumniare a cualquiera de los Presidentes de los Organismos del Estado, será sancionado con prisión de uno a tres años.

(2) Artículo 412 del Código Penal: “Desacato a la autoridad”  Quien amenazare injuriare, calumniare o de cualquier otro modo ofendiere en su dignidad o decoro, a una autoridad o funcionario en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de ellas, será sancionado con prisión de seis meses a dos años.

 
3. Normas generales 

(1) Constitución Política de la República
(2) Código Municipal
(3) Código Penal
(4) Ley de descentralización
(5) Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural
E. Mecanismos de Participación en el Seguimiento de la Gestión Pública 

1. Formas específicas de participación en el seguimiento de la gestión pública
a) Fiscalización, vigilancia y evaluación de actos del poder público 
(1) Artículo 19 de la Ley General de Descentralización.  Las comunidades organizadas conforme a la ley, tendrán facultad para realizar la auditoria social de los programas de descentralización que se ejecuten en sus respectivas localidades y en los que tengan participación directa, ya sea en el ámbito municipal, departamental, regional o nacional. En caso necesario, solicitarán a la Controlaría General de Cuentas la práctica de la auditoria que corresponda, cuyos resultados deberán serle informados dentro del plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que ésta concluya.

b) Otros 

(1) Artículo 19 del Código Municipal.  Las asociaciones de vecinos a las que se refiere el artículo anterior, se constituirán mediante escritura pública cuyo testimonio será presentado al registrador civil, para los efectos del otorgamiento de la personalidad jurídica, la que será efecto de su inscripción en el libro correspondiente del registro civil, en un tiempo no mayor de treinta (30) días calendario. Los requisitos que debe cumplir la escritura pública, sin perjuicio de lo que establece el artículo veintinueve (29) del Código de Notariado, serán: nombre, sede y la duración de la asociación, establecer claramente sus fines, objetivos, el ámbito de su acción, forma de su organización, la identificación fehaciente de las personas que la integran, y designación de quien o quienes ejercerán su representación legal.

(2) Artículo 12 de la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.  Podrán organizarse los Consejos Locales de Desarrollo en las comunidades con características de permanencia en un espacio territorial determinado y que cuenten con un mínimo de población de 250 habitantes, mayores de 18 años. El Consejo Local se integra con: a) Asamblea de vecinos;  b) Comité Ejecutivo.

(3) Artículo 14 de la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.  La Asamblea de Vecinos es el órgano de mayor jerarquía del Consejo Local de Desarrollo; deberá reunirse ordinariamente dos veces al año y extraordinariamente cuantas veces fuera necesario, con un quórum mínimo de un tercio de su población, todos sus miembros tienen derecho a participar con voz y voto; es convocada públicamente, por lo menos con una semana de anticipación, por su presidente o a solicitud de cien (100) o más vecinos; sus resoluciones tienen validez con el voto favorable de la mayoría de los vecinos presentes.

c) Veedurías 

(1)  Artículo 4, inciso i) del Reglamento de la Ley de Descentralización.  En la prestación de los servicios que se presten en virtud de la descentralización del Organismo Ejecutivo, sus objetivos tendrán especificados el grado de cumplimiento que se espera alcanzar mediante la aplicación del criterio de efectiva auditoria social sobre la gestión de los programas y proyectos descentralizados.

(1) Artículo 19 de la Ley de Descentralización.  Las comunidades organizadas conforme a la ley, tendrán facultad para realizar la auditoría social de los programas de descentralización que se ejecuten en sus respectivas localidades y en los que tengan participación directa, ya sea en el ámbito municipal, departamental, regional o nacional. En caso necesario, solicitarán a la Controlaría General de Cuentas la práctica de la auditoría que corresponda, cuyos resultados deberán serle informados dentro del plazo de treinta días, contados a partir de la fecha en que ésta concluya.

2. Normas generales 

(1) Ley de Descentralización y su Reglamento
(2) Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural y su Reglamento
(3) Código Municipal
VI. ASISTENCIA RECIPROCA

1. Bienes, decomiso o transferencia 

(1) El artículo 117 del Código de Derecho Internacional Privado establece que las reglas generales sobre propiedad y modos de adquirirla o enajenarla entre vivos, incluso las aplicables al tesoro oculto, así como las que rigen las aguas de dominio público y privado y sus aprovechamientos, son de orden público internacional.

2. Cláusula de Orden público

De conformidad con el Código de Derecho Internacional Privado, Guatemala puede, por razones de orden público, rehusar o subordinar a condiciones especiales el ejercicio de ciertos derechos civiles a los nacionales de los demás y cualquiera de los otros Estados, puede, en tales casos, rehusar o subordinar a condiciones especiales el mismo ejercicio a los nacionales del primero.

La ley de Probidad y Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados Públicos es de orden público y de observancia general. (Artículo 2)

De conformidad con la Ley del Organismo Judicial, (Artículo 44. Hermetismo del orden público) no tienen validez ni efecto alguno en la República de Guatemala las leyes, disposiciones y las sentencias de otros países así como los documentos o disposiciones particulares provenientes del extranjero si menoscaban la soberanía nacional, contradicen la Constitución Política de la República o contravienen el orden público.

3. Confiscación y decomiso 

(1) La Constitución Política de la República, prohíbe la confiscación de bienes y la imposición de multas confiscatorias en caso de actividades o delitos políticos. Artículo 41 de la Constitución Política de la República 

(2) De conformidad con Ley contra la Narcoactividad, en su artículo 18, se establece el comiso o decomiso como la pérdida a favor del Estado de los instrumentos del delito, el cual será decretado en sentencia condenatoria o absolutoria. El juez o tribunal competente decretará igualmente el comiso o decomiso, en las resoluciones que declaren la rebeldía, la extinción de la persecución penal, el sobreseimiento o clausura provisional, un criterio de oportunidad en los casos que proceda, o en las causas donde se desconozca o no se pueda identificar al sindicado, o éste se haya sustraído injustificadamente a la persecución penal, siempre y cuando medie información suficiente de que los bienes o ganancias constituyen instrumentos del delito, salvo que dentro del proceso conste fehacientemente que los instrumentos del delito pertenecen a tercero de buena fe.

4. Exhortos y medidas cautelares

(1) De conformidad con el artículo 34 de la Ley contra el Lavado de Dinero u Otros Activos, la Intendencia de Verificación Especial, adscrita a la Superintendencia de Bancos, y el Ministerio Público, pueden prestar y solicitar asistencia a las autoridades competentes de otros países para: 

a) Recibir los testimonios o tomar declaración a las personas.

b) Presentar documentos judiciales.

c) Efectuar inspecciones e incautaciones.

d) Examinar objetos y lugares.

e) Facilitar información y elementos de prueba.

f) Entregar originales o copias auténticas de documentos y expedientes relacionados con el caso, inclusive documentación bancaria, financiera y comercial.

g) Identificar o detectar el producto, los instrumentos y otros elementos con fines probatorios.

h) Cualquier otra forma de asistencia judicial recíproca, autorizada por el derecho interno.

Todas las entidades públicas o privadas quedan obligadas a prestar la colaboración que les solicite la Intendencia de Verificación Especial para la realización de los objetivos de la presente ley.

a) Título Quinto del Código de Derecho Internacional Privado:

El Título quinto del Código de Derecho Internacional Privado, regula las normas internacionales de asistencia recíproca, o asistencia legal mutua, de la siguiente forma:

(1) Toda diligencia judicial que un Estado contratante necesite practicar en otro, se efectuará mediante exhorto o comisión rogatoria cursados por la vía diplomática, Sin embargo, los Estados contratantes podrán pactar o aceptar entre sí en materia civil o criminal cualquier otra forma de transmisión.

(2) Al juez exhortante corresponde decidir respecto a su competencia y a la legalidad y oportunidad del acto o prueba, sin perjuicio de la jurisdicción del juez exhortado.

(3) El Juez exhortado resolverá sobre su propia competencia ratione materiae para el acto que se le encarga.

(4) El que reciba el exhorto o comisión rogatoria debe ajustarse en cuanto a su objeto a la ley del comitente y en cuanto a la forma de cumplirlo a la suya propia.

(5) El exhorto será redactado en la lengua del Estado exhortante y será acompañado de una traducción hecha en la lengua del Estado exhortado, debidamente certificada por intérprete juramentado.

(6) Los interesados en la ejecución de los exhortos y cartas rogatorias de naturaleza privada deberán constituir apoderados, siendo de su cuenta los gastos que estos apoderados y las diligencias ocasionen.

5. Extradición

a) En general

(1) Artículo 27 de la Constitución Política de la República: La extradición se rige por lo dispuesto en tratados internacionales. Por delitos políticos no se intentará la extradición de guatemaltecos, quienes en ningún caso serán entregados a gobierno extranjero, salvo lo dispuesto en tratados y convenciones con respecto a los delitos de lesa humanidad o contra el derecho internacional. No se acordará la expulsión del territorio nacional de un refugiado político, con destino al país que lo persigue.

(2) Artículo 8 del Código Penal: La extradición sólo podrá intentarse u otorgarse por delitos comunes. Cuando se trate de extradición comprendida en tratados internacionales, sólo podrá otorgarse si existe reciprocidad.

b) Delitos políticos y conexos

(1) Artículo 8 del Código penal (segundo párrafo): En ningún caso podrá intentarse ni otorgarse la extradición por delitos políticos, ni por delitos comunes conexos con aquéllos.

c) De nacionales 
(1) La extradición de nacionales se regirá por lo establecido en Tratados Internacionales.  En el caso de un nacional guatemalteco, la persona solicitada, se pone a disposición del Ejecutivo para que el señor Presidente de la República, decida la entrega del mismo, ya que normalmente no se esta obligado a entregar a un nacional.

6. Formularios 

7. Delitos de tráfico ilícito de drogas y lavado de dinero

(1) Establece el Artículo 2 de la Ley Contra el Lavado de dinero u otros activos: Que comete el delito de lavado de dinero u otros activos quien por sí, o por interpósita persona:  

(a) Invierta, convierta, transfiera o realice cualquier transacción financiera con bienes o dinero, sabiendo, o que por razón de su cargo, empleo, oficio o profesión esté obligado a saber, que los mismos son producto, proceden o se originan de la comisión de un delito;  

(b) Adquiera, posea, administre, tenga o utilice bienes o dinero sabiendo, o que por razón de su cargo, empleo, oficio o profesión esté obligado a saber, que los mismos son producto, proceden o se originan de la comisión de un delito;  

(c) Oculte o impida la determinación de la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o la propiedad de bienes o dinero o de derechos relativos a tales bienes o dinero, sabiendo, o que por razón de su cargo, empleo, oficio o profesión esté obligado a saber, que los mismos son producto de la comisión de un delito.

(2) La Ley contra la Narcoactividad: establece: 

(a) Que existe Tránsito internacional, cuando quien sin estar autorizado, participe en cualquier forma en el tránsito internacional de drogas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas, así como de precursores y sustancias esenciales destinadas a la fabricación o disolución de las referidas drogas, será sancionado con prisión de doce a veinte años y multa de cincuenta mil quetzales a un millón de quetzales. 

(b) Que existe el delito de Siembra y cultivo, cuando el que sin estar autorizado legalmente siembre, cultive o coseche semillas, florescencias, plantas o parte de las mismas, de las cuales naturalmente o por cualquier medio, se pueda obtener drogas que produzcan dependencia física o psíquica, serán sancionados con prisión de cinco a veinte años de prisión y multa de Q 10 000.00 a Q 100 000.00.  

(c) Que existe el delito de Fabricación o transformación, cuando el que, sin autorización legal, elaborare, fabricare, transformare, extrajere u obtuviere drogas, será sancionado con prisión de ocho a veinte años, y multa de Q 50 000.00 a Q 1 000 000.00. 

(d) Que existe el delito de Comercio, tráfico y almacenamiento ilícito, cuando el que sin autorización legal adquiera, enajene a cualquier título, importe, exporte, almacene, transporte, distribuya, suministrare, venda, expenda o realice cualquier otra actividad de tráfico de semillas, hojas, plantas, florescencias o sustancias o productos clasificados como drogas, estupefacientes, psicotrópicos o precursores, será sancionado con prisión de doce a veinte años y multa de Q 50 000.00 a Q 1 000 000.00, igual pena se aplicará a quien proporcione los medios, facilite o permita el aterrizaje de naves aéreas utilizadas para el tráfico ilícito. 

(e) Que existe el delito de posesión para el consumo, cuando quien para su propio consumo adquiera o posea cualquiera de las drogas a que se refiere esta ley, será sancionado con prisión de cuatro meses a dos años y multa de Q 200.00 a Q 10 000.00. Se entiende que es para su propio consumo, cuando la droga incautada no exceda de la cantidad razonable para el consumo inmediato, siempre que de las demás circunstancias del hecho, surja la convicción de que la droga es para uso personal. 

(f) Que existe el delito de Promoción y fomento, cuando el que en alguna forma promueva el cultivo, el tráfico ilícito, de semillas, hojas florescencias, plantas o drogas, o la fabricación, extracción, procesamiento o elaboración de éstas, o fomente su uso indebido, será sancionado con prisión de seis a diez años y multa de Q 10 000.00 a Q 100 000.00.  

(g) Que existe el delito de Facilitación de medios, cuando el que poseyere, fabricare, transportare o distribuyere equipo, materiales o sustancias, a sabiendas de que van a ser utilizadas en cualquiera de las actividades a que se refieren los artículos anteriores, será sancionado con prisión de cinco a diez años y multa de Q 10 000.00 a Q 100 000.00.  Igual se impondrá, al que por cualquier título facilite, proporcione, use o destine un inmueble local o establecimiento para la fabricación, elaboración, extracción, almacenamiento, cultivo, venta, suministro o consumo de drogas. Si se trata de un establecimiento comercial, será clausurado. 

(h) Que existe el delito de Alteración, cuando el que alterare o falsificare, total o parcialmente, recetas médicas y que de esta forma obtenga para sí o para otro, drogas o medicamentos que las contenga, será sancionado con pena de cuatro meses a dos años y multa de Q 200.00 a Q 10 000.00. Igual pena se aplicará a quien sin fines terapéuticos o prescripción médica a otra persona, con el consentimiento de ésta, aplique cualquier tipo de drogas. Si a quien se administrare no prestare su consentimiento o fuere menor de dieciocho años, la pena será de tres a seis años de prisión y multa de Q 5 000.00 a Q 100 000.00.  

(i) Que existe el delito de Expendio ilícito, cuando el que estando autorizado para el expendio de sustancias medicinales que contengan drogas, las expidiere en especie, calidad o cantidad distinta a la especificada en la receta médica o sin receta médica, será sancionado con prisión de tres a cinco años de prisión y multa de Q 2000.00 a Q 10 000.00.  

(j) Que existe el delito de Receta o suministro, cuando un facultativo recete o suministre drogas que necesiten receta para ser adquiridas cuando no son indicadas por la terapéutica con infracción de las leyes o reglamentos sobre la materia, será sancionado con prisión de tres a cinco años de prisión, multa de Q 200.00 a Q 10 000.00 e inhabilitación para ejercer su profesión, pena accesoria ésta última que no podrá exceder el tiempo que dure la pena privativa de libertad.  

(k) Que existe el delito de Transacciones e inversiones ilícitas, cuando el que por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, realizare con otras personas o establecimientos comerciales, bancarios, financieros, o de cualquier otra naturaleza, transacciones mercantiles con dinero o productos provenientes de las actividades ilícitas previstas en esta ley, independientemente del lugar del territorio nacional o extranjero donde se haya cometido el delito o donde hayan producido dichos recursos financieros, será sancionado con prisión de seis a veinte años y multa de Q 50 000.00 a Q 5 000 000.00. 

(l) Que existe el delito de procuración de impunidad o evasión, cuando quien siendo funcionario o empleado público encargado de investigar, juzgar o custodiar a personas vinculadas con los delitos tipificados en esta ley, contribuya en cualquier forma a la impunidad o evasión de tales personas, oculte, altere, sustraiga o haga desaparecer las pruebas, los rastros o los instrumentos del delito, o que asegure el provecho o producto de ese hecho, será sancionado con prisión de seis a quince años e inhabilitación definitiva para el ejercicio de funciones públicas, y multa de Q 50 000.00 a Q 1000 000.00. Si los hechos mencionados se cometieron en forma culposa por el funcionario o empleado público, la pena será de dos a seis años con definitiva inhabilitación de funciones. 

(m) Que comete el delito de promoción o estímulo a la drogadicción, quien estimule, promueva o induzca por cualquier medio el consumo no autorizado de drogas, sustancias estupefacientes, psicotrópicas e inhalables. será sancionado con prisión de dos a cinco años y multa de Q 5 000.00 a Q 100 000.00.

(n) Que existe el delito de Encubrimiento real, cuando quien con el fin de conseguir para sí o para un tercero algún provecho, después de haberse cometido un delito de los contemplados en esta ley, sin concierto previo ocultare, adquiriere o recibiere dinero, valores u objetos, conociendo que son productos de dicho delito o han sido utilizados para cometerlo, será sancionado con prisión de tres a cinco años y multa de Q 1 000.00 a Q 100 000.00. 

(o) Que existe el delito de Encubrimiento personal, cuando el que con conocimiento de haberse cometido un delito de los contemplados en esta ley y sin concierto previo ayudare al autor o cómplice a eludir las investigaciones de la autoridad o a sustraerse a la acción de ésta, será sancionado con prisión de dos a cinco años, más multa de Q 1 000.00 a Q 100 000.00. Para los efectos de la aplicación de este articulo y el anterior, será indiferente que el hecho delictivo se hubiere cometido en territorio nacional o extranjero. 

8. Normas generales 

a) Título Tercero del Código de Derecho de Internacional Privado 

El título tercero del Código de Derecho Internacional Privado, regula en términos generales la extradición entre los artículos 344 y 381, conforme las siguientes reglas generales: 

(1) Para hacer efectiva la competencia judicial internacional en materias penales, cada uno de los Estados contratantes accederá a la solicitud de cualquiera de los otros para la entrega de individuos condenados o procesados por delitos que se ajusten a las disposiciones de este título, sujeto a las provisiones de los tratados o convenios internacionales que contengan listas de infracciones penales que autoricen la extradición.

(2) Los Estados contratantes no están obligados a entregar a sus nacionales, La nación que se niegue a entregar a uno de sus ciudadanos estará obligado a juzgarlo.

(3)  Cuando, con anterioridad al recibo de la solicitud, un procesado o condenado haya delinquido en el país a que se pide su entrega, puede diferirse esa entrega hasta que se le juzgue y cumpla la pena.

(4) Si varios Estados contratantes solicitan la extradición de un delincuente por el mismo delito, debe entregarse a aquél en cuyo territorio se haya cometido.

(5) En caso de solicitarse la extradición por hechos diversos, tendrá preferencia el Estado contratante en cuyo territorio se haya cometido el delito más grave, según la legislación del Estado requerido.

(6) Si todos los hechos imputados tuvieren igual gravedad será preferido el Estado contratante que presente primero la solicitud de extradición, De ser simultáneas, decidirá el Estado requerido, pero debe conceder la preferencia al Estado de origen o, en su defecto, al del domicilio del delincuente, si fuere uno de los solicitantes. 

(7) Las anteriores reglas sobre preferencia no serán aplicables si el Estado contratante estuviere obligado con un tercero, a virtud de tratados vigentes anteriores a este Código, a establecerla de un modo distinto.

(8) Para conceder la extradición, es necesario que el delito se haya cometido en el territorio del Estado que la pida o que le sean aplicables sus leyes penales de acuerdo con el Libro Tercero de este Código.

(9) La extradición alcanza a los procesados o condenados como autores, cómplices o encubridores de delito.

(10) Es necesario que el hecho que motive la extradición tenga carácter de delito en la legislación del Estado requirente y en la del requerido.

(11)  Asimismo se exigirá que la pena asignada a los hechos imputados, según su calificación provisional o definitiva, por el juez o tribunal competente del Estado que solicita la la extradición, no sea menor de un año de privación de libertad y que esté autorizada o acordada la prisión o detención preventiva del procesado, si no hubiere aun sentencia firme, Esta debe ser de privación de libertad.

(12) Están excluidos de la extradición de los delitos políticos y conexos, según la calificación del Estado requerido.

(13)  Tampoco se acordará, si se probare que la petición de entrega se ha formulado de hecho con el fin de juzgar y castigar al acusado por un delito de carácter político, según la misma calificación.

(14)  No será reputado delito político, ni hecho conexo, el de homicidio o asesinato del Jefe de un Estado contratante o de cualquiera persona que en él ejerza autoridad.

(15)  No será concedida la extradición si la persona reclamada ha sido ya juzgada y puesta en libertad, o ha cumplido la pena, o está pendiente de juicio, en el territorio del Estado requerido, por el mismo delito que motiva la solicitud.

(16) Tampoco debe accederse a ella si han prescrito el delito o la pena conforme a las leyes del Estado requirente o del requerido.

(17)  La legislación del Estado requerido posterior al delito, no podrá impedir la extradición.

(18)  Los Cónsules Generales, Cónsules, Vicecónsules o Agentes Consulares, pueden pedir que se arreste y entregue a bordo de un buque o aeronave de su país, a los oficiales, marinos o tripulantes de sus naves o aeronaves de guerra o mercantes, que hubiesen desertado de ellas.

(19)  Para los efectos del artículo anterior, se exhibirán a la autoridad local correspondiente, dejándole además copia auténtica, los registros del buque o aeronave, rol de la tripulación o cualquier otro documento oficial en que la solicitud se funde. 

(20)  En los países limítrofes podrán pactarse reglas especiales para la extradición en las regiones o localidades de la frontera.

(21)  La solicitud de la extradición debe hacerse por conducto de los funcionarios debidamente autorizados para eso por las leyes del Estado requirente.

(22)  Con la solicitud definitiva de extradición deben presentarse: 1.- Una sentencia condenatoria o un mandamiento o auto de prisión o un documento de igual fuerza, o que obligue al interesado a comparecer periódicamente ante la jurisdicción represiva, acompañado de las actuaciones del proceso que suministren pruebas o al menos indicios racionales de la culpabilidad de la persona de que se trate; 2.- La filiación del individuo reclamado o las señas o circunstancias que puedan servir para identificarlo; 3.- Copia auténtica de las disposiciones que establezcan la calificación legal del hecho que motiva la solicitud de entrega, definan la participación atribuida en él al inculpado y precisen la pena aplicable.

(23)  La extradición puede solicitarse telegráficamente, y, en ese caso los documentos mencionados en el artículo anterior se presentarán al país requerido o a su Legación o Consulado General en el país requirente, dentro de los dos meses siguientes a la detención del inculpado, En su defecto será puesto en libertad.

(24)  Si el Estado requirente no dispone de la persona reclamada dentro de los tres meses siguientes a haber quedado a sus órdenes, será puesta también en libertad.

(25)  El detenido podrá utilizar, en el Estado a que se haga la solicitud de extradición, todos los medios legales concedidos a los nacionales para recobrar su libertad, fundando su ejercicio en las disposiciones de este Código.

(26)  También podrá el detenido, a partir de ese hecho, utilizar los recursos legales que procedan, en el Estado que pida la extradición, contra las calificaciones y resoluciones en que se funde. 

(27)  La entrega debe hacerse con todos los objetos que se encontraren en poder de la persona reclamada, ya sean producto del delito imputado, ya piezas que puedan servir para la prueba del mismo, en cuanto fuere practicable con arreglo a las leyes del Estado que la efectúa, y respetando debidamente los derechos de tercero.

(28)  La entrega de los objetos a que se refiere el artículo anterior, podrá hacerse, si la pidiere el Estado solicitante de la extradición, aunque el detenido muera o se evada antes de efectuarla.

(29)  Los gastos de detención y entrega serán de cuenta del Estado requirente, pero no tendrá que sufragar ninguno por los servicios que prestaren los empleados públicos con sueldo del Gobierno a quien se pida la extradición.

(30)  El importe de los servicios prestados por empleados públicos u oficiales que sólo perciban derechos o emolumentos, no excederá de los que habitualmente cobraren por esas diligencias o servicios según las leyes del país en que residan.

(31) Toda responsabilidad que pueda originarse del hecho de la detención provisional, será de cargo del Estado que la solicite.

(32)  El tránsito de la persona extraditada y de sus custodios por el territorio de un tercer Estado contratante, se permitirá mediante la exhibición del ejemplar original o de una copia auténtica del documento que concede la extradición.

(33) El Estado que obtenga la extradición de un acusado que fuere luego absoluto, estará obligado a comunicar al que la concedió una copia auténtica del fallo.

(34)  La persona entregada no podrá ser detenida en prisión ni juzgada por el Estado contratante a quien se entregue, por un delito distinto del que hubiere motivado la extradición y cometido con anterioridad a la misma, salvo que consienta en ello el Estado requerido o que permanezca el extraditado libre en el primero tres meses después de juzgado y absuelto por el delito que originó la extradición o de cumplida la pena de privación de libertad impuesta.

(35)  En ningún caso se impondrá o ejecutará la pena de muerte por el delito que hubiese sido causa de la extradición.

(36)  Siempre que proceda el abono de la prisión preventiva, se computará como tal el tiempo transcurrido desde la detención del extraditado en el Estado a quien se le haya pedido.

(37)  El detenido será puesto en libertad, si el Estado requirente no presentase la solicitud de extradición en un plazo razonable, dentro del menor tiempo posible, habida cuenta de la distancia y las facilidades de comunicaciones postales entre los dos países, después del arresto provisional.

(38)  Negada la extradición de una persona, no se puede volver a solicitar por el mismo delito.

Guatemala, como miembro de la comunidad internacional interamericana, ha celebrado varios tratados de colaboración de asistencia recíproca, tanto en ámbito bilateral como multilateral.  

Entre los que destacan: 

Tratados bilaterales:

Argentina

Convenio sobre represión del tráfico de estupefacientes entre el Gobierno de la República de Argentina y el Gobierno de la República de Guatemala, Ley 24.542, 1995-08-16   






Bélgica

· Tratado sobre extradición de Criminales, entre Guatemala y Bélgica.

· Convención Adicional al Tratado de Extradición, entre Guatemala y Bélgica.

· Protocolo Adicional al a Convención sobre Extradición, entre Guatemala y Bélgica.

Canada

Treaty between Great Britain and Guatemala for the Mutual Surrender of Fugitive Criminals  

Additional Protocol to the Treaty of Extradition between Great Britain and Guatemala  

Ecuador

Convenio entre la Republica del Ecuador y la Republica de Guatemala sobre cooperación para combatir el narcotráfico y la fármaco dependencia, 1993-06-04  






España

· Tratado de Extradición entre Guatemala y el Reino de España.

· Protocolo Adicional al Tratado de Extradición, entre Guatemala y el Reino de España.

Estados Unidos

· Extradition Treaty with Guatemala, 1903-02-27 

· Tratado de Extradición entre Guatemala y los Estados Unidos de América.

· Convención suplementaria al Tratado de Extradición entre Guatemala y los Estados Unidos de América.

· Convenio entre el Gobierno de la República de Guatemala y el Gobierno de los Estados Unidos de América para cooperar en la supresión del Tráfico Ilícito Marítimo y Aéreo de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas.


México

· Tratado de Cooperación entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República de Guatemala sobre Asistencia Jurídica Mutua 

· Tratado de Cooperación entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República de Guatemala Asistencia Jurídica Mutua 

· Tratado de Extradición de Criminales, entre Guatemala y los Estados Unidos Mexicanos.

· Memorando de Entendimiento entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la República de Guatemala Relativo al Combate a la Delincuencia, el Crimen Organizado, el Narcotráfico y la Farmacodependencia, 6 de marzo de 2003. 

· Minuta de la reunión de Seguimiento y evaluación a los acuerdos adoptados durante la Novena Reunión del Grupo Binacional sobre Puertos y Servicios Fronterizos México – Guatemala celebrada el 17 de junio de 2003.

· Minuta de la reunión de Seguimiento y evaluación a los acuerdos adoptados durante la Novena Reunión del Grupo Binacional sobre Puertos y Servicios Fronterizos México – Guatemala, celebrada el 17 de junio de 2003, 28 de agosto de 2003, Tapachula Chiapas, México.

· Minuta de la Reunión del Grupo Binacional de Seguimiento entre el Gobierno de la República de Guatemala y la Procuraduría General de la República de los Estados Unidos Mexicanos.

· Minuta de la XI Reunión del grupo Binacional de Asuntos Migratorios México – Guatemala, Tapachula, Chiapas, México 29 de agosto de 2003.

· Minuta del Grupo de Alto Nivel de Seguridad Fronteriza Guatemala – México (GANSEF) II Reunión Técnica, 18 de septiembre de 2003.

· Minuta de la Segunda Reunión Técnica Binacional Grupo de Alto Nivel de Seguridad Fronteriza México – Guatemala (GANSEF), 17 de diciembre de 2003, Ciudad de México D.F.

· Minuta de la Reunión técnica Binacional del Grupo de Alto Nivel de Seguridad Fronteriza Guatemala – México (GANSEF), 16 de abril del 2004.

· Tratado de Cooperación Mutua entre el Gobierno de la República de Guatemala y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos para el intercambio de información respecto de operaciones financieras realizadas a través de instituciones financieras para prevenir, detectar y combatir operaciones de Precedencia Ilícita o de Lavado de Dinero, suscrito el 21 de febrero de 2002.

Gran Bretaña

· Tratado de Extradición entre Guatemala y Gran Bretaña.

· Protocolo Adicional al Tratado de Extradición, entre Guatemala y Gran Bretaña.

· Canje de Notas para extender las Estipulaciones del Tratado de Extradición a algunos territorios bajo el mandato de Gran Bretaña.

Instrumentos multilaterales

· Tratado de Extradición (Centroamérica). Diario Oficial126, Tomo No.98, de fecha 4 de junio de 1925.    

· Tratado de extradición americana   

· Disposiciones del Código de Derecho Internacional Privado en materia de extradición    

· Convenio Centroamericano para la Prevención y la Represión de los Delitos de Lavado de Dinero y de Activos, relacionados con el Trafico Ilícito de Drogas y Delitos Conexos    

· Convenio Constitutivo de la Comisión Centroamericana Permanente para la Erradicación de la Producción, Tráfico, Consumo y Uso Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas    

· Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica    

· Tratado de asistencia legal mutua en asuntos penales con los paises centroamericanos    

· Tratado Centroamericano sobre Recuperación y Devolución de Vehículos Hurtados, Robados, Apropiados o Retenidos Ilícita o Indebidamente    

· Convención interamericana sobre asistencia mutua en materia penal (Nassau, 23 de mayo 1992)    ESP   asistencia  

· Tratado modelo sobre la asistencia mutua en materia penal (Adoptado por la Asamblea General como resolución 45/117 según la recomendación del Octavo Congreso sobre Prevención del delito y tratamiento del delincuente el 14 de diciembre 1990)
· Convención interamericana sobre recepción de pruebas en el extranjero      

· Tratado de extradición y protección contra el anarquismo      

· Convención interamericana para el cumplimiento de condenas penales en el extranjero    

· Convenio sobre extradición de Montevideo, suscrito en Montevideo- Uruguay, 1933-12-26    

· Convención interamericana de recepción de pruebas en el extranjero, adoptada en la ciudad de Panamá, 1975-01-30    

· Protocolo adicional a la convención interamericana de recepción de pruebas en el extranjero, suscrito en la ciudad de la Paz, Bolivia, 1984-05-24    

· Convención interamericana contra corrupción    

· Convención para prevenir y sancionar los actos de terrorismo configurados en delitos contra las personas y la extorsión conexa cuando estos tengan trascendencia internacional. (Convención de Washington). OAS TS 37, el 2 de febrero de 1971    

· Convención de Extradición (OEA)    

· Convención internacional contra la toma de rehenes, NUEVA YORK, 1979. Diario Oficial No.217, de fecha 18 de noviembre de 1980    

· Convenio internacional para la represión de la financiación del terrorismo    

· Protocolo adicional a la convención interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias, adoptado en Montevideo, Uruguay, 1979-05-08    ESP   asistencia  

· Convención interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias, adoptada en Panamá, 1975-01-30    

· Convención contra la delincuencia organizada transnacional, 2003-10-23    

· Convención interamericana contra la fabricación y el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, suscrita en Washington D.C., 1997-11-14    

· Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, aprobada por la conferencia en su sexta sesión plenaria celebrada el 19 de diciembre de 1988 en Viena, Austria.

· Tratado de Extradición de Criminales, suscrito el 19 de mayo de 1894, el cual aún se encuentra en vigencia.

· Declaración Conjunta de los Presidentes de El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua sobre las pandillas “Mara Salvatrucha” y “Mara 18”.

· Convención Centroamericana sobre Extradición.

b) Ley contra la Narcoactividad
c) Ley contra lavado de dinero y otros activos
9. Medidas cautelares

Guatemala, como signataria de la Convención Interamericana de Asistencia Judicial Mutua en Materia Penal y Extradición.  Se encuentra obligada conforme el artículo 13, a cumplir con las solicitudes que le sean requeridas relativas a registro, embargo, secuestro y entrega de cualquier objeto, comprendidos, entre otros, documentos, antecedentes o efectos, si la Autoridad competente determina que la solicitud contiene la información que justifique la medida propuesta. 

http://www.oas.org/JURIDICO/MLA/sp/gtm 

10.  Secreto Bancario 

(1) El artículo 63 de la Ley de Bancos y Grupos Financieros, establece que salvo las obligaciones y deberes establecidos por la normativa sobre lavado de dinero y otros activos, los directores, gerentes, representantes legales, funcionarios y empleados de los bancos, no podrán proporcionar información, bajo cualquier modalidad, a ninguna persona, individual o jurídica, pública o privada, que tienda a revelar el carácter confidencial de la identidad de los depositantes de los bancos, instituciones financieras y empresas de un grupo financiero, así como las informaciones proporcionadas por los particulares a estas entidades.  Se exceptúa de la limitación a que se refiere el párrafo anterior la información que los bancos deban proporcionar a la Junta Monetaria, al Banco de Guatemala ya la Superintendencia de Bancos, así como la información que se intercambie entre bancos e instituciones financieras.  Los miembros de la Junta Monetaria y las autoridades, funcionarios y empleados del Banco de Guatemala y la Superintendencia de Bancos no podrán revelar la información a que se refiere el presente artículo, salvo que medie orden de juez competente.  La infracción a lo indicado en el presente artículo será considerada como falta grave, y motivará la inmediata remoción de los que incurran en ella, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que de tal hecho se deriven.  

(2) De conformidad con el artículo 58 de la Ley contra la Narcoactividad, el secreto bancario, no operará en las investigaciones de los delitos a que se refiere la Ley contra la Narcoactividad. La información que se reciba, será utilizada exclusivamente para los fines del proceso penal y sólo podrá ser ordenada por juez competente de oficio o a solicitud del Ministerio Público. 
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